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Resumen 
El mejoramiento barrial y urbano ha sido una de las estrategias privilegiadas para intervenir las 
problemáticas de pobreza urbana en América Latina, en las últimas décadas. Este documento 
cuestiona el papel de estas intervenciones a partir de su origen y contexto, como iniciativas de la 
cooperación y la banca internacionales, en una región crecientemente urbanizada y 
neoliberalizada. El documento apunta a develar la naturaleza de la política de mejoramiento a 
partir del estudio de sus componentes, a saber: (a) la intervención físico-espacial, que busca la 
reproducción de un modelo de ciudad que integra y ordena los factores productivos en torno a 
dinámicas de mercado; (b) las estrategias sociales que procuran integrar y atender las demandas 
sociales producidas por ese modelo a través de lógicas de gestión y planificación participativa y 
democrática que refuerzan y justifican la lógica de integración mercantil; y (c) un componente 
político y normativo de ordenamiento territorial que institucionaliza la extracción de rentas a 
través la innovación y especulación sobre el suelo urbano. 
 
Palabras claves: ciudad, suelo, mejoramiento, urbanización, informalidad, pobreza, 
ordenamiento territorial, mercado, renta. 
 
 
Abstract 
Urban and slum improvement has been one of the privileged strategies to intervene urban poverty 
problematic in Latin America, in last decades. This document bring into question the rol of these 
actions from its origin and context, as an international bank and cooperation initiative, in an 
increased urbanized and neoliberalized region. The document aimed to unveil the nature of the 
improvement policy from the study of its components: (a) the physical-spacial intervention, that 
pursue the reproduction of a city model that integrates and order productive factor around market 
dynamics; (b) the social strategies that pursue integrate and attend social demands caused for that 
model, through management logics, and participate and democratic planning that encourage and 
justified de market integration logic; and (c) the politic and normative component of territorial 
ordering that institutionalized the rent extraction through the innovation and speculation on urban 
land. 
 
Key words: city, land, improvement, urbanization, informality, poverty, territorial ordering, 
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INTRODUCCIÓN 
“En realidad, los que hablan de "espontaneidad" pretenden disimular las causas 
profundas del "caos urbano". Este no es otra cosa que el impacto espacial de una 
multiplicidad de iniciativas no coordinadas, contradictorias, es cierto, pero que 
responden todas individualmente a estrategias centradas en un objetivo único: el 
beneficio. Más allá de su carácter disperso, confuso y conflictivo, encontramos en estas 
iniciativas una cierta coherencia global, a condición siempre de confrontarlas con los 
intereses de clase respectivos de las capas sociales que están en su base y no al 
"desorden" espacial que es su producto. Recordemos a propósito de ello que la palabra 
"desorden" resulta poco adecuada para calificar la organización actual de las 
aglomeraciones, ya que esta organización no da en absoluto la impresión de estar hecha 
por casualidad” (Garnier, 1976) 
Pese la incapacidad de recordar los cambios de una ciudad que no he vivido, me es 
posible percibir la transformación del espacio urbano que he habitado. Esta primera impresión, se 
da sin entender muy bien que la pobreza, precarización y deterioro del barrio en el que he 
crecido, hacen parte de un proceso, que no es solo de esta ciudad, sino que es nacional, 
continental, y finalmente, global. Por supuesto, que los datos estadísticos refuerzan la sorpresa, 
pero luego viene el relato de una abuela que hace más de 60 años llegó a esta ciudad a vivir en 
una montaña, sin saberlo, junto millones de personas; de un padre que conoció lugares 
maravillosos, con aires de fábula, pero que hoy son otro barrio pobre; de una madre que afirma 
haber caminado segura por lugares que hoy son intransitables; y la evidencia de que los propios 
parajes por los que caminé alguna vez respirando aire puro y viendo aves viajeras aterrizar, hoy 
son los rincones más miserables de esta ciudad. El punto de partida de este estudio es, pues, la 
evocación y añoranza de una sabana que continúa siendo rica, en la que todos cabemos, cada vez 
más apretados, pero cabemos, y de la que no deberíamos seguir abusando. Es el cuestionamiento 
de la lógica que pueda tener vivir junto a tantas personas, en tan poco espacio, esperando no caer 
en una suerte de barbarie cotidiana, de lucha por no sucumbir ante tanta locura. Es pues, la 
pregunta de ¿cómo llegamos hasta este punto? 
De modo que, el estudio de una política pública se vuelve la excusa para entender un poco 
a esta ciudad, de la que me considero hija y amante. Una política pública en particular, que a 
primera vista me pareció una verdadera ironía, pues, ¿cómo es posible que estemos planteando 
acciones para mejorar espacios que nunca debieron construirse, en vez de prevenir su aparición? 
Pues bueno, esa es mi ciudad. Una ciudad que emula otras tantas ciudades de este continente, en 
las que se repiten las mismas historias de desilusión, frustración, tristeza, hambre y muerte, todos 
los días. Pero que es una ciudad construida, en buena parte, por la fuerza y la ilusión de esos 
excluidos del proceso del progreso. Por la fuerza y la ilusión de mi abuelo, que empezó a poner 
ladrillos después de la hora del trabajo, sin saber que años después el PIDUZOB, le pondría el 
acueducto, las alcantarillas, la luz, y hasta las vías, además del hospital, en el que le salvaron la 
vida, y el Centro Comunitario, a donde íbamos a jugar cuando niños. Así las cosas, ¿cómo no 
valorar este hábitat popular del que yo soy hija? 
En este contexto de reflexión personal, comenzó mi indagación sobre el origen de las 
transformaciones de esta ciudad, que conocía de oídas y de fotos. Desde mi experticia como 
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politóloga quise aportar al análisis de la política de mejoramiento barrial y urbano, a partir de una 
reflexión que consultara, no solo mi sensibilidad como habitante de esta ciudad, sino también el 
contexto político en el cual surge, partiendo de la sospecha de la citada ironía, y de la suspicacia 
que provoca, esta suerte de proyecto político siempre frustrado: la superación de la pobreza en el 
marco del capitalismo. 
En este sentido, afirmaré de entrada, que a través de la comprensión de la política de 
mejoramiento barrial y urbano, es posible entender por otra vía, cuál ha sido la lógica de 
configuración de este espacio urbano caótico como expresión del orden capitalista, y sin 
embargo, valorar la riqueza de este espacio construido por la práctica intensa de interacción 
social, en que el hábitat es, no solo un espacio físico, sino un sistema de entrecruzamientos, 
intercambios, encuentros, desencuentros, contactos, etc., en el contexto de lo cotidiano, para 
construir hábitat popular. 
Así pues tenemos, que cerca del 33% del suelo urbano en Bogotá ha sido construido hasta 
la actualidad, por los más pobres, desde la ilegalidad y precariedad, con lo cual se ha configurado 
en Bogotá, un orden espacial, claramente, segregado en el cual los pobres ocupan los lugares más 
complicados y riesgosos para el asentamiento humano, pero además ocupan mucho menos 
espacio del que ocupan las clases medias y altas, aun cuando los pobres y vulnerables no pobres 
de esta ciudad constituyen más del 50% de la población de la misma. 
De otra parte, las acciones de intervención en los hábitats construidos por los pobres han 
tenido matices políticos que consultan diversos enfoques. Entre estos, la integración de espacio y 
hábitat popular a la ciudad, bajo la perspectiva de hacer efectivo el derecho a la ciudad para 
quienes la habitan, y por esta vía otorgar un estatus de ciudadanía a sus habitantes. Sin embargo, 
las implicaciones de estas acciones de integración revelan a lo largo de este estudio, un interés 
por integrar el espacio de los pobres a los circuitos de la economía urbana, como clientes y 
productores de suelo urbano, suelo urbano que, finalmente, será mercancía disponible para el 
intercambio. 
Desde esta perspectiva, se han cuestionado las acciones de mejoramiento integral, y sus 
contenidos de transformación físico – espacial, y de promoción social, siempre que las Políticas 
Públicas en la ciudad del capital asumen un carácter y forma, en tanto normativizan, legalizan y 
legitiman. En las diferentes políticas de desarrollo urbano, en la Ciudad del capital, se encuentran 
dos tipos de tendencias discursivas complementarias, a saber: aquellas que abordan el lado de los 
excluidos del desarrollo por la necesidad de dar lugar a aquellos elementos injustificables del 
proceso y aquellas consecuencias del orden que afectan a las mayorías pobres de la parte sur del 
mundo. Frente a ello se plantean estrategias de cooperación y ayuda internacional que hacen 
contrapeso al influjo del capital internacional y las dinámicas de la inversión extranjera, a manera 
de justificación. La segunda tendencia es aquella que privilegia a la competitividad, la movilidad, 
la internacionalización de la economía, la gobernabilidad y la seguridad, que serían las 
encargadas de poner a la ciudad en el contexto global y como ápice del proceso de acumulación 
de capital. La relación de complementariedad de las dos tendencias, se explica en la posibilidad 
que tienen las primeras de justificar las fallas de las segundas. Como resultado de esto, las 
ciudades con estados reducidos y desmantelados, producen políticas públicas asistencialistas y 
focalizadas, a partir de lógicas de gestión y acción por proyectos que, a su vez, les permitirán 
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acceder a los recursos de cooperación y ayuda internacional, mediados por agendas 
internacionales y visiones de desarrollo para estas regiones del mundo. 
Así las cosas, ¿cómo se pueden pensar las alternativas planteadas desde la banca y las 
organizaciones internacionales, para enfrentar la pobreza urbana, si son alternativas de 
mejoramiento a condiciones gestadas en el seno de la lógica  del capital, que integra, innova, 
clasifica, procesa y mete en el juego a todos los agentes y factores, de modo que sean útiles al 
mismo juego de acumulación y potenciación de las rentas? 
Aquí se plantea la problematización del mejoramiento integral desde ésta perspectiva, con 
el propósito de develar cortinas de humo que se tienden alrededor de los problemas de la pobreza, 
la escasez y la necesidad, en sectores sociales que hoy en día resultan aglomerados en porciones 
de territorio urbano, con la intensión de reconocer los riesgos en los que se puede caer al optar sin 
mucha reflexión, por ciertas alternativas de mejoramiento.  
En este orden de ideas, se plantea como hipótesis que el mejoramiento barrial y urbano en 
Bogotá se ha configurado como una política para enfrentar las problemáticas de informalidad y 
pobreza urbana, que responde a (1) la reproducción de un modelo de ciudad que busca integrar y 
ordenar desde lo físico-espacial los factores productivos en torno a dinámicas de mercado,  (2) 
integrar y atender las demandas sociales producidas por ese modelo a través de lógicas de gestión 
y planificación participativa y democrática que refuerzan y justifican lo primero, y (3) a una 
estructura política y normativa de ordenamiento territorial que facilita la extracción de rentas a 
través la innovación y especulación sobre el suelo urbano. Estas tendencias han configurado la 
actual política de mejoramiento integral que introduce el POT (2004) en Bogotá. 
En esta perspectiva, la presente investigación se propone (1) realizar una presentación del 
contexto en que surgen los hábitats populares en América Latina y Colombia, y sus principales 
rasgos en tanto producto del desarrollo de la ciudad del capital; (2) explicar cuáles son los rasgos 
político-económicos esenciales que determinan la producción y reproducción del modelo de 
ciudad del capital como resultado de las relaciones de producción en el capitalismo global y su 
relación con la producción de hábitats populares; (3) presentar la trayectoria del mejoramiento 
barrial y urbano hasta su consolidación en el Programa de Mejoramiento Integral y su análisis a 
la luz de la hipótesis de investigación. 
Finalmente, dado el carácter de la apuesta metodológica partiremos de un enfoque 
interpretativo. A partir de él, y a la luz de nuestra hipótesis nos concentraremos en seguir la 
evolución de los diversos componentes que han dado forma al mejoramiento integral partiendo de 
sus trayectorias, de modo que logremos decantar los elementos útiles a nuestro análisis. Así pues, 
se proyecta la mirada sobre la política de mejoramiento, a lo largo de su trayectoria, como 
herramienta de intervención del hábitat popular, y empiezan a surgir ciertas pistas sobre cuál es la 
naturaleza de la intervención, sus componentes, sus objetivos y dinámica, lo cual, a su vez, para 
la década de los noventa, se complejiza en el marco normativo institucional de una planeación 
urbana avanzada, en la cual se tiene una mirada de planeación integral sobre la ciudad. En este 
esquema, quedan integrados esos elementos de la trayectoria del mejoramiento barrial y urbano, 
que derivará en mejoramiento integral en su actual forma de política.  
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En este punto, y siguiendo esas pistas que nos ayuden a develar la naturaleza integral del 
mejoramiento barrial en tanto discurso de política de hábitat compuesto, por un lado por una 
estrategia mercantil y, por otra, por un discurso justificativo, se plantean como categorías de 
estudio (a) el contexto político y el discurso que fundamenta cada una de las experiencias; (b) el 
actor internacional que sirve como difusor del discurso, a la vez que como agente reproductor que 
se asegura de que quede radicado en la institucionalidad local lo cual es muy evidente en el caso 
de la KfW que es agente articulador y promotor del actual programa de mejoramiento integral en 
Bogotá; y (c) los contenidos de cada experiencia, en tanto componentes de la intervención. En 
este punto se aprecia la importancia de los tres componentes ya explicados: el social, en cuya 
base encontramos el concepto de calidad de vida y el discurso de superación de la pobreza; el 
físico espacial, que apunta a la integración del hábitat popular al espacio urbano para los efectos 
de integración a los flujos económicos del mercado; y el institucional, que sirve como espacio de 
coordinación de agentes para la institucionalización y, consecuente, racionalización tecnocrática 
de la política en el marco de las herramientas de gestión y planificación del suelo, en el caso de 
Bogotá, tal y como se ha afirmado, anteriormente. 
Cabe aclarar, en relación con la metodología de esta investigación, que no es la intensión 
abordar el objeto de estudio desde el análisis del discurso aun cuando nos hemos referido al 
mejoramiento integral como un discurso de hábitat. Aquí se asume ésta afirmación, en tanto el 
mejoramiento integral es planteado en el seno de las políticas públicas de Hábitat en Bogotá, que 
institucionalizan la comprensión de lo urbano como espacio privilegiado de producción de lo 
humano que hace síntesis en la ciudad. Hábitat se interpreta aquí como discurso, en tanto ésta 
institucionalización entraña la indicación de una acción de significar y construir una realidad en 
su enunciado y, por tanto, es la manifestación de un conocimiento filosófico, antropológico, 
social, económico, que ha producido una transformación simbólica en el ámbito de lo político en 
tanto recrea la representación de lo que hemos entendido como el acto de habitar y lo vuelve 
política pública. 
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CAPÍTULO 1 – CONTEXTO Y PROBLEMÁTICA: 
URBANIZACIÓN E INFORMALIDAD 
La reflexión sobre las acciones y políticas de mejoramiento surtidas sobre ciertos sectores 
de la ciudad moderna capitalista, -que en este estudio llamaremos ciudad del capital-, parte de la 
comprensión de las problemáticas que se desatan por la evolución de la misma, particularmente, 
durante los últimos 250 años. Para el caso de Bogotá, basta con observar y experimentar como 
esta evolución ha derivado en la conformación de un espacio urbano y humano, caótico y denso, 
a la vez que injusto y segregado. Un espacio que por momentos se torna ingobernable y diverso, 
pero que sigue siendo generoso y rico. Hay que iniciar entonces, por ampliar la comprensión para 
reconocer que dicha evolución surge en un contexto global, y que sus causas y consecuencias 
parten y retroalimentan un proceso de ordenamiento del espacio global en el que el gobierno de 
lo humano y lo natural, a nivel planetario, tendrá como epicentro el espacio urbano, y en esta 
suerte de nuevo orden urbano global, Bogotá tendrá un lugar como ciudad del capital por 
excelencia en su contexto regional internacional. 
Por tanto, en este capítulo se parte por examinar los principales rasgos de la 
transformación de las ciudades de América Latina vivida a partir de la segunda mitad del siglo 
XX, y uno de sus principales rasgos, cual es la aparición de la ciudad informal y, con ella, la 
consolidación de una particular forma de segregación en el espacio urbano de las ciudades del 
capital. Esta realidad que surge, avanza y se naturaliza ante los ojos desatentos de quienes habitan 
la ciudad, ha estructurado gran parte de los territorios urbanos en esta región del mundo a partir 
de procesos de ocupación y planeación ilegal, pero consentida, generando la consecuente 
segregación de grandes sectores de población. La informalidad ha dejado entre ver la realidad de 
una ciudad multidimensional que vista a través de su historia reciente, se aprecia como producto 
de los reacomodamientos de las fuerzas productivas a nivel mundial y como formación social 
resultado del modo de producción capitalista. A continuación, se abordará el contexto de 
urbanización en la región, las características de la ciudad informal y la manifestación de la 
pobreza, que son comunes al surgimiento y conformación de la Bogotá moderna como ciudad del 
capital, y de este modo, se presenta el origen y contexto de las problemáticas objeto del 
mejoramiento urbano y barrial en esta ciudad. 
 
1.1. EL ASCENSO DE LAS CIUDADES EN AMÉRICA LATINA Y 
COLOMBIA 
Al iniciar el estudio de los rasgos de las ciudades modernas, aparece muy obvia la 
importancia de estas, en tanto escenario privilegiado del desarrollo de la sociedad moderna, a la 
vez que producto de ella. Y es preciso decirlo, porque hoy más del 50% de los seres humanos que 
habitan este planeta lo hacen en ciudades, con una tendencia creciente que alcanzará un 75% para 
mitad de este siglo (Giraldo, García, Ferrari & Bateman, 2009, p. 21), y aún más si se puede 
afirmar que de la mano del constante proceso de industrialización y consecuente urbanización, 
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vividos en los últimos dos siglos, la población humana en el mundo ha crecido hasta diez veces1, 
mucho más de lo que creció los veinte siglos anteriores de la era cristiana.  
En efecto, si bien en la antigüedad existieron ciudades sedes de imperios con grandes 
aglomeraciones y complejos sistemas sociales y económicos, es a partir de los procesos de 
industrialización, vividos en la Europa del siglo XVIII y más tarde en América del Norte, que 
cobra relevancia el proceso de urbanización. Es decir que, la necesidad de concentrar trabajo y 
capital en un mismo espacio productivo derivará en la conformación de grandes espacios urbanos 
que entre 1750 y 1950 pasarían de albergar el 10% de población, a cerca del 52% de la misma en 
dichas regiones del mundo (Giraldo, García, Ferrari & Bateman, 2009, p.57). De manera que, 
desde la ciudad protoindustrial del siglo XVIII hasta nuestros días, el fenómeno de irrupción de 
los grandes centros urbanos, ha sido un rasgo claro de la evolución de la sociedad capitalista 
moderna, que ordena la vida urbana en torno a las oportunidades de producción de rentas y 
generación de plusvalías. Por consiguiente, la ciudad se ordena en torno a la generación de las 
mejores condiciones para la producción del capital.  
Para el mundo colonizado de aquellos tiempos, el establecimiento de la división 
internacional del trabajo definió para las antiguas colonias la función de la provisión de materias 
primas para las nuevas manufacturas de los mercados emergentes del primer mundo. Esta 
circunstancia haría que la especialización de los países de la periferia en actividades agrícolas y 
de abastecimiento básico, impidiera el avance de actividades industriales y los excluyera del 
proceso de modernización vivido en el primer mundo para entonces (Golup, 2010, p. 3)2. Esta 
interdependencia de dominación unidireccional reconfiguró las economías y los espacios 
regionales en el tercer mundo pasando por encima de estructuras culturales tradicionales en las 
relaciones campo-ciudad, sin dejar evolucionar las prácticas protoindustriales.  
En este sentido, y desde el punto de vista de la evolución de las ciudades, se tiene que 
hasta principios del siglo XX, las regiones menos desarrolladas del mundo tendrían un nivel de 
urbanización incipiente, si se las compara con las regiones más desarrolladas (Tabla 1), y 
América Latina mantendría un ordenamiento espacial en torno a la producción agrícola y la 
minería, con incipientes desarrollos urbanos que hasta 1905 no superaban los 100.000 habitantes. 
Se puede afirmar que, en efecto hasta esta década, la urbanización se mantuvo relativamente baja 
                                                 
1
 Según Giraldo, García, Ferrari & Bateman (2009, p. 56), la población mundial crece al ritmo del crecimiento de las 
ciudades. A partir del año 1750, comienza la primera ola de urbanización en el mundo y con ella el mejoramiento de 
condiciones básicas de subsistencia que hicieron que las tasas de mortalidad descendieran y la expectativa de vida 
aumentara. En 1750 la población en el mundo era de aproximadamente 790 millones de personas. En la actualidad se 
estima que el mundo es habitado por más 7000 millones de personas. 
2
 A propósito, la descripción de la primera globalización de Marx: “(Las antiguas industrias) son reemplazadas por 
nuevas industrias… (que utilizan) materias primas provenientes de las regiones más remotas, y cuyos productos se 
consumen no sólo en el propio país, sino en todas partes del mundo. En lugar de las antiguas necesidades, 
satisfechas con los productos nacionales, surgen nuevas necesidades, que reclaman para su satisfacción productos 
de las regiones más lejanas y los climas más diversos. En lugar del antiguo aislamiento de las provincias y naciones 
que se bastaban a sí mismas, se desarrollan relaciones universales, una interdependencia universal de las naciones” 
Golup (2010, p. 2). 
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en el subcontinente, exceptuando algunas ciudades del cono sur (Buenos Aires y Montevideo son 
icónicas en este sentido)3. 
Sin embargo, a partir de los años cincuenta del siglo pasado, el proceso de urbanización 
en países en desarrollo, en especial, en Asia Oriental, Sud-Oriental y América Latina, sufriría un 
dramático ascenso, en un contexto en que los desequilibrios socio-económicos vigentes desde la 
colonia y el repentino cambio en la dinámica del mercado mundial, dieron paso a un panorama de 
crecimiento generalizado en las ciudades.  
Tabla 1 - Nivel de urbanización de grandes regiones del mundo 1925 – 2025 
 1925 1950 1975 2000 2025 
Total mundial 20,5 29,7 37,9 47 58 
Regiones más desarrolladas 40,1 54,9 70 76 82,3 
Regiones menos desarrolladas 9,3 17,8 26,8 39,9 53,5 
África 8 14,7 25,2 37,9 51,8 
América latina 25 41,4 61,2 75,3 82,2 
América del norte 53,8 63,9 73,8 77,2 83,3 
Asia 9,5 17,4 24,7 36,7 50,6 
Europa 37,9 52,4 67,3 74,8 81,3 
Oceanía 48,5 61,6 71,8 70,2 73,3 
Fuente: Lattes, 2003 - 2004, p. 77 
En efecto, y como se puede deducir de los datos presentados en la Tabla 1, América latina 
se convertiría en la región del mundo cuyas ciudades crecerían con mayor velocidad a lo largo 
del siglo XX, de modo que hoy cerca del 75% de la población de esta parte del mundo habita en 
ciudades, representando un nivel de urbanización solo superado por los países de América del 
Norte. En este sentido, para 1970, cerca de la mitad de los países de región contarían con un 
porcentaje superior al 50% de su población viviendo en grandes urbes. Progresivamente, en las 
décadas subsiguientes los demás países de región alcanzarán el mismo nivel de urbanización, 
constatándose para final de siglo XX e inicios del siglo XXI el ritmo más lento de urbanización 
de países centroamericanos como Costa Rica, El Salvador, Guatemala, y en el Caribe, Haití. 
En este contexto, Colombia alcanzará un nivel superior de urbanización a partir de 1970 
junto a países como Puerto Rico, Perú y Brasil, constatándose un ritmo mayor de crecimiento 
para las décadas de los años 50, 60 y 70 con tasas de crecimiento total promedio del 13%, que en 
las décadas posteriores decrecen en un ritmo cercano al 8% entre 1980 y 2010, proyectándose un 
ritmo promedio de crecimiento total cercano al 4% para 2020 (Tabla 2). 
                                                 
3
 Al analizar las tendencias de urbanización en América Latina y El Caribe por países se encuentran algunas 
particularidades que vale la pena referir. Para 1950 los que presentan procesos de urbanización por encima del 40%, 
son Cuba (49.3%) y México (42,50%), con procesos de más del 50% estaban Chile (58,30%) y Venezuela (53,20%); 
en tanto que los procesos más destacados eran Argentina (65,30%) y Uruguay (78,00%), estos últimos con una alta 
influencia migratoria europea producto de las dos guerras mundiales (Torres, 2007, p 3). 
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Tabla 2 – Nivel de urbanización países América Latina 1950 – 2025 
1950 1960 1970 1980 1990 2000 2010 2020 2025 
Uruguay 78,0 80,1 82,1 85,2 89,0 91,9 93,7 94,8 95,1 
Argentina 65,3 73,6 78,4 82,9 86,5 88,2 89,6 90,8 91,4 
Chile 58,4 67,8 75,2 81,2 83,3 85,8 88,2 89,8 90,5 
Venezuela 46,8 61,2 71,6 79,4 84,0 86,9 89,1 90,7 91,3 
Cuba 49,4 54,9 60,2 68,1 73,6 75,3 77,3 79,7 81,0 
México 42,7 50,8 59,0 66,3 72,5 74,4 76,6 79,2 80,6 
Colombia 42,1 49,1 56,6 62,6 68,7 75,0 79,6 82,8 83,9 
Puerto Rico  40,6 44,5 58,3 66,9 71,3 75,2 78,5 81,3 82,5 
Perú 35,5 46,3 57,4 64,6 68,9 72,8 76,3 79,3 80,7 
Brasil 36,5 45,6 56,5 66,8 74,8 81,2 86,0 88,9 89,8 
Panamá 35,8 41,3 47,7 50,5 53,7 56,2 59,6 64,0 66,3 
R. Dominicana 23,8 30,2 40,3 50,5 58,4 65,4 70,9 74,8 76,5 
Nicaragua 34,9 39,6 47,0 50,3 53,1 56,1 60,2 65,1 67,4 
Ecuador 28,3 34,4 39,5 47,0 55,1 63,0 67,3 71,4 73,3 
Bolivia 33,9 36,8 39,8 45,5 55,6 62,3 67,6 71,9 73,8 
Costa Rica 33,5 34,3 38,8 46,9 53,7 59,0 64,1 68,8 70,9 
Jamaica 26,7 33,8 41,5 46,8 51,5 56,1 61,0 65,9 68,2 
El Salvador 36,5 38,3 39,4 44,1 49,2 60,3 69,9 75,6 77,2 
Paraguay 34,5 35,6 37,1 41,7 48,7 56,0 62,3 67,3 69,5 
Honduras 17,6 22,8 28,9 34,9 41,8 52,7 61,2 66,7 68,9 
Guatemala 29,5 32,5 35,5 37,4 38,1 39,7 43,5 49,4 52,5 
Haití 12,2 15,6 19,7 23,7 29,5 35,7 42,3 48,8 51,9 
TOTAL 41,9 49,6 57,7 65,2 71,2 75,5 79,1 81,9 83,1 
Fuente: Lattes, 2003 -2004, p. 81 
Este proceso sería impulsado, de una parte, por el rápido crecimiento poblacional, a la 
vez, que por la masiva migración de población rural a las ciudades. En este sentido, según 
estimaciones de la Lattes (2003 – 2004, p. 78), la tasa de crecimiento poblacional medio anual en 
las ciudades de América Latina entre 1950 y 1975 sería del 4.2%, disminuyendo a 2,7% en el 
último cuarto del siglo XX, con lo cual esta región estaría por encima de la tasa mundial (2,9%, 
entre 1950 y 1975, y 2.5% entre 1975 y 2000), siendo solo superada por África con un 4,6% y 
4,2% en los mismos periodos. Se estima que el ritmo de crecimiento poblacional en las ciudades 
de la región decrecerá hasta un 1,6% en el primer cuarto de siglo XXI, frente a un 1,9% del 
mundo y un 3,4% de África. 
Para Colombia, el comportamiento de las tasa de crecimiento medio anual durante la 
segunda mitad del siglo XX, se enmarcaría en la tendencia regional, con promedios superiores a 
los totales de América Latina en los mismos periodos. Con lo anterior se puede constatar que, en 
general, el crecimiento de la población urbana ha sido mayor, que el de la población total de los 
países de la región y de Colombia (UEC, 2007, p. 14, Valladares & Coelho, 1995). 
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Tabla 3 – Tasa de crecimiento poblacional medio anual América Latina y Colombia 
 1950 - 1960 1960 - 1970 1970 - 1980 1980 - 1990 1990 - 2000 
América 
Latina 
Urbana 4,4 4,2 3,6 2,9 2,2 
Total 2,7 2,7 2,4 2,0 1,6 
Colombia Urbana 4,5 4,3 3,3 3,0 2,7 
Total 2,9 2,9 2,3 2,1 1,9 
Fuente: Lattes, 2003 -2004, p. 83 
Por otra parte, en relación con el crecimiento atribuible a la transferencia rural-urbana en 
América Latina, se estima  (Lattes, 2000, p. 52, 72) que esta representó para la década de los 
cincuenta un 46,4% del total del crecimiento poblacional urbano, decreciendo en la última década 
del siglo a un 38,4%. En total se estima que en la región, durante la segunda mitad del siglo XX, 
la transferencia rural-urbana contribuiría en un 42,9% al crecimiento de la población de las 
ciudades de la región. En Colombia este porcentaje se mantiene por debajo del de países como 
Ecuador, Brasil, Honduras, Haití y República Dominicana. Aun cuando la tendencia es alta 
durante la década de los 50, se deduce de la presentación del contexto de la región, que el 
crecimiento poblacional vegetativo tiene un importante peso en el crecimiento poblacional 
urbano en Colombia. 
Tabla 4 – Incremento poblacional urbano atribuible a transferencia rural-urbana 
  
1950 - 1960 1960-1970 1970-1980 1980-1990 1990-2000 Total 
Ecuador 48,2 39,0 46,7 48,3 50,5 46,5 
Brasil 49,7 51,6 49,9 42,8 34,5 45,7 
Colombia 50,5 37,6 36,6 33,0 30,8 37,7 
Perú 56,8 50,9 37,6 26,2 14,8 37,3 
Argentina 51,0 37,9 31,1 30,2 27,6 35,6 
Venezuela 56,9 39,4 43,2 22,1 13,7 35,1 
Bolivia 8,2 11,1 34,7 48,3 36,2 27,7 
Chile 41,3 33,6 30,2 11,8 16,3 26,6 
Paraguay -62,2 -14,4 37,0 45,7 42,2 9,7 
Uruguay 27,8 9,0 -42,2 25,9 24,2 8,9 
Honduras 53,3 48,3 44,1 45,5 51,7 48,6 
Costa Rica 23,3 26,1 35,1 35,8 42,9 32,6 
Panamá 36,6 36,6 23,0 25,3 20,4 28,4 
México 40,9 36,1 32,1 21,6 -7,9 24,6 
Nicaragua 31,5 39,8 17,7 1,0 10,3 20,1 
Guatemala 28,5 26,1 5,9 -10,9 8,8 11,7 
El Salvador 10,2 13,0 1,2 -52,2 16,0 -2,4 
Haití 62,6 58,5 52,6 61,1 50,1 57,0 
R. Dominicana 50,2 53,3 51,5 41,9 35,3 46,4 
Cuba 39,2 16,7 43,9 45,7 -5,4 28,0 
Jamaica 35,4 19,1 15,8 15,1 12,0 19,5 
Puerto Rico -85,1 52,2 47,6 21,2 36,3 14,4 
América Latina 46,4 45,8 42,3 41,6 38,4 42,9 
Fuente: Lattes, 2000, p. 72 
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Así las cosas, además del profundo y acelerado proceso de urbanización en América 
Latina y Colombia durante la segunda mitad del siglo XX, se puede constatar una significativa 
disminución de los índices de crecimiento demográfico urbano y total, con lo cual el crecimiento 
de las ciudades principales de la región se ha desacelerado y aparece un sistema de ciudades en el 
cual las ciudades de tamaño medio empiezan a cobrar importancia (Valladares & Prates, 1995, p. 
5). Con esto, las tendencias migratorias, que décadas atrás fueran marcadamente campo-ciudad, 
empiezan a dar lugar a un tránsito migratorio entre ciudades de tamaño medio en su calidad de 
centros regionales. En algunos países la tendencia macrocefálica en sus ciudades capital se 
mantendrá (Montevideo, Buenos Aires y México D.F), mientras que en países como como 
Ecuador (Quito y Guayaquil) y Brasil (Rio de Janeiro y Sâo Paulo) la concentración urbana 
tendrá una tendencia bicefálica con sistemas de ciudades en que, principalmente, dos ciudades se 
disputarán un lugar de preeminencia4.En el caso de Colombia, se puede afirmar que este sería el 
único país que en su proceso de urbanización de los últimos 60 años presenta un sistema de 
ciudades, relativamente, equilibrado, en el cual, Bogotá, como ciudad principal no supera una 
representatividad superior al 16,3%, en 2013 (según proyecciones del censo del DANE de 2005), 
y se encuentra, en el contexto nacional, acompañada de Medellín, Cali y Barranquilla como 
ciudades con cierto peso e importancia desde el punto de vista poblacional, económico y/o 
cultural (Tabla 5). 
Tabla 5 – Primacía urbana Colombia y ciudades de América Latina 
 
Censo 1951 Censo 1964 Censo 1973 Censo 1985 Censo 1993 Censo 2005 
Bogotá 5,7% 9,5% 12,4% 14,3% 14,9% 16,1% 
Medellín 2,8% 4,1% 5,1% 5,1% 4,7% 5,2% 
Cali 2,1% 3,5% 4,4% 4,8% 5,0% 4,8% 
Barranquilla 2,4% 2,8% 3,2% 3,2% 3,0% 2,6% 
América Latina 
 
1950 1960 1970 1980 1990 2000 
Buenos Aires 45,6% 48,6% 50,3% 49,3% 47,7% 45,8%. 
São Paulo 17,7% 17,6% 19,1% 21,0% 21,7% 21,8% 
La Paz 31,4% 31,8% 29,6% 28,4% 
Santiago5 28,7% 32,1% 35,5% 38,1% 39,4% 40,1% 
Lima 14,6% 22,7% 28,0% 30,5% 31,9% 
México D.F. 17,2% 19,4% 22,2% 24,5% 22,2% 22,3% 
Fuente: UEXCOL, 2007, p. 22 
                                                 
4 
 El concepto de preeminencia o primacía urbana refiere a una forma de ordenamiento territorial al interior de los 
países, según la cual, existen regiones o ciudades que ostentan poder económico, político y/o cultural, sobre el resto 
de las mismas. Esta forma de ordenamiento, generalmente, se expresa en la polarización del crecimiento poblacional 
y espacial de las regiones y/o ciudades que ostentan una posición de preeminencia. Desde el punto de vista 
estadístico, el índice de primacía urbana es un indicador que mide la capacidad de concentración de población de la 
ciudad principal del país o región según la cantidad de veces que la población de las tres ciudades o regiones 
siguientes del país, cabe en la población de la ciudad principal (UEXCOL, 2007, p. 21). 
5 Cifras correspondientes a la Zona Metropolitana de Santiago de Chile. 
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Ahora bien, y de otra parte, es importante mencionar que este proceso de urbanización cuya 
fuerza integradora a nivel global se consolida en el mundo a lo largo del siglo XX, tendrá sus 
particularidades en el contexto de América Latina, siempre, que además de ser un proceso tardío, 
-si se piensa en la primera ola de urbanización que se produce a partir de 1750 en Europa y 
América del Norte-, se producirá en un contexto de desbalance entre los actores del juego 
capitalista mundial, en que el tercer mundo ocupará un lugar instrumental y de rezago en la 
división internacional del trabajo, con lo cual la modernización se produce de un modo 
defectuoso e incompleto. En el contexto de este orden de acumulación mundial desigual, surge la 
necesidad de reequilibrar la oportunidad de renta y plusvalía, con base en la explotación de 
ciertas ventajas comparativas de la región tales como la riqueza de recursos naturales localizados 
que hicieron de América Latina el lugar privilegiado para la explotación minera y de extensos 
cultivos de víveres que se dirigían al mercado mundial. 
No obstante, tal vez sea la explotación de mano de obra barata en las ciudades, el 
principal mecanismo para garantizar un régimen de acumulación sostenible (Jaramillo, 1999, p. 
110 – 113). Estos regímenes de salarios bajos, junto al acelerado proceso de urbanización y 
debilidad de los estados en la regulación de las dinámicas del mercado, derivarán en un orden 
especial en las ciudades con un marcado rasgo de segregación, cual es la aparición de un tipo 
concreto de hábitat precario y deficitario al interior de las ciudades. Este patrón tradicional de 
segregación socioeconómica y espacial, en principio, estuvo caracterizado por la concentración 
espacial de sectores de población de altos y medios recursos, agrupados en una zona de la ciudad, 
que parte, generalmente, del vértice del centro histórico en una dirección específica hacia la 
periferia de la misma. Estas áreas contrastan con las zonas de asentamiento de las clases más 
pobres de la ciudad, mayoritariamente, en la periferia de la ciudad, desarticulada de los sistema 
de servicios de la misma, aun cuando estos sectores sociales también aparecen localizados en las 
zonas más deteriorados del centro de la ciudad. Y junto a las particularidades de la segregación 
espacial, y sus variaciones actuales relacionadas con la dinámica del mercado del suelo urbano, 
aparecen formas de segregación de orden étnico o racial que, generalmente, coinciden con los 
patrones de segregación de orden socioeconómico (Sabatini, 2006, p. 6). 
Hoy en día estas condiciones de pobreza y segregación latentes y manifiestas en las 
ciudades de la región, se profundizan gracias a la transformación económica, social y cultural 
generada por la aplicación de políticas neoliberales que dejan atrás los proyectos de 
industrialización –incipientes, por demás en la región-, para dar paso a sistemas de trabajo y 
producción anclados en el intercambio de servicios financieros y de información, que radicalizan 
las condiciones de pobreza de amplios sectores cuya cualificación para el trabajo en este contexto 
es bajísima o casi nula. Estas condiciones de trabajo desde la precariedad y la sobrevivencia de 
amplios sectores sociales agolpados en las ciudades, amplían las franjas de trabajo desde la 
informalidad no solo legal, sino también ilícita, con lo cual el escenario de las ciudades se ha 
convertido además en el perfecto caldo de cultivo para la violencia y la radicalización de los 
conflictos sociales. 
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Así pues, la evolución de la pobreza urbana6 en la región ha tenido un comportamiento 
creciente, de modo que, a finales del siglo XX, seis de cada diez pobres habitaban en zonas 
urbanas, con lo cual, América Latina sería la región del mundo en la cual el proceso de 
urbanización de la pobreza tuvo lugar de un modo más latente7 (Arriagada, 2000, p. 8). 
Tabla 6– Evolución de la pobreza urbana en América latina en millones de personas 1970 – 2010 
 
1970 1980 1990 2005 2010 
Población pobre 119.800 143.518 209.842 217.555 180.108 
Población urbana 
pobre 44.200 68.892 126.786 145.066 117.841 
Población rural 
pobre 75.600 73.665 83.007 72.555 62.289 
% Urbanización 
de la pobreza 36,9% 48,0% 60,4% 66,7% 65,4% 
Fuente: 1970, Arriagada, 2000, p 8; 1980, 1990, 2005 y 2010, CEPAL, 2013. 
 
Figura 1 – Urbanización, urbanización de la pobreza, y pobreza en América Latina 1980 – 2010 
 
Fuente: CEPAL, 2013. 
                                                 
6
 Los cálculos de pobreza aquí presentados corresponden a mediciones según línea de pobreza, es decir, según el 
cálculo de un ingreso mínimo en relación con la media de ingreso de toda la población. 
7
 En Asia y África, la pobreza durante el mismo periodo estaría concentrada en las zonas rurales (Arriagada, 2000, 
p.8). No obstante, si se tiene en cuenta que el concepto de pobreza es una elaboración planteada desde un criterio de 
carencia que conlleva a preguntarse “¿carente de qué?”, afirmar categóricamente que en América Latina la pobreza 
rural es más profunda y grave que la pobreza urbana, sería tanto como preguntarse cuáles son las carencias en uno u 
otro contexto para efectos de la subsistencia humana. Con esto se cuestiona el criterio de ingresos, común para la 
medición de la pobreza en el contexto internacional. 
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Según se deduce de los datos presentados en la Tabla 5 y Figura 1, al comparar el nivel de 
urbanización en general y de urbanización de la pobreza se encuentra que entre 1980 y 2010, la 
población de las ciudades crecería en un 19,8%, pasando de 65,2% en 1980 a un 79,5% en 2010 
del total de la población de América Latina. Mientras que en el caso de la urbanización de la 
pobreza, los pobres urbanos pasaron de representar en 1980 un 46,3%, a un 61,5% en 2010, con 
lo cual el crecimiento total durante este periodo sería de un 30,7%. De este modo, se puede 
observar que en el periodo de tiempo estudiado ha sido más rápido el ascenso del porcentaje de 
pobres en ciudades que el porcentaje de personas viviendo en las mismas. Igualmente, se observa 
que es mayor el fenómeno de urbanización durante la década de los ochenta, al igual, que será 
mucho mayor el crecimiento de la pobreza urbana, dada la influencia de la crisis económica de 
aquellos años. Con esto, se puede afirmar que, en términos absolutos, la mayoría de los pobres de 
la región se encuentran en las ciudades, aun cuando se ha logrado disminuir el índice de pobreza 
en las últimas dos décadas. La evolución de la pobreza en América Latina ha mostrado un 
ascenso, relativamente, proporcional al ascenso del proceso de urbanización, aun cuando se 
muestra, también, un sustancial descenso del porcentaje de pobres de la región.  
Para el caso de Colombia tenemos que el comportamiento de la distribución de la pobreza 
en áreas geográficas en la última década muestra, al igual que en la tendencia de América Latina, 
un porcentaje mayor de pobreza en zonas rurales (CEPAL, 2012a, p, 65). Sin embargo, y 
tomando estos porcentajes, en términos absolutos, se puede constatar, según datos presentados en 
la Tabla 7, que la cifra de pobres urbanos para 1999, casi triplica la correspondiente a los pobres 
rurales para el mismo año. Lo propio sucede para 2011, año en el cual el número de pobres 
urbanos duplicará el número de pobres rurales. Con esto, el país sostendrá un ritmo ascendente de 
urbanización de su población en general, y una cifra constante de urbanización de la pobreza 
durante la primera década del siglo, con una variación descendente de un dígito decimal, que 
ubica a Colombia con un nivel de urbanización de la pobreza de 69,8% para 2011, superior a la 
media de América Latina, en el año anterior, según datos presentados en la Figura 1, aun cuando 
el porcentaje de pobres desciende en términos relativos. 
Tabla 7– Pobreza en Colombia según área geográfica 1999 y 2011 (millones de personas y 
porcentaje sobre el total de población) 
 
1.999 2.011 
Pobres 22.571   17.087   
Pobres Urbanos 15.778 54,9% 11.930 34,2% 
Pobres Rurales 6.793 61,8% 5.156 46,2% 
Urbanización pobreza 69,9% 69,8% 
Urbanización 72,3% 75,8% 
% pobres 56,8% 37,1% 
Fuente: CEPAL, 2012a, p 65 y DANE8 
                                                 
8
 Proyecciones del Censo de 2005 del DANE, que pueden ser consultadas en 
http://www.dane.gov.co/index.php?option=com_content&view=article&id=238&Itemid=121. 
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Habiéndose ilustrado el contexto regional, se constata una dinámica de urbanización en 
los países de la región que ha sido común a Colombia, en la cual se configura el escenario de 
sociedades crecientemente urbanizadas, especialmente, durante la segunda mitad del siglo XX, 
tendencia que en las primeras décadas del siglo XXI. Esta urbanización de las sociedades 
latinoamericanas y Colombiana, ha venido acompañada del crecimiento de las condiciones de 
pobreza en las ciudades, que en términos absolutos, y dependiendo de las metodologías de 
medición, permiten vislumbrar lo que ha sido la conformación del espacio urbano en las 
principales ciudades de la región, segregado desde el punto de vista socioeconómico y espacial, 
que en adelante se caracterizará como la Ciudad Informal. Esta dinámica puede ser explicada por 
la trayectoria de procesos tales como una inmigración masiva y precarizada de zonas rurales, que 
en general, en la región decrece levemente a lo largo de la segunda mitad del siglo XX, y el 
empobrecimiento de esa población migrante que no logra articularse al sistema productivo de las 
ciudades, frente a clases que ascienden socialmente o que se desplazan de regiones periféricas. 
Según UEXCOL (2007, p. 41) en el caso de Colombia resulta igualmente, importante el 
comportamiento de la fecundidad que presenta mayores tasas en los hogares urbanos en 
condiciones de pobreza.  
En este contexto, surge la urgencia de diseñar intervenciones para el ordenamiento y 
mejoramiento de este espacio urbano emergente y sin precedentes en los países de la región, a 
través de acciones y políticas tanto para la consolidación de un espacio urbano como para la 
atención de las necesidades sociales de los sectores excluidos de desarrollo de las ciudades y que 
a fuerza de su propia necesidad construirían grandes porciones de ciudad. A continuación, se 
presentarán los principales enfoques de abordaje de las problemáticas de precariedad y pobreza 
creciente en las ciudades de América Latina, como paso necesario para la comprensión de lo que 
será el diseño de políticas de intervención y asimilación de la ciudad construida por los pobres. 
 
1.2. LA EMERGENCIA DE LA CIUDAD INFORMAL 
Así las cosas, a lo largo la segunda mitad del siglo XX, América Latina se enfrentaría a 
una transformación radical en sus formas sociales y económicas, ahora ancladas en grandes 
espacios urbanos, que crecieron desordenada y desproporcionadamente, en ausencia de un 
verdadero desarrollo económico y social en los mismos. En este contexto, uno de los principales 
cambios producidos en las ciudades latinoamericanas a partir de la masiva urbanización de las 
sociedades de esta región, es el producido por la proliferación de un espacio urbano precario 
construido desde la lógica de la necesidad de los pobres urbanos, y cuyo resultado fue la 
producción de un hábitat particular. 
A partir, de entonces diversas fueron las interpretaciones sobre lo que acontecía en 
relación con el desarrollo de la región, y en particular sobre la pobreza, desigualdad y 
segregación, crecientemente manifiestas en las ciudades. En este sentido, la proliferación de 
hábitats populares urbanos fue vista como consecuencia del proceso de industrialización que, por 
una parte, desactivó el sector rural y obligó a la migración hacia las ciudades, y por otra, no 
brindó alternativas de inserción laboral a los campesinos desempleados (Rodríguez, Riofrío & 
Welsh, 1971, p 101). Frente a esto, y con la generalización del modelo de ciudad industrial en la 
región, y el consecuente paradigma modernizador de las sociedades que habitan estas ciudades, 
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un primer acercamiento a las problemáticas de pobreza fue introducido por la Teoría de la 
Marginalidad, según la cual la pobreza sería consecuencia de la desadaptación “a-moderna” de 
los migrantes campesinos en la ciudad. Como resultado de esto el hábitat recreado por los nuevos 
pobres urbanos, sería un espacio urbano desordenado y anárquico, que los pone de espaldas al 
progreso ofrecido por la ciudad moderna. Ante esto, la alternativa sería procurar un espacio 
urbano organizado y moderno, para estos sectores sociales, con lo cual la erradicación de este 
tipo de asentamientos y los estilos de vida producidos en ellos tendrían éxito. 
Más adelante, esta visión del fenómeno de la ciudad de los pobres que se reproducía 
rápidamente en América Latina, es problematizada desde comprensiones de orden económico, 
social y/o cultural, según las cuales la explosión urbana en América Latina y sus consecuencias, 
está determinada por el proceso de acumulación capitalista, siendo para los teóricos 
dependentistas (Castells, Cardoso, Faletto) expresión de un orden de explotación de unas 
regiones sobre otras, que es posible traspolar del orden del capitalismo mundial, a las dinámicas 
internas de producción capitalista en los países. Desde este punto de vista, el proceso de 
urbanización no es producto del proceso deseable de modernización y progreso en el cual se 
supera el atraso, sino que es producto del orden de explotación y dependencia a que son 
sometidas ciertas regiones del mundo. Con esto la urbanización no sería vista como un estado 
deseable de evolución y bienestar de las sociedades modernas, sino como producto y 
consecuencia de la dinámica de acumulación capitalista, que impone condiciones de miseria y 
segregación a grandes sectores de población, profundizando la diferenciación social y espacial, y 
la concentración de factores productivos necesaria para la reproducción del capital industrial. En 
este sentido, la desadaptación funcional de sectores marginales al mercado urbano, se traduciría 
en la aparición de un “Ejercito Industrial de Reserva”, en tanto, la clase obrera sometida a la 
miseria, en la lectura centro-periferia propia del post-colonialismo del tercer mundo. Los autores 
marxistas (Singer, Kowarick, Oliveira, Pradilla) en su momento criticarían y radicalizarían esta 
visión, partiendo de una comprensión según la cual la totalidad de la forma urbana está 
determinada por las relaciones de producción capitalista y, con esto, la dependencia sería solo un 
rasgo más del proceso de urbanización, y la forma urbana segregada y pobre, sería una forma de 
organización social funcional al capital, producto de una ciudad capitalista que integra a los 
pobres a los circuitos de producción a partir de una franja de economía desrregulada: “la 
economía informal o popular”. 
Finalmente, la urbanización informal en América Latina ha sido abordada desde otro 
grupo de enfoques, que se caracterizarán en este trabajo como “integracionistas”, por coincidir en 
su interés por resaltar y reconocer el lugar de los hábitats populares en la producción de las 
ciudades en la región. En la década de los setenta esta visión se plasmará en los planteamientos 
de Turner9, para quien las alternativas de producción de vivienda para las clases de menores 
ingresos no pueden depender de su provisión por parte del Estado. La autoconstrucción como 
ejercicio de autonomía de los pobladores debe ser promovida por los Estados, con la 
participación activa del sector privado como proveedor y los pobladores como gestores del 
proceso. A la par de esto aparecen enfoques que insisten en la importancia de la incorporación de 
                                                 
9
 Planteamientos que pueden ser consultados en su texto del año 1977, “Vivienda, todo el poder para los usuarios: 
hacia la economía en la construcción del entorno”. 
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los sectores populares a la ciudad desde la legalización y regularización de la propiedad de los 
pobladores. Entre estos resaltan, los planteamientos de De Soto (2000), para quien la 
informalidad es una forma de desarrollo urbano, que debe ser legalizada, de modo que pueda ser 
parte del stock urbano y participar de los beneficios del mercado formal. Finalmente, estos 
enfoques serían recogidos por los planteamientos de la banca multilateral, para el caso de 
América Latina, por el Banco Interamericano de Desarrollo, para el cual se debe reconocer el 
aporte de los sectores populares en la construcción de las ciudades, y se debe propender por la 
incorporación de estos sectores a los circuitos de mercado urbano. A partir de este último 
enfoque, surgen los lineamientos para el diseño de políticas, programas y proyectos de 
mejoramiento barrial, urbano e integral en América Latina, como herramientas de superación de 
la pobreza. 
De manera que, la informalidad en el hábitat popular aparecerá en el marco de estos 
debates y análisis, de la mano del estudio de la economía informal o “economía negra” en las 
ciudades latinoamericanas, presentada como producto de las precarias condiciones de 
subsistencia que enfrentan las clases excluidas y desintegradas de los flujos productivos en la 
ciudad capitalista. Estos sectores entran a ocuparse de actividades del sector informal de la 
economía, entendidas estas como aquellas actividades “extralegales pero no ilícitas”, tal y como 
serían definidas por las corrientes neoliberales (Torres, 2009, p. 41). Este fenómeno de 
generalización de las fuentes de trabajo informal, de economía del rebusque, tan común en las 
ciudades del tercer mundo, está estrechamente relacionado con la producción de los hábitats 
populares cuyo rasgo primordial será la precariedad. De este modo, la informalidad en el hábitat, 
será uno de los rasgos de esas pobrezas urbanas que, en realidad, se constituyen en la base de los 
flujos de producción y sustento de los sistemas de producción urbanos. 
 
1.2.1. NATURALEZA DE LA INFORMALIDAD 
Desde el punto de vista morfológico y físico-espacial, el devenir de los procesos de 
urbanización masiva y precarización del hábitat urbano, se ha plasmado en el carácter dual de la 
ciudades latinoamericanas, que se expresa en la existencia de porciones de territorio formal y 
planificado –la ciudad formal-, junto a espacios desordenados y desprovistos de las condiciones 
básicas para la vida urbana, -la ciudad informal o auto-producida-. En este sentido, la ciudad 
informal, surge en contraste con el orden urbano de la ciudad formal que se conforma a partir de 
normas y reglas, formales y convencionales para la regulación de la interacción social, la 
convivencia, y la producción del hábitat urbano conforme a las expectativas que genera el mismo 
orden. Estas normas, pueden ser clasificadas de la siguiente manera (Duhau, 2003, p. 1): 
• Normas relacionadas con los derechos de propiedad, que derivan en la legalidad de la 
posesión y el derecho de domino sobre el inmueble. 
• Normas orientadas a la regulación de la apropiación del suelo y sus usos, es decir, normas de 
planeación, de construcción, de infraestructura y de equipamiento.  
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• Normas orientadas a la regulación de las prácticas urbanas u "orden reglamentario urbano", 
que refieren a las normas contenidas en códigos de policía, civismo, manuales de convivencia 
y/o comportamientos ciudadanos en la ciudad.  
Dichas normas destinadas a orientar la producción de la ciudad parten de regímenes de 
propiedad sobre el suelo, regulaciones al ejercicio de esta propiedad en la ciudad y el ejercicio de 
la ciudadanía. En este sentido, si hablamos de informalidad, estamos necesariamente hablando de 
espacios y prácticas urbanas producidos sin contemplar estas normas10. De la instauración de este 
orden legal dependen precisamente las medidas de control de la ciudad y la expansión urbana que 
se implementan en las ciudades, que frente a las problemáticas que estallan en la cara de sus 
planeadores y urbanistas, deben ser resueltas con medidas paliativas que permitan de cualquier 
forma integrar una ciudad y un proceso prácticamente imposibles de deshacer. En la ciudad 
moderna, el territorio urbano se organiza y se especializa, de modo que hasta los territorios 
segregados por la vía de informalidad de los excluidos deberán ser organizados y especializados, 
aun cuando su especialidad sea la pobreza.  
Y allí está la contradicción del orden urbanístico legal y la planificación y gestión 
urbanas, que dan testimonio de la conformación de segmentos de espacio urbano, cuyas reglas de 
mercado no se compadecen con las condiciones reales de capacidad de acceso a la vivienda de 
quienes más la demandan. La ciudad actual no sufre pues, de una ausencia de planificación, sino 
de una lógica perversa de coexistencia e interacción de procesos socio-económicos, planificación 
tecnocrática y prácticas políticas, que profundizan los modelos de exclusión en que una mayoría 
sin recursos para participar de los bienes y servicios producidos por la ciudad, particularmente el 
más preciado –la vivienda-, no logra beneficiarse de su derecho a la ciudad.  
Ahora bien, desde la lógica planificadora y ordenadora propia del espacio urbano informal 
se plantean divergencias y rupturas con los demás espacios de la ciudad. En este sentido, la 
producción de “lo público” en la ciudad entendido como la producción de esos bienes y servicios 
colectivos urbanos que son estandarte del imaginario modernizador que representa el proceso de 
urbanización en las sociedades capitalistas actuales, encuentra múltiples retos dadas las 
particularidades de esos hábitat auto-producidos, en los que, el interés por la generación de un 
espacio para la vivienda antecede toda lógica de urbanización, es decir, toda lógica de lo que 
significa vivir en la ciudad moderna: la irregularidad jurídica en la forma de acceso al suelo, el 
parcelamiento a destajo y bajo la lógica de amplificación del aprovechamiento del espacio y la 
renta del suelo por parte de los mercaderes u ocupantes de hecho, la precariedad en la forma de 
producción de la vivienda, el asentamiento en zonas de riesgo, la flexibilización del mercado 
laboral y el subempleo en el mercado informal, y la escasa disposición de espacios públicos en 
los asentamientos, son algunos de los rasgos de esos espacios informales en los cuales la 
diferenciación, segmentación y segregación socio-espacial se profundizan.  
                                                 
10
 A propósito de esto, la informalidad igualmente se presenta como un fenómeno de doble cara, es decir, como una 
alternativa no exclusiva de los sectores de bajos ingresos. Es posible que existan sectores de la sociedad que hagan 
caso omiso de la normatividad y no asuman los costos de la formalidad, aun pudiendo asumirlos, y a estas prácticas 
se les puede llamar informalidad voluntaria, (Torres, 2009, p 47). Este sería el caso recurrente de urbanistas o 
constructores que desconocen normas básicas de ordenamiento o usos del suelo al construir o disponer espacios, 
realizar cesiones al espacio público de la ciudad o legalizar el acceso a servicios públicos básicos. 
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Por ello, es común que la disposición de zonas de uso recreativo o comunitario, así como 
de los espacios de circulación, tanto vehicular como peatonal, sean limitadas por las condiciones 
topográficas y de disponibilidad del espacio público. La informalidad se traduce, igualmente, en 
las edificaciones esto es, que estas se desarrollan en su mayoría a partir de un saber empírico, 
ocupando todo el espacio disponible en la parcelación e incluyendo usos no habitacionales sin 
contemplar órdenes urbanos formales de usos del suelo, por ejemplo. En el origen de esos 
asentamientos, ha sido común encontrar en los espacios de vivienda, huertas y cría de animales 
como alternativas de adaptación de los espacios habitados a costumbres y usos propios de la vida 
rural, y que postergan el abandono de la tradición de la que provienen buena parte de los nuevos 
habitantes urbanos. Más adelante, encontramos usos también de la economía doméstica que 
tienen que ver con la integración de los espacios de vivienda a las dinámicas de oferta de 
servicios en los mercados urbano-barriales que asumen la tendencia de tercerización propia de la 
economía urbana, a través la instauración de un modelo de vivienda productiva. De modo que, 
los usos del suelo en los asentamientos son definidos en relación con su integración al sistema 
urbano, que dependerá de las necesidades de comercio y servicios y su proximidad con vías 
principales por las cuales empieza a conectarse el asentamiento con el flujo de medios de 
transporte de la ciudad, con lo cual en estos territorios aparecen dinámicas de centralidad local 
relacionadas con esos espacios.  
Y finalmente, las relaciones sociales de convivencia en la informalidad, dependen en 
muchos casos de la construcción pragmática de formas de apropiación e interacción en los 
espacios colectivos, que presentan en el seno de estas prácticas las contradicciones del orden de 
exclusión y precariedad vivido por estas comunidades. Las violencias del orden más estructural, 
surgen como expresión de una ciudad comprimida y frustrada, cuyas causas acalladas y 
absorbidas por la ideología urbana capitalista de la competencia y la rapiña, se tornan en la 
versión más reactiva y dañina de la convivencia humana. La violencia deja de ser pública o 
privada, por aparecer en uno u otro espacio, cuando las causas son comunes a un cúmulo de 
factores que hacen de la exclusión el lugar de la vulnerabilidad. El desorden deja de ser 
paisajístico o estético, para tornarse en una pauta de comportamiento, en una forma de ser a la 
defensiva, en una forma de ser en ciudad: “[…] allí están las transformaciones en el urbanismo 
(amurallamiento de la ciudad, nuevas formas de segregación residencial), en los comportamientos 
de la población (angustia, desamparo), en la interacción social (reducción de la ciudadanía, 
nuevas formas de socialización) y en la militarización de las ciudades; amén de la reducción de la 
calidad de vida de la población.” (Carrión, 1993, p. 13).  
En los asentamientos de origen informal, barrios pobres, favelas, barriadas, y demás, es 
común que diversos actores, entre ellos, la delincuencia organizada, desafíen el orden público 
defendido por las autoridades policivas, y sean en muchos casos actores ilegales quienes ordenen 
las dinámicas de convivencia en el territorio. De allí que, generalmente el hecho de habitar en un 
barrio pobre en una ciudad latinoamericana, comúnmente se convierta en estigma de delincuencia 
y peligrosidad. Ese tipo de aproximaciones cuestionan el orden de diferenciación y segmentación 
tradicional de las ciudades latinoamericanas, si se piensa, por ejemplo, en lo que Sabatini (2006, 
p. 7) ha denominado como nueva pobreza, concepto que plantea una dimensión subjetiva de la 
segregación socio-espacial, en la cual es determinante la estigmatización territorial reforzada por 
una creencia de peligrosidad, por ejemplo, y que en muchos casos deriva en la conformación de 
espacios diferenciados y marginados, al estilo de ghettos. 
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1.2.2. EL MERCADO Y LA CIUDAD INFORMAL 
Para comenzar, se partirá por afirmar que la ciudad moderna puede ser definida como 
ciudad del capital en tanto el mercado es el principal mecanismo de coordinación para la 
producción de espacio urbano. En este sentido, y partiendo de la idea de hábitat como campo 
relacional complejo, habría que estar abierto a complejizar el papel del mercado en la producción 
de hábitat popular en las ciudades, además de considerar las diversas lógicas y factores que hacen 
parte y definen el contenido de las relaciones económicas en el mismo. En este punto se ha 
considerado importante, comenzar por retomar a Abramo siempre que para este autor la lógica 
del mercado juega con diversos factores de orden subjetivo y complejo, más que en la lógica del 
orden instaurado por la mano invisible del mercado11 (2006, p 1). A partir de esto se afirma que 
la producción de hábitat popular entraña, entre múltiples dimensiones, la dimensión en la cual se 
articulan de la lógica de coordinación del mercado y la lógica de coordinación de la necesidad 
propia de la pobreza (Abramo, 2012, p 36). 
En este sentido, se puede afirmar que la informalidad en el hábitat hace referencia, entre 
otros factores, a la irregularidad jurídica en la propiedad. Esta característica es consecuencia de 
una carencia de recursos que permiten a los sectores más pobres, cubrir los precios del mercado 
formal del suelo y la vivienda, con lo cual la alternativa ha sido optar por tierras de menor precio, 
aun cuando se trate de suelo adquirido de modo ilegal. Por supuesto, esta dinámica de los agentes 
del mercado ilegal no es solo producto de las dinámicas de la demanda de suelo y las 
consecuentes respuestas del mercado, sino de la incapacidad, indiferencia y, en algunos casos, 
connivencia de los Estados ante estas realidades y las condiciones socio-económicas prácticas y 
de ingreso en que estos procesos se han presentado. A propósito, lo planteado por Abramo (2012, 
p. 36) en relación con la naturaleza del mercado en la producción de hábitat popular en las 
                                                 
11
 De allí parte la visión heterodoxa con la cual Abramo enriquece el debate sobre la dinámica del mercado del suelo 
urbano, controvirtiendo la lógica de racionalidad paramétrica propia del pensamiento neoclásico económico. Esta 
racionalidad tiene por rasgos la existencia de información perfecta y completa, según la cual un individuo toma sus 
decisiones de modo independiente y racional, considerando como criterios paramétricos los recursos disponibles, las 
preferencias y los precios actuales. En este contexto, la decisión buscará racionalidad en tanto eficiencia 
maximizando los logros en relación con la utilización de los recursos disponibles (Abramo, 2006, p.1 – 4). En este 
sentido, resulta sugestiva la explicación de Abramo quien muestra la complejidad de la toma de decisiones y de la 
coordinación en el mercado del suelo urbano, desde un ambiente de incertidumbre, es decir, en el cual el agente se 
encuentra en incapacidad de prever eventos futuros. En este contexto, la coordinación de los agentes será muy 
complicada, por lo cual el individuo tendrá que realizar anticipaciones, sobre las decisiones de los demás y las 
consecuencias de su propia decisión. La decisión sobre el mejor lugar para invertir en la ciudad estará entonces sujeta 
a una dinámica futura e incierta de coordinación de otros individuos, con lo cual la racionalidad estratégica del 
agente enfrentará el reto de poner límites a la incertidumbre radical que se vive en el contexto del mercado de modo 
que las anticipaciones puedan realizarse con mayor seguridad. Frente a esto, Abramo plantea dos tipos de acción: 1) 
la del agente que teniendo en cuenta la urgencia de anticipación en función de la coordinación necesaria para entrar 
al juego del mercado, imita la decisión de otros en una suerte de racionalidad mimética, con lo cual el agente, confía 
en la decisión anticipada realizada por otros agentes que considera mejor informados o mejor preparados en el juego; 
y 2) el agente irrumpe en el orden urbano y con un efecto de innovación (patrón de diferenciación espacial) generado 
a través de una convención urbana (creencia) y se facilita el proceso de la destrucción-creativa de los stocks 
inmobiliarios, para con ello generar ganancias extraordinarias por la anticipación realizada, lo cual no es otra cosa 
que especular sobre el valor el suelo (emprendedor shumpeteriano). 
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ciudades, se ha considerado importante, retomar al autor desde un planteamiento central, a saber: 
la  producción de hábitat popular entraña, entre múltiples dimensiones, la dimensión en la cual se 
articulan la lógica de coordinación del mercado y la lógica de la necesidad propia de la pobreza. 
En relación con la lógica de la necesidad, se puede afirmar siguiendo al autor, que aparece en el 
contexto del orden socio-económico de la ciudad fordista excluyente y segregado, propio de 
América Latina desde tiempos de la colonia. Los rasgos de esa exclusión impuesta a los sectores 
más bajos de la estructura social, da paso al “[...] surgimiento de acciones urbanas colectivas o 
individuales de ocupación de suelo (organizadas y/o espontáneas), movidas por la lógica de la 
necesidad de acceso a la vida urbana […]; o, en términos de Agamben […], se trataría de un 
movimiento de reafirmación de la vida en relación al derecho, que no incorporaba la vida en el 
derecho” (Abramo, 2012, p. 38). 
Por tanto, la dinámica del mercado del suelo en las ciudades de América Latina, implica 
una estrecha relación entre los movimientos del mercado formal y el informal, el primero de 
ellos, caracterizado por una arraigada naturaleza especulativa y, escasamente, regulada, y el 
segundo, caracterizado por surgir de la lógica de necesidad de los más pobres. En efecto, siendo 
el mercado el principal mecanismo para ordenar la producción y acceso al suelo urbano en las 
ciudades del capital, se entiende la incapacidad de significativos sectores sociales para acceder a 
él, siempre que este depende de una dinámica de oferta de productos disponibles solo para una 
demanda solvente, en un orden que depende de la capacidad de generación de rentas que los 
agentes productores quieran obtener. En este esquema, el peso que, el submercado de suelo 
urbano y vivienda para las clases más pobres pueda tener, es bastante relativo, y en la mayoría de 
los casos depende del tipo de tierra ofertada, el precio, el financiamiento y la calidad de los 
agentes que dinamicen este submercado. Por tanto, en el mercado de suelo urbano, atado a los 
ciclos y funcionamiento de la economía en general, los agentes realizan sus inversiones en 
atención, primordialmente, a su capacidad de obtener nuevas rentas, y las acciones de manejo del 
suelo en las ciudades se orientarán a la producción de bienes mercadeables a buenos precios, más 
que una lógica de equidad en el acceso al suelo (Clichevsky, 2000, p 23 – 24). En este contexto, 
la acción del Estado se limitará a una escasa regulación y a una tarea de facilitación del desarrollo 
estratégico de suelo urbano en diversas zonas de la ciudad, en favor de agente constructor y 
comercializador del mismo. 
Frente a lo anterior, la producción de suelo urbano a través del mercado informal, ofrece 
bienes con precios muy accesibles y con esquemas de financiamiento flexibles. En América 
Latina, los agentes de este mercado han sido múltiples y entre ellos destacan propietarios 
originales del suelo rural o urbano, urbanizadores clandestinos, políticos, entidades cooperativas 
de vivienda, ONG´s, asociaciones formales e informales de vecinos y la misma iglesia. 
Actualmente, en Colombia, por ejemplo, los grupos ilegales dinamizan el desplazamiento forzado 
de grupos de campesinos y pobladores de regiones rurales hacia ciudades como Villavicencio, 
obligando también el establecimiento de estos grupos y comunidades en territorios de expansión 
urbana de la ciudad. Posteriormente, los actos de legalización de estos asentamientos son 
gestionados ante las autoridades locales, aun cuando la titulación de los predios se realiza en 
favor de los integrantes de estos grupos armados ilegales, quienes como propietarios más 
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adelante arriendan estas viviendas a los mismos desplazados y nuevos pobladores12. Con esto, las 
prácticas ilegales e informales para la producción de suelo urbano, son del más variado tipo, aun 
cuando involucran en algún paso del proceso de incorporación y legalización, una intervención 
del Estado mediada por el clientelismo político y electoral, y al tráfico de componendas a los 
funcionarios encargados de los trámites de control sobre uso del suelo y las aplicación de normas 
urbanas, en general. Esta nula transparencia en el mercado informal de suelo se traduce en 
acciones surtidas a costa de la sustentabilidad y las condiciones ambientales de las ciudades, bajo 
la lógica de aprovechamiento a ultranza del suelo para la generación de rentas, y sacando 
provecho de la necesidad de los más vulnerables en las ciudades (Clichevsky, 2000, p. 28). 
En suma, estas lógicas serían el elemento impulsor de los procesos de ocupación popular 
de tierra urbana a lo largo del siglo XX en las diferentes ciudades de América Latina, con 
diferentes magnitudes y matices, pero como rasgo común y presente en las ciudades de la región 
que crecieron con un ritmo acelerado durante el siglo pasado. Dicho esto, podemos definir, la 
estructura del mercado informal de tierras, como un campo compuesto a partir de los 
submercados generados por principales dinámicas en la trayectoria de consolidación de los 
mismos. Así, tenemos: 
• Submercado de loteos, que se puede afirmar está en la base del proceso de ocupación, 
identificable desde sus rasgos de clandestinidad y/o irregularidad. Desde su origen el mercado 
del bien suelo parte de una estructura oligopólica en que la posición dominante del mercader 
define la formación de los precios y las dinámicas negociables. En este sentido, la demanda 
de suelo en el contexto de precariedad, se adapta con mayor facilidad la flexibilidad del ajuste 
de los productos ofertados a la vez que ofrece formas de financiamiento informal directa con 
el agente informal. En el marco de este tipo de mercado, en todo caso existen unas lógicas 
adicionales en la formación de los precios que hablan muy bien de la relación que tendrá el 
futuro asentamiento con la ciudad, a saber, la relación de ubicación, accesibilidad y 
centralidad del lugar, y la posibilidad de anticipación del agente mercader en relación a la 
eventual provisión de servicios públicos por parte de la ciudad a través del proceso de 
regularización del asentamiento. En este orden, la vivienda se adapta, no solo a las 
limitaciones de conocimiento y recursos en la construcción, si no a las demandas de espacio 
que se ciernen sobre la misma. De este modo, el poblador construirá su vivienda a la medida 
de sus necesidades y recursos disponibles sin estar sujeto a la restricción legal urbanística. 
• Submercado de Asentamientos Populares Informales consolidados.  Tiene como base el 
espacio urbano conformado tras el proceso de ocupación del mismo, que en relación con la 
demanda sigue comportando una serie de externalidades endógenas y exógenas que 
mantendrán los flujos al interior del campo, siempre activos. La primera de esas 
externalidades referida por Abramo (2012, p 50), es la libertad urbanística y constructiva que 
permite al comprador ejercer el derecho al uso y usufructo del suelo sin restricciones legales, 
por ejemplo, dándole un uso más intensivo y creativo en la lógica de las necesidades. En otro 
                                                 
12
 Este tipo de relatos es común entre los pobladores de zonas de la ciudad como Ciudad Porfía, asentamiento 
representativo de los barrios pobres de la ciudad, en donde se puede encontrar familias enteras de pobladores que han 
sido desplazados y durante sus años de estancia en la ciudad, han sido arrendatarios, de diversos agentes legales e 
ilegales dentro del asentamiento. 
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plano, el asentamiento popular representa una trama de relaciones y redes sociales de cercanía 
en las cuales la solidaridad y el intercambio mediado por la confianza y lealtad tienen lugar, 
con lo cual se genera una externalidad de tipo comunitario que puede ser definitiva en las 
decisiones de localización y habitación, si se piensa en las condiciones de marginalidad y 
precariedad de los primeros tiempos del asentamiento, baste recordar esas relaciones de 
vecindad en las que la casa ha sido construida a fuerza de esas solidaridades y que es común 
en los relatos de los pobladores de estos asentamientos.  
Una vez se surte esa etapa originaria de la ocupación, aparece entre otros factores, la 
diversificación de los usos del suelo –el comercial, junto al residencial—,  y otras dinámicas de 
usufructo de la propiedad. En este sentido, ya se ha visto como el submercado de asentamientos 
tiene una etapa de comercialización de suelo, a la cual sucede muy rápidamente, la aparición del 
alquiler como submercado adicional, reflejo de la intensificación del uso del suelo por 
redensificación poblacional y por la gradual consolidación fisio-espacial. El incremento de este 
tipo de demanda viene dado en las ciudades de América Latina, por un lado, como consecuencia 
misma de la necesidad de acceder al suelo urbano en un contexto de precarización del mercado 
de trabajo, y la imposibilidad de hacerlo a través del mercado formal dada su estructura de 
precios y la limitación del recurso disponible para compra. Por otra parte, la oferta se produce 
como consecuencia de la conversión de los espacios familiares, que reduce el indicador de 
habitabilidad en función de la percepción de recursos por vía del usufructo del inmueble. 
Según el estudio presentado por Parias & Abramo (2009, p.311) el mercado de alquiler 
representó durante para el periodo 2000 – 2004, en Bogotá un 61% de las transacciones 
realizadas en el submercado de asentamientos, mientras que en Lima fue del 44% y en Rio de 
Janeiro del 20%. Bogotá solo fue superada por Caracas con un 70%. Y en efecto, como lo 
presentan los autores, el mercado de alquiler cobra relevancia con el proceso de consolidación del 
asentamiento, de modo que en las décadas de los cincuenta y sesenta del siglo pasado, periodo en 
que el fenómeno de urbanización masiva en América Latina inició, el mercado de alquiler era 
propio de las zonas centrales de las ciudades en la modalidad de inquilinatos. Una vez surtido el 
proceso de consolidación de asentamientos, y en los últimos 30 años el submercado de alquiler 
aparece fuertemente en los asentamientos populares de las zonas periféricas, como es el caso 
ilustrado por los autores en la ciudad de Bogotá. 
En esto orden de explicación, el autor en su trabajo sobre la Ciudad Com-fusa”, (Abramo, 
2012) describe como la compactación y difusión13 del espacio urbano, son dos funciones propias 
                                                 
13 Este concepto es introducido por Abramo para significar un fenómeno propio de las ciudades de América Latina 
según el cual compactación y difusión, son procesos circulares que se producen por fuerza de la dinámica misma de 
producción de suelo urbano tanto en la ciudad formal, como en la informal. La ciudad compacta es la ciudad propia 
del “modelo mediterráneo” o “continental” Europeo, con una estructura urbana “compacta” y un uso del suelo 
intensivo. La ciudad difusa propia del “modelo anglosajón” es una ciudad con uso del suelo extensivo y baja 
densidad predial y residencial. No obstante, haber acogido el valor explicativo del concepto del autor, es importante 
matizar la utilización del mismo traído al contexto de las ciudades latinoamericanas siempre que las ciudades 
construidas bajo un modelo difuso en países desarrollados conforman espacios urbanos que por mucho superan en 
extensión a las ciudades de América Latina. El modelo difuso explicaría el diseño deliberado de ciudades cuya área 
metropolitana puede superar una extensión diametral de 200 kilómetros, como Tokio o Londres y cuyos servicios de 
transporte público intercomunican los diferentes sectores de la ciudad rápida y eficientemente. En este sentido, el 
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del mercado del suelo visto desde esta perspectiva, y esto es bien ejemplificado por el mercado 
informal urbano, en el cual la ocupación generada por el proceso de loteo y la conversión del 
suelo en urbano, generan un efecto difuso sobre el suelo que, posteriormente, decantará en la 
consolidación del mismo espacio cuya naturaleza en adelante será compacta y densa. Como ya se 
ha afirmado, frente a las condiciones de desigualdad en la distribución de la renta y la 
incapacidad del poder público en promover oferta masiva de vivienda, este mercado cobra un 
altísimo dinamismo, por lo altamente atractivo que es para los sectores populares dadas las 
externalidades de libertad urbanística y comunitaria, además de la rentabilidad mercantil 
producida en las transacciones de compra-venta y alquiler informales. 
En relación con el suelo informal, la indagación de Abramo (2012) revela como rasgo 
propio de la producción de ciudad com-fusa, la precarización del hábitat y la producción de 
hábitat popular en tanto: 
− La ampliación y difusión del territorio informal genera costos por el transporte creciente a los 
pobladores afectando la calidad de vida de los mismos; 
− El subsecuente proceso de consolidación y compactación conlleva un aumento de la densidad 
y verticalización con lo cual los indicadores de habitabilidad se afectarán negativamente, y se 
producirá una precarización del hábitat; 
− La lógica difusa de extensión de la ciudad impone costos adicionales de desplazamiento ya 
que el lugar de residencia es cada vez más alejado de las centralidades del mercado de 
trabajo, con lo cual, ese poblador deberá retornar hacia la centralidad a través del mercado 
informal en áreas consolidadas bien sea por compra o por alquiler.  
− La oferta de bienes en el mercado de asentamientos consolidados tiene un límite por su 
relativa rigidez, y ante este desequilibrio los precios tienden a elevarse, con lo cual, es posible 
que se genere un efecto de desplazamiento según el cual, habrán más familias dispuestas a 
vender sus inmuebles en áreas consolidadas para efectos de recibir una creciente 
capitalización, y proceder a adquirir otro inmueble en zonas con grados de consolidación 
inferior en las cuales edificar su vivienda en condiciones de mejor habitabilidad, con lo cual 
se reinicia el ciclo de la informalidad. 
La demanda por un tipo de submercado promueve la demanda por el otro, circularmente, 
con lo cual se produce una estructura urbana informal compacta en las áreas consolidadas, y 
difusa en la periferia. En este orden de ideas, la precarización del hábitat popular y la ampliación 
de la mancha urbana por vía de nuevas ocupaciones se mantienen latentes, a la vez que se 
produce una distribución regresiva de la riqueza obtenida por el proceso de valorización. 
                                                                                                                                                              
modelo de ciudad “com-fusa” de Abramo hace referencia a un fenómeno de conformación de espacio urbano extenso 
y espontáneo, cuyo origen y dinámica no puede ser completamente equiparado al de las ciudades difusas del primer 
mundo. 
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CONCLUSIONES 
El fenómeno de transformación del espacio urbano en el mundo surge de la mano con el 
proceso de industrialización y la necesidad de ordenar factores de producción en un mismo 
espacio. En Europa y América del Norte, este proceso tendrá lugar durante la segunda mitad del 
Siglo XVIII, de modo que para mitad del siglo XX, las sociedades de estas regiones ya habían 
superado un el 50% de aglomeración de sus poblaciones en sus principales ciudades. 
Este proceso, se presentaría tardío para en el tercer mundo, dado el rezago e incipiente 
desarrollo de la industrialización y el lugar ocupado por estos países en la división internacional 
del trabajo, derivaría en la explosión de un espacio urbano, en menos de medio siglo alcanzaría 
un nivel similar de urbanización al alcanzado por los países del mundo desarrollado para inicio 
del siglo XXI, siendo América Latina el lugar del mundo en el que este proceso tendría lugar de 
un modo más acelerado y profundo, y en el cual se verifica la una tendencia de crecimiento en 
que la población en las ciudades crece a un ritmo mayor del que lo hace la población en general 
de los países. Colombia y sus ciudades estarían enmarcados en este contexto regional con una 
tendencia común que tiene un comportamiento en sus tasas de crecimiento superior al de la media 
de la región. Las dinámicas que determinan este proceso de explosión urbana en su momento, 
tienen que ver con un desplazamiento originario del campo hacia la ciudad, de grandes sectores 
de población, y con un crecimiento vegetativo alto una vez consolidados estos sectores en el 
espacio urbano. Estos flujos y dinámicas, más adelante han dado paso a procesos migratorios 
entre ciudades medias y ciudades principales, que junto a las tasas de crecimiento poblacional, 
sostendrán un proceso de crecimiento urbano desacelerado pero aun en aumento. 
Ahora bien, junto al proceso de urbanización, la aparición de grandes sectores 
poblacionales pobres en un espacio urbano precario e informal, sería uno de los principales 
rasgos del mismo proceso, rasgo que será determinante en la definición de políticas y acciones de 
intervención sobre el mismo, bien desde un enfoque urbanístico de asimilación del espacio 
urbano construido informalmente, o bien desde acciones de asistencia social para el 
mejoramiento de condiciones de vida de los habitantes más pobres de las ciudades. En este 
sentido se ha constatado como a la par de un creciente proceso de urbanización en la región y 
Colombia, se evidencia un aumento del número de pobres urbanos respecto al número total de 
pobres en los países, y aun cuando las tasas de pobreza tienden a decrecer levemente en las 
última década. 
Desatado este proceso de urbanización en América Latina, el principal enfoque para el 
abordaje de la realidad de estas grandes porciones de ciudad construida por los pobres, será 
definido por la construcción de un imaginario de una/otra ciudad, la ciudad marginal y precaria 
cuya naturaleza de informal, será dada por la ausencia de regularidad y de normalidad normativa 
y de condiciones óptimas para su habitabilidad. En principio, la visión progresista y desarrollista 
acarreará un enfoque en que la a-normalidad de la ciudad informal será vista como un fenómeno 
a erradicar bajo el paradigma modernizador de la ciudad. La lectura de esta realidad como 
consecuencia de un orden desigual en que la dependencia y el lugar ocupado por los países de 
América Latina en el orden económico internacional, deriva en las condiciones de segregación y 
exacerbación de la pobreza en las ciudades, aparecería para explicar la aparición deliberada de 
estos grandes sectores sociales, que construirían ciudad y economía a partir de estas dinámicas 
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desrreguladas que ancladas a la economía informal que, por tanto, darían “forma” a la ciudad 
informal. Frente a la dimensión y dinámica del proceso de urbanización y proliferación de la 
informalidad urbana, la integración del mismo se convertirá en alternativa de asimilación, no solo 
a la estructura del espacio urbano regularizado, sino a los circuitos de producción de rentas del 
suelo urbano.  
En este sentido, desde su génesis, se evidencia en la dinámica de construcción de la 
ciudad informal, la existencia de particulares flujos de economía en relación con la producción de 
un tipo de suelo urbano que nace en la ocupación espontánea y la ilegalidad, y que se mueve 
entre la lógica del mercado y la lógica de las necesidades de asentamiento y subsistencia de las 
clases pobres de las ciudades. Bajo el enfoque de integración de la informalidad la incorporación 
y legalización de asentamientos informales en las ciudades servirá, a su vez, como factor 
impulsor de los procesos de ocupación, y con ello servirá a la consolidación de un espacio 
urbano, a la vez, que a la conformación de dinámicas particulares de un mercado del suelo, que se 
adapta a las necesidades y posibilidades del poblador urbano pobre. 
Así la cosas, se plantea hasta aquí la existencia del contexto de la problemática de 
surgimiento de la ciudad informal, en lo que tiene que ver con sus matices sociales, económicos y 
normativos, y se empieza a develar la naturaleza de la intervención sobre este tipo de espacio 
urbano, en tanto la regularización y legalización sirven no sólo a la normalización e 
incorporación de extensos de sectores de población a la ciudadanía urbana, sino a la producción 
de un tipo específico de mercado que produce nuevos bienes en el sistema económico a partir de 
la producción de suelo urbano. 
En este estudio, la dinámica derivada de la producción de suelo urbano por esta vía, tiene 
una especial centralidad en el tipo de intervención de mejoramiento sobre el espacio urbano 
informal, por tanto, constantemente se plantea la urgencia de detener el proceso de expansión de 
la mancha urbana, no sólo por la precariedad del espacio urbano producido, sino por la protección 
de espacios ambientalmente vulnerables, y la ocupación de suelo cuya habitabilidad no es apta y 
pone en peligro la subsistencia de quienes se asientan en él. La espontaneidad y lógica de proceso 
de producción de espacio urbano por la vía informal, hacen evidente como la lógica del mercado 
de producción de suelo y rentas urbanas, decantan en un proceso constante de producción de 
suelo que genera tensiones expansivas sobre zonas que no necesariamente son aptas para su 
habitabilidad, poniendo la lógica del mercado por encima de la protección ambiental y de la 
propia vida humana. Se debe hacer especial hincapié en este punto al momento de pensar en una 
política de mejoramiento, siempre que desde una perspectiva preventiva, la contención de la 
informalidad debe ser la primera acción, so pena de llegar a la conclusión de que las políticas en 
esta materia son siempre funcionales a la reproducción de las condiciones de informalidad en la 
producción de suelo urbano. 
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CAPÍTULO 2 - LA CONFIGURACIÓN DEL LUGAR: LA 
CIUDAD DEL CAPITAL 
Diversos autores plantean actualmente la aparición de un discurso omnicomprensivo del 
mundo que se instala como estatuto de verdad en todos los ámbitos:  
“Considerada de forma más amplia, la globalización es concebida como «la comprensión del 
mundo y la intensificación de la conciencia del mundo como un todo»(..), lo que acarrea consigo 
la profundización y la ampliación de «las relaciones sociales que conectan lugares lejanos de todo 
el mundo, de tal manera que los acontecimientos locales están configurados por acontecimientos 
que ocurren a muchos kilómetros de distancia y viceversa». La palabra clave aquí es la 
«intensificación» de todas las cuestiones descritas hasta aquí y que se han estado dando en las 
sociedades urbanas durante, al menos, los últimos mil, sino diez mil años, desde los orígenes del 
urbanismo sinécico. Lo que es así específico de la era actual, no es la globalización per se sino su 
intensificación en la conciencia popular (e intelectual), y el alcance y la escala de las relaciones 
sociales, económicas, políticas y culturales globalizadas” (Soja, 2000, p. 278).  
En efecto, lo que se plantea aquí, siguiendo a Duhau (2011, p 55), es el abordaje de una 
realidad plasmada en la ciudades actuales, no como resultado de una ruptura “antes – después”, 
partiendo de lo que Soja define como la “intensificación” de unos patrones de interacción cuyas 
bases están colocadas siglos atrás. No se trata pues de realizar disecciones en el tiempo-espacio 
moderno, y en la configuración de las relaciones tejidas a lo largo y ancho del mundo, sino más 
bien, de asumir el proceso de construcción de las ciudades – de esos actuales espacios globales-, 
como un continuum de transformación que actualiza las estructuras y se adapta para el avance en 
el proceso.  
De este modo, de la ciudad fordista que emerge de la segunda mitad del siglo, nos queda 
el testimonio de su explosión, la masificación y proliferación de su naturaleza industrial y post-
industrial que en el tercer mundo se tornaría post-colonial, la aglomeración como principio en los 
modos de producción, el consumo masivo, la proliferación de los discursos sobre el desarrollo y 
la pobreza, y la consolidación del Estado como agente garante y gestor del orden de producción y 
reproducción del capital mundial. En América Latina, la ciudad moderna se configuró 
aceleradamente durante la segunda mitad del siglo, como el modo de habitar a través de sistema 
urbano de interconexión, estructurado con base en centralidades-capitales, nodos de los procesos 
de acumulación propios de una industrialización por sustitución de importaciones, en las cuales 
proliferaron actividades de servicios y comercio, y que se constituyeron en las receptoras del 
desplazamiento y la urbanización masiva. El paradigma de progreso de la ciudad latinoamericana 
de los sesentas y setentas, basado en la idea de una industrialización modernizante, fue rebatido 
por la realidad de la proliferación de las inequidades y la masificación de la pobreza como 
versión desadaptada de esa modernización en la que no hubo lugar para las masas de trabajadores 
de reserva, en una ciudad desequilibrada, construida a fuerza de ilegalidad e informalidad. La 
inercia de la lógica de la segregación heredada de la sociedad colonial pre-moderna y una 
estructura de clases propia de la tradición patrimonialista de América Latina, se sintetizan en el 
espacio urbano moderno disperso y especializado, a través del proceso de transformación del 
capitalismo en las últimas décadas. 
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En este punto, se vale afirmar apelando a Soja, que la lógica de intensificación propia de 
la globalización, más que marcar un momento de ruptura con la ciudad del siglo XX, profundiza 
el carácter de la concentración económica y territorial en las ciudades de América Latina del siglo 
XXI, y radicaliza una lógica en la que la acumulación y la generación de plusvalías proliferan 
como estatuto ideológico, pero en la que además la ciudad misma es mercancía. Desde este punto 
de vista, esta intensificación se produce a través de la configuración de un modelo de ciudad 
liberalizada y global, escenario privilegiado para el avance de una idea de desarrollo económico, 
fundamentalmente, en la que la presión competitiva de la integración al flujo económico 
internacional, se cierne con especial empeño sobre las ciudades, escenarios de concentración y 
aglomeración, pero en las que en esta etapa será el capital financiero el medio privilegiado para 
procurar el mayor beneficio.  
La síntesis de esta presentación sobre la ciudad en la globalización, puede resumirse en 
las siete afirmaciones hechas por Friedmann (1986, p. 70 - 79) en su texto The world city 
hypothesis, quien en su momento fue un visionario del destino de las ciudades en el escenario de 
llegada del siglo XXI y sus afirmaciones fueron revelaciones en el momento de ser descritas, 
aunque hoy parezcan obvias:  
“1. The form and extent of a city´s integration with the world economy, and the functions assigned 
to the city in the new spatial división of labour, will be decisive for any estructural changes 
occurring within it […] 2. Key cities throughout the world are used by global capital as ‘basing 
points’ in the spatial organization and articulation of production and markets. The resulting 
linkages make it possible to arrange world cities into a complex spatial hierarchy […] 3.The 
global control functions of world cities are directly reflected in the structure and dynamics of their 
production sectors and employment […] 4. World cities are major sites for the concentration and 
accumulation of international capital. […] 5.World cities are points of destination for large 
numbers of both domestic and/or international migrants […] 6. World city formation brings into 
focus the major contradictions of industrial capitalism - among them spatial and class polarization 
[…] 7. World city growth generates social costs at rates that tend to exceed the fiscal capacity of 
the state”.14 
En este sentido, la consolidación de la ciudad del capital deriva del ascenso del discurso 
neoliberal y su rasgo principal cual es el posicionamiento del mercado como factor principal en la 
producción urbana postfordista, derivado del punto de giro producido por la doctrina del 
Consenso de Washinton,  enunciado acuñado por el economista inglés John Williamson, y que 
representa el compilado del ideario capitalista que orientaría al mundo tras la caída del 
                                                 
14
 “1) La forma y el alcance de la integración de una ciudad con la economía mundial, y las funciones asignadas a la 
ciudad en la nueva división espacial del trabajo, será decisiva para los cambios estructurales que ocurren dentro de 
ella; 2) Las principales ciudades en todo el mundo son utilizadas por el capital global como 'puntos', basándose en la 
organización espacial y la articulación de la producción y los mercados. Los vínculos resultantes permiten organizar 
las grandes ciudades del mundo en una jerarquía espacial compleja; 3) Las funciones de control global de las 
ciudades del mundo, se reflejan directamente en la estructura y dinámica de los sectores de la producción y el 
empleo; 4) Las ciudades del mundo son los sitios más importantes para la concentración y acumulación del capital 
internacional; 5) Las ciudades del mundo son puntos de destino de un gran número de migrantes nacionales y / o 
internacionales; 6) La formación de ciudad mundial pone en relieve las principales contradicciones del capitalismo 
industrial, entre ellos espacial y la polarización de clase; 7)  El crecimiento de ciudad mundial genera gastos sociales 
en las tarifas, que tienden a exceder la capacidad fiscal del estado.” 
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comunismo ruso. Las reformas propuestas por este estatuto político global se orientarían a la 
desregulación de los mercados, la libertad de los movimientos de capital, la apertura económica, 
la privatización de lo público, la disciplina de administración financiera y la seguridad  jurídica 
en la propiedad, pautas que correspondían a la necesidad de insertarse en la economía 
internacional y que solo podrían ser implementadas por los Estados en todo el mundo con la 
orientación de las organizaciones políticas, económicas y comerciales15 mundiales, y la banca 
internacional.  
Éste, en su momento, fue un discurso radical desprovisto de toda referencia a criterios de 
equidad o garantías sociales, y que presentaría la desigualdad social como "consecuencia natural" 
del libre mercado, para más adelante ser atenuado por la necesidad de dar un estatus de 
legitimidad al discurso triunfalista del capitalismo, difícilmente defendible si se piensa en los 
resultados del modelo de distribución de ingresos en el mundo -"sociedad 80:20"-, propuesto por 
Martín y Schumann en su obra  La trampa de la globalización. En el contexto de las ciudades 
estas tendencias afectarían en aspectos tales como la provisión de servicios públicos básicos, que 
por su privatización y el consecuente encarecimiento de los costos de vida, presionarían los 
procesos de urbanización de nuevos suelos a través de dinámicas de informalidad, en zonas de 
protección, riesgo o rurales en las ciudades. 
Por su parte, la apertura económica, la disminución del Estado y la descentralización irían 
de la mano con un enfoque más humano y sustentable del desarrollo, lo cual serviría de principio 
para la reforma al Estado agenciado, fundamentalmente, por las políticas de intervención de los 
organismos internacionales en la región sobre la ciudad y en temas tales como la construcción de 
gobernabilidad y gobernanza, y en la atención de urgencias urbanas tales como la seguridad. A 
partir de esto, se configuran los patrones de crecimiento y desarrollo de las ciudades del tercer 
mundo, y en específico de las ciudades de esta región, que están sujetas a los cambios en las 
relaciones de producción en un mundo crecientemente globalizado y cuyos reflejos se proyectan 
específicamente, en las ciudades como escenarios de producción y reproducción del capitalismo 
internacionalizado. Esto da como resultado, un modelo de ciudad del capital, que se adapta y 
construye en función de los flujos y tendencias globales, tales como los cambios estructurales en 
las funciones de los Estados, actualmente árbitros y facilitadores de los modelos económicos 
neoliberales, la democratización de los sistemas políticos basados en los conceptos de 
gobernabilidad y gobernanzas “participativas”, la actualización de los procesos de planificación 
como lógica de desarrollo urbano y los nuevos discursos sobre la seguridad y la garantía de la 
convivencia como base para el desarrollo humano.  
A continuación se presentan, los factores que describen el escenario de transformación y 
adaptación del estado en América Latina y Colombia, y los componentes básicos del discurso que 
soportará la configuración del mercado urbano como forma de expresión determinante de la 
ciudad latinoamericana actual. 
                                                 
15
 En el año 1997 es creada la Organización Mundial del Comercio –OMC-, en pleno contexto de 
internacionalización de la economía y configuración del mercado mundial. El enfoque del desarrollo en los países del 
tercer mundo se orientaría a las áreas comerciales y se servicios. Recordemos como en la arquitectura institucional 
del Estado Colombiano por ejemplo, el Ministerio de Desarrollo, es reemplazado por el sector comercio 
internacional y posteriormente, por el sector comercio, industria y turismo. 
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2.1. EL REDISEÑO DEL ESTADO  
En el contexto de transición democrática y la consolidación del Estado Social de Derecho 
en América Latina, la movilización social y política frente a la crisis de los ochenta y la 
precarización de las condiciones de vida en esta parte del mundo, conducirían a un 
cuestionamiento sobre el modelo de organización y gobierno de lo público, que para ese 
momento se presentó como fallido, anquilosado, burocrátizado, corrupto e ineficiente, y como 
causa central de las crisis sociales, políticas y económicas de décadas de los setentas y ochentas. 
El giro hacia lo local y hacia un modelo de Estado Administrador de lo público cercano y 
democratizado, esta vez, más allá de la representación, y más próximo a la participación, hicieron 
de la descentralización un corolario indiscutible y una necesidad incuestionable para llegar al 
desarrollo. En el marco de estos estados multiculturales, diversos y plurales, el discurso del fin 
del Estado Nación (Ohmae, 1997), se puso en boga, y sus dimensiones espaciales fueron 
cuestionadas. 
En este sentido, la escala local representada en lo urbano es objeto de una reubicación en 
lo que Soja (2000) llama geografía política del mundo, lo cual  
“[...] puede ser descrito [...] como una apertura del imaginario político y de la esfera material de 
las posibilidades políticas a «otros» espacios y escalas de gubernamentalidad y filiación, una 
apertura provocada por un radical cambio de sentido en la historia del poder y del control 
soberano de los Estados nación centrales sobre la identidad territorial, la autoridad y los 
mercados.” (p. 295 - 296).  
La descentralización al interior de los Estados marcará el rumbo de esta reubicación de las 
ciudades en el mapa económico del tercer mundo. 
Estas transformaciones plasmadas en los órdenes constitucionales y legislativos en los 
países de toda la región, derivarían, principalmente, en la elección democrática de gobiernos 
locales, la desconcentración de funciones del Estado central y la redistribución de las 
responsabilidades en la gestión de los recursos a cargo de las administraciones del nivel local y 
descentralizado que facilitarían la implementación del modelo de desarrollo en que las ciudades 
son los actores privilegiados de la competitividad a nivel internacional. La democratización de la 
política surtida a través de la descentralización participativa, planteó el acercamiento de los 
gobiernos y la ciudadanía dada como la estrategia de avance en la definición de políticas públicas 
para la solución de problemas en el territorio. Desde este enfoque se pasaría, efectivamente, a 
comprender la realidad socio-política a partir de su ocurrencia en un lugar, cuyos habitantes 
serían capaces de participar y gestionar las soluciones de sus problemáticas comunes y 
particulares, en la ciudad como espacio de construcción de ciudadanía y de encuentro social.  
Sin embargo, este impulso de lo político-social encarna la adaptación de los discursos 
humanizados y dignificantes del desarrollo, que procuran la legitimación de las lógicas regentes 
de mercantilización del espacio urbano y que como veremos más adelante insertan al ciudadano-
agente del desarrollo de su territorio, bajo la lógica de planeación estratégica y del proyecto como 
unidad de acción e inversión, lo cual se constituye en un virtual “adoctrinamiento” en función de 
las lógicas del mercado. En fin, las decisiones de la gente y los gobiernos en la ciudad, estarían 
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determinadas por los planes de grupos élite de propietarios que diseñan y disponen del espacio de 
la ciudad, según sirva a las condiciones de reproducción de su propio beneficio, sin que en 
realidad exista una oportunidad de participación en la planeación del territorio en función de una 
lógica diversa a la del interés económico privado local y global. 
Con el esquema de descentralización, el reinado del Estado-Nación y la promesa del 
desarrollo y crecimiento de la riqueza nacional se acabarían. Las nuevas unidades productivas 
para la competencia, esta vez, marcadamente internacional serían las ciudades dentro del 
territorio de los Estados. Las ciudades que habrían sido el polo del progreso civilizatorio de la 
humanidad, recobrarían su lugar en la historia comandada por una clase capitalista internacional, 
que ve en ellas el lugar de producción y reproducción de la economía del capital. La competencia 
en el marco de la globalización, consistiría entonces en poner a los individuos en estas ciudades a 
actuar en red para gestionar, gerenciar y agenciar sus posibilidades de atraer a su territorio o a sus 
arcas, los recursos que muy pocos en todo el planeta tienen, es decir, a traer el capital extranjero 
por vía de inversión. En este contexto, la planificación centralizada, racional, por objetivos y para 
largos periodos de tiempo, sería superada en los noventa como forma de la acción del Estado. La 
nueva tendencia de planeación estratégica sería la síntesis, de años de aplicación de estas técnicas 
de planeación en el ámbito privado y militar de la economía, a la luz de la "disciplina 
económica".  A este enfoque, se le sumaría el apellido de integral para significar una visión de la 
planeación en la cual los roles del individuo, consumidor y ciudadano, pasarían a ser parte activa 
del devenir de los sistemas económicos y políticos de los Estados. 
En este sentido, vale la pena recordar la visión de ciudad por proyectos, definida por 
Boltanski & Chiapello (2002 p. 153). La lógica del proyecto, como unidad de acción, de 
inversión y planeación del desarrollo urbano, parte de la versión del mundo red, que se conecta 
para sobrevivir al proceso del capital, que está en lo local y en lo global, y que circula por las 
autopistas de la información, en un mundo en el que se habita lugares virtuales, y no físicos. Por 
supuesto y dada la proximidad generada por la tecnología aplicada a los sistemas de información, 
la movilidad en la ciudad es alta, y la inscripción y participación en el proyecto se da con mayor 
fluidez en razón de la producción de innovación. La eficacia como principio del proceso de 
participación en el trabajo, se desarrolla a partir de la cooperación de los actores en el marco del 
proyecto, conjugada con la competencia de la ciudad comercial, y que solo permite entrar en el 
juego a los capacitados para desarrollar estas funciones. Por tanto de la ciudad por proyectos, 
pueden ser muchos los excluidos. 
En esta dinámica de proyecto, entonces, servirá como escenario de realización de políticas 
públicas, con un enfoque gerencial y práctico, que debe integrar tanto los intereses del capital en 
el mundo de la competitividad, la movilidad y la globalización, como los discursos de las 
necesidades de la mayoría –pobre— de la población de las ciudades y las consideraciones 
respecto a esta masa de excluidos por los beneficios del capitalismo. El contenido de los 
proyectos urbanos, integrará el sentido asistencial y mercantil, bajo una lógica racional que sirve 
a la legitimación de las lógicas del capital, bajo la promesa de unos beneficios colectivos 
derivados de acciones concertadas de diversos actores en el territorio, priorizando la inversión en 
el ámbito físico-espacial para la generación de utilidad económica. 
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La implantación de estos modelos de gestión y ordenamiento, y su vocación de integral y 
estratégica, serían posibles a través de la combinación de funciones de planeación urbana que 
integrarán lo territorial, lo sectorial y la visión de las agencias financieras locales que le dan 
rumbo al desarrollo. Al llevar la gestión de lo público al territorio, se desarrollan instancias y 
dinámicas de coordinación aparentemente horizontales, en las que el Estado, en sus diferentes 
niveles, gestiona, garantiza o facilita las acciones para el desarrollo adelantadas por actores 
comunitarios y, sobre todo, el sector privado. Los esquemas de gobernabilidad y gobernanza del 
territorio en diversos temas, aparecen como conceptos estructuradores de un tipo ideal del 
gobierno.  
Torres, Rincón & Vargas (2009, p 51), sintetizan las estrategias que quedaron implantadas 
en materia de desarrollo urbano bajo el liderazgo de la ONU, a través del Centro de las Naciones 
Unidas para los Asentamientos Humanos, en el Informe Mundial sobre Asentamientos Humanos, 
presentado en la Conferencia Mundial de Estambul, conocida como Hábitat II, que en materia de 
gestión del suelo fueron: (a) el apoyo al desarrollo innovativo del suelo; (b) la facilitación de las 
transacciones y escrituración de la tierra; (c) la alianza público-privada para la realización de 
acciones; (d) realización de infraestructura para el desarrollo, bajo el liderazgo del Estado pero 
con participación del capital privado bajo esquemas de recuperación de la inversión con usufructo 
de las obras y tributación por valorización; (e) desarrollo económico urbano, a través del 
fortalecimiento institucional municipal, el refuerzo de infraestructura urbana, la implantación de 
marcos regulatorios de gestión del suelo que favorezca la participación del sector privado y la 
eficiencia del mercado, y el refuerzo de los servicios de financiamiento de desarrollo urbano; y 
(f) la planeación de la inversión, eficiente, basada en principios de organización y administración 
de la información, que parte de “la demanda, las posibles condiciones de mejoramiento de la 
comunidad y la priorización de los proyectos a ejecutar”. 
En este escenario, la gobernabilidad democrática, sería promovida por la ONU, e 
implicaría la politización de los discursos de descentralización y planeación, a través de la 
invitación generalizada a los diversos sectores de la sociedad civil, para participar en su calidad 
de agentes urbanos en los procesos de planificación concertada del desarrollo. La inclusión del 
sector privado inversionista y de los demás sectores sociales alrededor de las iniciativas de 
desarrollo urbano, sería determinante para legitimar los esquemas de gestión de lo público y el 
territorio en las ciudades, con base en acuerdos generales sobre el funcionamiento de la esfera 
económica privada en la modelación de lo público. En efecto, la visión democratizada de los 
gobiernos fundamentada en la gobernabilidad democrática partiría de la negociación y la 
cooperación entre actores, para la toma de decisiones y elaboración de normas sociales en 
relación con lo público (Velásquez, 2007, p.65), como nueva lógica de funcionamiento del 
mercado - hacedor de lo público16. 
                                                 
16
 Gobernabilidad, gobernanza y seguridad. Al respecto de los debates sobre el concepto de gobernabilidad y 
gobernanza, Reversz presenta las diferencias en el tratamiento de ambos conceptos de la siguiente manera: "La 
gobernabilidad se refiere a las adaptaciones y procesos en el marco del Estado y de la Administración pública para 
mejorar su relación (vertical) con la ciudadanía y el proceso de toma de decisiones. La gobernanza estaría articulada 
fundamentalmente a la forma de mejorar la relación horizontal entre una pluralidad de actores públicos y privados, 
igualmente para mejorar los procesos de decisión, gestión y desarrollo de lo público y colectivo, teniendo en cuenta 
una relación con características de integración y de interdependencia" (Velásquez, 2007, p. 63). 
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2.2. URBANIZACIÓN PLANETARIA Y HUMANIZACIÓN DEL 
DESARROLLO 
En América Latina, la transición democrática de los noventas se consolidaría como 
estrategia para responder a las graves crisis políticas y económicas dejadas por las décadas de las 
dictaduras. En este contexto, se dio paso a la reforma institucional diseñada en los ochentas 
consistente en la implementación de los modelos de apertura económica, la construcción de los 
marcos legales para la descentralización y la consolidación de la urbanización planetaria. Estos 
avances que venían siendo trabajados desde la cumbre de Hábitat I realizada en Vancouver 
(1976)17, darían paso a las conferencias de Medio Ambiente de Rio de Janeiro (1992) y Hábitat II 
de Estambul (1996), que servirían cómo estrategia para la introducción de los modelos de 
planificación y gestión territorial vigentes actualmente.  
En efecto, la entrada del debate sobre lo ambiental desplazará relativamente el espacio 
político ganado por los temas de vivienda en las agendas internacionales dando un nuevo 
contenido y sentido a los debates sobre la habitabilidad y sostenibilidad de los hábitat humanos. 
De otra parte, en Hábitat II es presentado un discurso más complejo y conciliador sobre el papel 
de diversos agentes en la construcción de hábitat, por ello aun cuando parte de la reivindicación 
clásica en relación con la vivienda adecuada18 para todos, se plantean las líneas generales sobre 
los esquemas de coordinación y financiación en cooperación y endeudamiento de los países para 
la consecución de objetivos de las agendas de hábitat, retomando la cuestión de los asentamientos 
humanos y las ciudades como centro de la discusión.  
Estas apuestas mundiales por la urbanización se acompasaron, a su vez, con un enfoque 
más humano del desarrollo, donde el reconocimiento de la sustentabilidad y el riesgo servirían 
como base para la legitimación del discurso. Este proceso de análisis y crítica al capitalismo y la 
promoción de modelos de desarrollo más equitativo, parte de las críticas de Keynes al laissez-
faire, y que servirían de fundamento a la constitución de las Naciones Unidas, con base en dos 
                                                 
17
 La Conferencia de las Naciones Unidas en Asentamientos Humanos realizada en Vancouver en 1976, sirvió cómo 
escenario para plantear el tema de la vivienda como parte de la agenda de política internacional. Es allí en donde se 
presentan los controvertidos enunciados de John Turner de su texto Housing by people, que en su momento, 
presentaría a los pobladores como los protagonistas en la construcción de espacio urbano y por tanto, la 
autoconstrucción resultaría ser la herramienta para solventar los graves déficits de vivienda en las ciudades. En este 
sentido la Declaración de Vacouver proclamaría que “La vivienda y los servicios adecuados constituyen un derecho 
humano básico que impone a los gobiernos la obligación de asegurar su obtención por todos los habitantes, 
comenzando por la asistencia directa a las clases más desfavorecidas mediante la orientación de programas de 
autoayuda y acción comunitaria”. Esta último postulado sería el centro de polémicas por considerarse que fue el 
preludio de los cambios en materia de política urbana que abstraerían al Estado de su participación directa en la 
producción de vivienda y la consecuente entrada del mercado en este ámbito. 
18
 En este sentido, la declaración final de esta cumbre plantea el concepto de vivienda adecuada como parte del 
sistema del hábitat humano: “[...] nosotros /os jefes de Estado y gobiernos de las delegaciones oficiales de los países 
reunidos en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre /os asentamientos Humanos, aprovechando la oportunidad 
de hacer nuestros los objetivos universales de garantizar una vivienda adecuada para todos y de lograr que los 
asentamientos humanos sean seguros, salubres, habitables equitativos, sostenibles y productivos [...]” (Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre los Asentamientos Humanos – Habitat II (1996)). 
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pilares: (a) la cooperación internacional y (b) el establecimiento de normas internacionales para el 
desarrollo. Los instrumentos de este modelo fueron en su inició las instituciones constituidas en 
la Conferencia Internacional de Bretton Woods sobre asuntos económicos, monetarios y 
financieros, y en el sistema de multilateral de cooperación para el desarrollo establecido a través 
de la Carta de las Naciones Unidas, aun cuando en este no se enuncie expresamente, el principio 
de solidaridad con los Estados menos desarrollados, propuesto más adelante. Por supuesto, el 
impacto de estos postulados ha sido bastante insuficiente si se piensa en la trayectoria de las 
transformaciones del capital a nivel mundial y los resultados de obtenidos a principio de siglo 
XXI en cuanto a la proliferación de la pobreza y la miseria a nivel mundial. En palabras de Vela 
(2005) "Tiene tanta dimensión este problema que los expertos del Plan de Naciones Unidas para 
el Desarrollo han afirmado en 2003 que en los aspectos económico, político y tecnológico el 
mundo nunca ha parecido ser tan libre y tan rico y, a la vez, tan injusto." (p. 35) 
En este sentido, entrados los años noventa, y habiéndose avanzado en la necesidad de una 
comprensión más integral de los problemas de la pobreza y el subdesarrollo en los países del 
tercer mundo, se formuló en el seno de las Naciones Unidas, un enfoque que reconocía el 
problema del desarrollo no como un problema de crecimiento económico, y más como un 
problema de paz y seguridad internacionales, a la vez que como una expresión del derecho que 
tienen los individuos a beneficiarse del desarrollo económico. En este sentido en el seno del 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo – PNUD- se elaboró un concepto de 
desarrollo que se explica en posibilidad de crear un entorno en que las personas puedan realizar 
sus capacidades vitales, creativas y productivas, en un contexto sustentable y equitativo, que, por 
supuesto, derive en un consecuente crecimiento económico (Vela, 2005, p. 49). La readaptación 
del concepto de desarrollo, ahora humano, partió del reconocimiento de que son tanto las causas 
estructurales políticas, económicas y culturales internas de los países en desarrollo, como la 
impertinencia de las políticas internacionales, las causantes de las crisis del desarrollo en el tercer 
mundo. Los acuerdos vigentes al respecto se encuentran plasmados en los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio, en los cuales se asume que efectivamente el Objetivo del Desarrollo debe 
ser la superación del hambre, la pobreza y el subdesarrollo, sin saberse muy bien cómo. 
Ahora bien, estos discursos traídos al escenario de lo urbano se articulan y refuerzan, 
valiéndose de los avances en los indicadores de Desarrollo Humano, y si se considera que el 50% 
de la población del mundo habita en ciudades, y por otro lado, el 75% de los pobres se 
encuentran en el campo (Giraldo, García, Ferrari & Bateman, 2009, p 40). A propósito, son tres 
los indicadores de ampliación del Desarrollo Humano relacionados con el proceso de 
urbanización de la población mundial que dan cuenta de la vigencia del postulado a mayor 
urbanización, menor pobreza: (1) Vida larga y saludable, entendida como la reducción del riesgo 
de morir a una edad temprana; (2)  Educación, si se tiene en cuenta la posibilidad de acceder al 
mundo de la lectura, la alfabetización y las comunicaciones; y (3) Nivel de vida digna, si se 
piensa en el acceso a recursos económicos generales, medidos a través del PIB per capita. En este 
sentido, la urbanización afectaría positivamente al Desarrollo Humano de un país siempre que a 
mayor grado de urbanización, mayor es su grado de desarrollo. 
El avance en el mejoramiento de estos tres indicadores se encuentra explicado en tres 
condiciones que sirven de estandarte al enfoque de urbanización del Desarrollo Humano 
presentado por la ONU (Giraldo, García, Ferrari & Bateman, 2009, p. 46): 
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− La transición demográfica iniciada a nivel planetario del campo a la ciudad desde mitad 
del siglo XVIII hasta la actualidad, demuestra un aumento tanto de la población urbanizada como 
de la población total en términos absolutos, debido a mejoras en la calidad de vida, una 
disminución de las tasas de mortalidad y una estabilización tendiente al descenso de las tasa de 
natalidad, y el acceso a derechos de salud sexual y reproductiva y equidad de género. Dadas estas 
condiciones, y con un proceso de urbanización en marcha, el mejor escenario para atender y 
proveer medios de subsistencia a estas poblaciones es la ciudad, por concentrarse allí los 
servicios para la proveer estos medios. 
Figura 2 – Relación Urbanización / mejoramiento de calidad de vida 
 
Fuente: Giraldo, García, Ferrari & Bateman, (2009, p. 61). 
− El desarrollo de economías complejas y la potenciación de los rendimientos productivos y 
de rentas en estas economías. En este esquema la ciudad es vista como espacio de concentración 
de factores productivos, que debido a su cercanía generan mayor productividad a menores costos. 
De allí que la integración de estos factores sea más estrecha y provechosa, convirtiéndose esto en 
un factor de innovación y renovación de conocimientos en lo productivo, y por tanto de 
especialización en los procesos y cadenas de producción, en economías de escala. Una vez el 
mercado es lo suficientemente complejo en este sentido, la economía tenderá a concentrarse aún 
más, alrededor de proveedores en factores más especializados, una mayor concentración de mano 
de obra, e información y conocimientos producidos, difundidos y propagados masivamente. 
− La transformación demográfica y el desarrollo económico, están ligados a cambios en los 
modelos productivos de las ciudades contemporáneas, esto es, en la participación de los sectores 
productivos en el desarrollo económico de las ciudades. La evolución de los sectores agrícolas a 
los industriales y posteriormente, a los servicios, se explican en la propia dinámica de ampliación 
y concentración de mercados, que aumenta la división del trabajo, la especialización y los 
ingresos. Las demandas se transforman y el tipo de consumo de diversifica al punto de orientar 
cambios en la especialización de las actividades económicas, que proveen a su vez, bienes 
agrícolas e industriales a través de servicios. 
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A la inversa, la ruta de desarrollo marca un futuro un poco “menos promisorio” para el 
sector agrícola, puesto que en el esquema económico de las ciudades como centro de desarrollo, 
este tiende a perder peso, frente a las actividades de servicios e industrial propias de los países 
con más alto nivel de desarrollo, y que sirven de parangón en el modelo-mundo instaurado. En 
efecto, en un mundo globalizado, el sector agrícola es visto como poco dinámico puesto que: (a) 
su escala de producción es muy pequeña como para exportarse y competir a nivel internacional, 
(b) la posesión de la tierra generalmente, se encuentra en manos de muy pocos terratenientes y 
por tanto beneficia a un pequeño sector socio-económico, y (c) en cuanto más tecnificada es la 
producción, menos mano de obra no calificada requiere, por lo que se genera una sobre oferta de 
trabajadores que deben ser conducidos a las grandes urbes. La oportunidad para el sector rural-
agrícola está en su integración con las economías urbanas y su posibilidad de desarrollo está dado 
en relación con el desarrollo mismo de las urbes. 
Tabla 8– Cambio estructura de las economías en el mundo 
 
Agrícola-industrial Industrial -Servicios Informacional 
Población 
Cada vez se requiere una 
proporción menor de fuerza 
laboral para producir los 
alimentos requeridos para el 
consumo interno y externo. 
Se sigue produciendo un 
aumento en la población 
urbana y la rural disminuye 
incluso en términos absolutos. 
Las migraciones se despliegan 
entre las ciudades y al interior 
de las mismas. 
La deslocalización de las 
actividades económicas y las 
relaciones personales tendrán 
un efecto aún incierto con 
respecto a las migraciones 
inter e intra-urbanas. 
Ingresos 
Permaneciendo la población 
campesina constante o 
aumentando los ingresos 
percápita de la economía, los 
ingresos per-cápita de los 
habitantes rurales sufren una 
caída significativa. 
La menor importancia del 
sector industrial hace que se 
creen nuevas modalidades de 
contratación, muchas veces 
ligadas a la precarización del 
empleo para quienes afrontan 
el cambio. 
Continua la precarización del 
empleo de algunos sectores y 
el empleo asociado a la 
economía “informal” se vuelve 
predominante. 
Productividad 
La tecnificación de los 
procesos productivos en el 
campo hace que cada vez se 
necesite menos población para 
generar cierto nivel de 
producción. 
La mayor escala de los 
mercados permite una mayor 
innovación y tecnificación. 
Crece de manera sostenida la 
productividad de los 
segmentos y sectores que 
acceden a las nuevas 
tecnologías. 
Elasticidad 
A medida que aumentan los 
ingresos, aumenta el consumo 
de bienes agrícolas, pero 
menos que proporcionalmente 
al aumento de los ingresos. 
Desde cierto nivel, a medida 
que aumentan los ingresos, el 
gasto en bienes 
manufacturados aumenta 
menos que proporcionalmente, 
intensificándose la división del 
trabajo y el gasto en servicios. 
Con incrementos adicionales 
de los ingresos se produce un 
aumento más que proporcional 
en el gasto de servicios de 
comunicación y tecnologías de 
información. 
Fuente: Giraldo, García, Ferrari & Bateman, (2009, p. 67). 
Este proceso de mejoramiento en las condiciones de vida en las ciudades contemporáneas, 
deviene asociado, fundamentalmente, al avance de los sistemas económicos urbanos complejos 
en los que la aglomeración y la integración son la base para el logro de dos condiciones de 
desarrollo de los mercados: una mejor división del trabajo y la especialización en las actividades 
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productivas. Así pues, el presupuesto del Desarrollo Humano, es un sistema económico 
urbanizado, eficiente y próximo, en el que el bienestar se procura siempre que sea posible 
integrarse a ese sistema económico y se logre el Desarrollo Humano en él.  
Las desigualdades en el acceso a los beneficios de este sistema-ciudad, y que 
elocuentemente, se ilustran en los asentamientos informales o precarios de las “ciudades en 
desarrollo”, se propone, sean atendidas a través, no solo de controles salariales, sino de políticas 
“pro-pobres”, consistentes en el logro de sus integración efectiva a las oportunidades de la ciudad  
“[...] reduciendo la distancia física, social y de capital humano que les impide beneficiarse de la 
densidad económica y los bienes y servicios públicos asociados a ella. La conexión física de sus 
asentamientos con la ciudad formal, en el caso de los tugurios, y con los grandes mercados 
nacionales o internacionales, en el caso de sectores urbanos o rurales de baja productividad, son en 
esta línea tan importantes como la ampliación de su capital humano de forma que puedan 
aprovecharse en la práctica de esa cercanía.” (Giraldo, García, Ferrari & Bateman, 2009, p. 80). 
 
2.3. LA SEGURIDAD “HUMANA” 
Los atentados del 11 de septiembre de 2001 en Nueva York, justificarían un aumento de 
la militarización y el control en la ciudades, y la renovación de las estrategias de seguridad 
nacional, esta vez traídas a las ciudades como escenario de los conflictos, no necesariamente 
bélicos, pero si sociales. Es de esperarse que la concentración y alta densificación poblacional 
que sufren las ciudades con el crecimiento de las últimas décadas, sumado la emergencia social 
vivida en algunas zonas, den como resultado graves conflictos y alto deterioro de las relaciones 
de convivencia, en todos los niveles. Este fenómeno presentado en las cumbres internacionales, 
como drama de los asentamientos de más bajos ingresos, es abordado con dispositivos de tipo 
preventivo, a la vez que de control policivo en políticas de seguridad ciudadana, que son 
complementadas por la proliferación de actores privados encargados de vender servicios de 
seguridad.  
En este contexto de ciudades caldeadas por la explosión de sus contradicciones a través de 
las violencias, los debates sobre la seguridad empiezan a ser abordados desde una indagación 
sobre su relación con el desarrollo, y concretamente, con el desarrollo humano. Desde este punto, 
y a la luz de un enfoque liberal, la seguridad como bien público19, sustenta la producción de otros 
bienes tales como la “[...] integridad física y moral de las personas [...] [la] justicia, la dignidad, el 
bienestar, la calidad de vida, la solidaridad, los derechos, las libertades y el desarrollo de las 
actividades sociales, económicas y políticas. Como bien público, la seguridad ciudadana requiere 
una apropiación y construcción colectiva, es decir, una coproducción.” (Velásquez,  2008, p. 21). 
El enfoque de la ONU desarrollado a través del PNUD,20 ha introducido el concepto de 
                                                 
19
 El énfasis hecho en la naturaleza de la seguridad como bien público, se deriva de la posibilidad de socializar los 
efectos positivos de la reducción del riesgo de sufrir perjuicio o daño, como beneficio compartido de manera 
indivisible por todos los miembros de una comunidad, sin importar que consiente o deliberadamente se pretenda 
hacer.  
20
 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, organismo de la ONU encargado de promover desarrollo 
humano sostenible, eliminar la pobreza y difundir los objetivos de Desarrollo del Milenio en el mundo. 
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Seguridad poniéndolo en clave de Desarrollo, de manera que si bien la seguridad y la convivencia 
ciudadana refieren concretamente a las causas estructurales y las manifestaciones latentes del 
crimen y la violencia, es claro que estas son amenazas a la seguridad personal, y por tanto, 
obstáculos para la realización de las opciones de vida que agotan el Desarrollo Humano. Es decir, 
que el concepto de seguridad ciudadana, en este esquema resulta recogido en el concepto de 
seguridad humana, según lo propuesto por las Naciones Unidas, en el sentido de que la Seguridad 
es entendida como la garantía de una existencia libre de temor y libre de carencias, con derecho a 
vivir sin miedo pero también sin necesidades, y con iguales oportunidades para el desarrollo de 
las capacidades. Por ello,  el eje de esta seguridad es la persona, superando la definición clásica 
de la seguridad nacional, y transcendiéndola para apuntar al desarrollo humano como objetivo a 
cumplir con la Seguridad Humana.  
Tabla 9 - Seguridad y desarrollo humano 
Desarrollo 
humano 
Desarrollo de opciones de vida para lograr un nivel de vida digno para el disfrute de las libertades 
políticas, económicas y sociales. El DH es el proceso que permite ampliar esas opciones de las 
personas. 
Seguridad 
humana 
Facultad de las personas para acceder a las opciones de manera libre y segura. “Protección en el 
núcleo central de todas las vidas humanas contra riesgos graves y previsibles, de forma congruente 
con la realización humana de largo plazo”. La seguridad humana se ve amenazada por los efectos del 
crimen y la violencia. 
Seguridad 
ciudadana 
El crimen y la violencia son los principales factores de inseguridad y desintegración social. Sus 
causas son tanto estructurales como latentes. Por tanto, para disminuir su impacto negativo sobre el 
desarrollo humano, es necesario generar políticas sociales de acceso a ingresos, educación y salud, 
además de políticas directas de prevención y control del crimen y la violencia, que promuevan el 
respeto a la dignidad, la inclusión social y los Derechos Humanos. 
Fuente: Proyecto Regional de Gobernabilidad Local en América Latina - LAC SURF, 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (2006) 
En este orden de ideas, se han revaluado en los países de la región, también los esquemas 
puramente punitivos y represivos de abordaje de las conflictividades, sustentando el enfoque de 
seguridad en el análisis multi-causal del delito y en la planificación estratégica a mediano y largo 
plazo de políticas integrales, en cuyo diseño participen todos los actores y esté presente activa y 
deliberante la comunidad, sin perder de vista las tareas de control de la violencia y el delito para 
la garantía del orden público y democrático, la protección de la vida, y los demás derechos y 
bienes de los ciudadanos. Este enfoque, contempla la creación de mecanismos y fórmulas para 
configurar un vínculo de nuevo tipo entre las instituciones policiales y la comunidad, en donde la 
seguridad debe ser entendida como función ineludible del Estado. 
En este sentido, el “[...] funcionamiento adecuado de la ciudad implica la articulación, sin 
omitir sus diferencias, de los valores centrales que se ponen en función de una visión integral de 
seguridad y convivencia: confianza, democracia, libertad, Estado y mercado, integrados 
complejamente, cohesionando la ciudad no solamente a través de uno de sus valores e 
instituciones – el mercado y el ánimo de lucro y su radical individualismo-, sino del conjunto de 
ellas, mostrándonos cómo la seguridad ciudadana es un concepto mucho más amplio que el de 
seguridad estatal o incluso, el aplicado en nuestro medio, el de seguridad democrática. La 
seguridad ciudadana implica la creación de una instancia participativa, dándole voz a los 
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individuos para que, en dialogo con el marco institucional vigente, puedan hacer emerger la 
ciudadanía, una creación sociocultural propia de los regímenes democráticos.” (Velásquez y 
Giraldo, 2009, p.15) 
En el marco de los discursos sobre la reconfiguración de las políticas para el desarrollo 
urbano más humano, la seguridad guarda estrecha relación con el Desarrollo Humano, siempre 
que este consiste en el proceso de ampliación de las opciones personales para lograr un nivel de 
vida digno y el disfrute de las libertades políticas, económicas y sociales. La seguridad humana 
aparece como el correlato de la seguridad, referida al Desarrollo Humano en tanto esta faculta a 
las personas para acceder a esas opciones personales de manera libre y segura. Esto quiere decir 
que para que exista Desarrollo Humano, debe la persona tener la seguridad suficiente para hacer 
ejercicio pleno de su autonomía, libre tanto de miedos [violencia], como de carencias –
necesidades básicas no resueltas, en alimento, trabajo, salud, ambiente sano—. Las políticas de 
seguridad ciudadana y convivencia abordan, puntualmente, el papel de la violencia y el crimen 
como los principales factores de inseguridad y desintegración social, en sus causas tanto 
estructurales como latentes. 
Aquí cabría resaltar que, la seguridad desde lo jurídico, es un valor protegido, una 
actividad, una acción, una condición o situación, o una facultad de las personas. En esta 
perspectiva liberal, la seguridad deja de ser un servicio en la oferta de las instituciones públicas 
para ser visto como un bien público, que junto a otros bienes comunes como la inclusión social, 
el derecho al trabajo, la salud, la educación y la cultura, pueden configuran círculo vicioso en las 
dinámicas sociales urbanas, por su estrecha correlación. Esto es, si bien la seguridad ciudadana 
sirve como presupuesto para la realización de los Derechos, la no realización de algunos 
Derechos es causa esencial de las condiciones de inseguridad y violencia. En este sentido, la 
realización de la seguridad es presentada como eje del desarrollo social de la ciudad moderna 
como unidad y centro del debate sobre la gobernabilidad en el escenario urbano. 
 
2.4. EL PAPEL DE LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL PARA EL 
DESARROLLO 
Al comenzar el siglo XXI, América Latina expresa las consecuencias de la 
internacionalización de la economía y la aplicación de fórmulas neoliberales promovidas desde 
los ochenta. Los Objetivos de Desarrollo del Milenio parecían una promesa vana frente a la 
realidad de los países de la región, que en el momento tendría un 75% de su población en las 
ciudades. Las alternativas de atención a la población más pobre, aglomerada en ciudades 
desordenadas e inseguras, fue la implementación de la ayuda humanitaria y asistencial a esta 
población denominada vulnerable y en riesgo, a partir de programas de cooperación 
internacional, que desde este enfoque funcionan como estrategias de focalización de recursos 
para la reparación de los daños naturales provocados con la libre dinámica del capital 
internacional, útiles además para aumentar el endeudamiento interno de estos países.  
 39 
 
En este contexto, tanto los organismos internacionales como la banca multilateral21 
participarían de la reingeniería de los estados y las economías en el tercer mundo, con el objetivo, 
por un lado de profundizar y establecer la economía de mercado como alternativa del desarrollo, 
y por otro, atender los daños de la  implementación de estos cambios a través de estrategias para 
la erradicación de la pobreza y el óptimo acceso de la población a los beneficios del sistema 
económico implantado. Estos planteamientos sobre el Desarrollo Humanizado en el marco del 
mercado, hacen síntesis tal y como se presentó antes, en la ciudad como espacio óptimo para la 
realización de los derechos, la consecución de los Objetivos de Desarrollo de Milenio. La 
superación de la pobreza, en este sentido es un presupuesto para el desarrollo económico, dado 
que en cuanto más pobreza exista en una sociedad menor crecimiento económico será posible 
alcanzar, a la vez que el crecimiento económico es presupuesto para la superación de la pobreza. 
Sin embargo, las alternativas de política de atención a los menos favorecidos, no han superado la 
intensión de asistir para la atenuación muy parcial de las condiciones de precariedad producidas 
por el hábitat urbano, profundizándose esas condiciones de exclusión lejos de ser la gente el 
verdadero objetivo del desarrollo. Estos discursos sobre el desarrollo, a través de la intervención 
de organismos, agencias de cooperación y banca internacional, continúan siendo hoy “[...] un 
sistema de intervenciones técnicas aplicables más o menos universalmente con el objetivo de 
llevar algunos bienes indispensables a una población objetivo.” (Escobar, 2007, p. 86). 
En este sentido, las líneas de financiación del Banco Mundial en temas sociales urbanos, 
se orientarían desde a inicios de los setenta a la consolidación de coberturas en vivienda, 
infraestructura y servicios básicos, transitando a una visión un poco más compleja de las 
dinámicas urbanas que se expresarían en inversión en transporte y comercio entrados los ochenta. 
Según Hewitt (1989, p. 29) para los ochenta esta estrategia se consolidaría en líneas de 
financiación para la administración e ingeniería urbana, a través del fortalecimiento de las 
competencias municipales de gestión pública financiera, para una ciudad eficiente y productiva. 
Los tipos de financiación para las ciudades serían: 1) Proyectos de desarrollo urbano; 2) 
Administración e ingeniería; y 3) Asistencia técnica para el fortalecimiento de la capacidad 
operativa de las instituciones urbanas y su desempeño económico.  
Para los años noventa, esa intensión de intervenir en el desarrollo de los países pobres viró 
a la transformación de las funciones de los estados y la arquitectura institucional de los mismos 
en función de la búsqueda del crecimiento económico y lucha contra la pobreza, estrategia que se 
                                                 
21 Es posible identificar diversos tipos de organismos de ayuda Norte-Sur dirigida a países de América Latina y el 
Caribe, entre ellos: 
1. Programas de ayuda multilateral: Banco Interamericano de Desarrollo, Banco de Desarrollo del Caribe, 
Asociación para el Desarrollo Internacional, Fondo Europeo de Desarrollo, Fondo de la OPEP apra el 
Desarrollo Internacional, UNICEF y Banco Centroamericano para la Integración Económica. 
2. Programas de ayuda bilateral: US AID (EEUU), JICA (Japón), GTZ y KfW (Alemania), CIDA (Canadá), 
Administración para el Desarrollo de Ultramar del Reino Unido, Departamento para el Desarrollo 
Internacional-DFID, British Council (UK); DANIDA (Dinamarca), SIDA (Suecia), AUS AID (Australia), 
AECI (España). 
3. Organismos voluntarios privados: MISEREOR, Freidrich Ebert Stiftung, Friedrich Naumann Stiftung, 
Konrad Adenauer Stiftung (Alemania), OXFAM (UK), Cooperativa para la ayuda norteamericana en todas 
partes (CARE), Organización de los Países Bajos para la cooperación al desarrollo internacional (NOVIB), 
Radda Barnen (Salven a los niños de Suecia), entre otros. 
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sintetizó en su momento en el concepto de governance, siguiendo a Burgos (2007, p, 5), y que 
parte de la evidencia de los fallos de las estrategias de intervención internacional para el 
desarrollo, dada la incapacidad de implementación de las reformas por parte de los Estados del 
tercer mundo y por tanto, de la importancia de la institucionalidad introducida por el neo-
institucionalismo económico: “En lo que hace a la agenda de gobernanza del Banco Mundial, el 
neoinstitucionalismo brindó el fundamento teórico para entender el papel económico del Estado 
respecto de la existencia de los mercados y para legitimar académicamente su interés en 
involucrarse en la gestión de la acción pública.” (Burgos, 2007, p. 6).  
En el marco de estas reformas proliferaron las cambios estructurales de los Estados en el 
tercer mundo alrededor de la descentralización político-administrativa, la reestructuración de las 
burocracias públicas y el disciplinamiento fiscal del Estado, cambios tendientes la configuración 
de un Estado mínimo, que no interviniera sino más bien facilitara la acción del mercado. La 
gobernanza refiere entonces, a la instauración de un orden político estable a partir de una 
burocracia flexible y eficiente, bajo las lógicas de una planeación racionalizada en lo fiscal y en 
lo administrativo y con una sociedad civil activa en su ciudadanía y participante en el devenir del 
desarrollo de sus naciones, y por tanto a una nueva forma de coordinación económica y una 
fuente de racionalidad sistémica.  
Más adelante, estos planteamientos encontrarían asidero en la medición constante de los 
indicadores que asocian la reforma institucional con el mejoramiento del desempeño económico 
de las economías en términos del aumento del PIB per cápita y los niveles de reducción de la 
pobreza como consecuencia de los efectos de la cooperación financiera para el desarrollo en los 
países del tercer mundo.22 Esta visión de intervención en el desarrollo de los países por vía de 
préstamos condicionados a la implementación de reformas estructurales y los cambios de enfoque 
respecto a la pobreza, determinan lo que Burgos ha definido como la politización de la 
intervención de la Banca Internacional, en cabeza del Banco Mundial, cuya vocación fuera de un 
tipo meramente económico, pero que con el advenimiento de miradas más complejas sobre del 
desarrollo económico, resuelve entrar en el campo de lo político y la transformación del aparato 
público, consolidando así el lugar de estado como plataforma normativa y regulatoria para la 
realización de los intereses del capital global. En el concierto internacional, los debates sobre la 
pobreza se inclinarían por este enfoque integracionista en donde lo público se transforma para 
servir de plataforma a la globalización de los flujos de capital, en esta era predominantemente, 
financiera.  
Por otra parte, el Banco Interamericano de Desarrollo –BID—, como la principal 
institución de la Banca Internacional promotora del desarrollo de la región, se inserta en los 
enfoques internacionales de cooperación desde los mismos objetivos de intervención: reducción 
de la pobreza y promoción de la equidad social, a partir del logro de altos niveles de Desarrollo 
Humano en las poblaciones de todos los sectores socio-económicos, en el marco del crecimiento 
económico y sostenible, basado en políticas de inversión y gestión de recursos para el desarrollo. 
                                                 
22
 En el estudio Valorando la ayuda: ¿Qué funciona? ¿Qué no? y ¿Por qué?, de 1998 citado por Burgos (2007, p. 15) 
se presentan los resultados de la intervención en términos de la relación positiva entre el aumento del PIB en 
cooperación del 1% equivaldría a un incremento del 0.5% del PIB per cápita y a una reducción del 1% en los niveles 
de pobreza.  
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En el contexto urbano, el BID orientaría su intervención en líneas de financiación para proyectos 
de vivienda y servicios, incorporando un componente especial relacionado con el mejoramiento 
en el uso de la tierra y proyectos de Mejoramiento Urbano. Efectivamente, junto al 
fortalecimiento institucional, línea central de la cooperación para el desarrollo en los setentas y 
ochentas, el mejoramiento urbano en infraestructura, aparecería como componente central del 
financiamiento en los países de América Latina y el Caribe. 
Como ya se ha mencionado, el Mejoramiento barrial, urbano e integral, se ubica entre 
estas estrategias de intervención de la pobreza urbana partiendo de la provisión de 
infraestructuras urbanas para la provisión de servicios básicos y la regularización de la tenencia 
del suelo, visión que se ha ampliado al punto de considerar la integralidad en las acciones como 
una apuesta asistencial en temas tan diversos como la infraestructura dotacional para la atención 
de poblaciones llegando a la atención directa de las mismas en salud, educación y nutrición. La 
territorialización de la asistencia social a través del mejoramiento de las poblaciones en territorios 
más segregados de la ciudad, ha servido como plataforma, no solo de la atención de las urgencias 
sociales derivadas de la pobreza, sino como herramienta para la integración de estos territorios a 
los flujos de intercambio de bienes y servicios de la ciudad, y desde la perspectiva más liberal, 
como estrategia para la incorporación de las poblaciones de más bajos recursos a la ciudad como 
espacio público de la realización de los derechos. 
Cómo se verá más adelante, en Colombia, entre otros actores de cooperación aparece la 
Corporación de Crédito para la Reconstrucción de la República Federal de Alemania – 
Kreditanstalt fur Wiederaufbau - KfW -, como un programa de ayuda bilateral que tendrá un 
protagonismo particular durante las últimas dos décadas, en la construcción de una política de 
intervención de asentamientos informales en Bogotá, a través del Proyecto SUR con Bogotá. Este 
esquema de cooperación, conlleva las características típicas de la ayuda internacional en América 
Latina, en relación con el condicionamiento de la ayuda y la implementación de una política 
exterior del gobierno otorgante: primero, con el fortalecimiento de un nicho de mercado para 
productos financieros, en franjas de población de bajos recursos; segundo, con la consolidación 
de una política de mejoramiento barrial en Bogotá, anclada en los esquemas de planeación y 
gestión del suelo urbano, estratégicos para el fortalecimiento del mercado del suelo; y tercero, 
con el impulso a las agendas de seguridad y convivencia ciudadanas, a partir de la gestión de los 
actores comunitarios y locales, como agentes en la producción de orden público local y urbano. 
 
CONCLUSIONES 
En este capítulo se ha centrado la atención en abordar los aspectos políticos que sirven de 
base a la configuración de la ciudad del capital y la forma de construcción de lo público en 
función de la dinámica propia del mercado. En este sentido, el fortalecimiento de la estructura 
administrativa y la autonomía política de las ciudades en el marco de los flujos de economía 
mundial promueve la competitividad entre territorios y ciudades. En este esquema, la 
construcción de lo público está definida por las demandas de producción de rentas y los flujos de 
inversión ante la cual, los discursos democráticos del periodo de transición cobrarían un carácter 
reforzante y legitimador del fuerte influjo modelador de la espera económica privada sobre lo 
público. La gobernabilidad democrática, como aparente esquema de deliberación y participación 
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ciudadana en la toma de decisiones política, sería la base para la construcción de un orden 
público urbano, cuyo principal desafío, -la seguridad ciudadana y la convivencia-, aparece como 
presupuesto sine qua non para el logro del desarrollo humano en el marco del proyecto 
económico capitalista anclado en la ciudades.  
En este escenario aparecen los actores de ayuda y cooperación internacional, como los 
encargados de dar forma al cumplimiento de los lineamientos de política global del 
neoliberalismo en los diferentes países de América Latina y, por supuesto Colombia. Esta 
intervención estará orientada, en sus diferentes momentos, a tanto para la configuración de 
formas de administración e ingeniería pública para el desarrollo urbano, como a la intervención 
de la pobreza urbana, promoviendo enfoques integracionistas bien desde la regularización de la 
propiedad, la provisión de servicios públicos, la dotación de infraestructura de asistencia social, 
con miras al mejoramiento de la calidad de vida de la población de más bajos recursos. En este 
contexto, estos lineamientos de política internacional quedarán plasmados en los diferentes 
programas y proyectos de mejoramiento barrial y urbano que se implementarán en Colombia 
desde la década de los 70, incluyendo, particularmente, a partir de los 90 enfoques de 
participación y gestión para seguridad ciudadana en estos esquemas de intervención. 
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CAPÍTULO 3 – BOGOTÁ: EVOLUCIÓN URBANA Y 
CONTEXTO POLÍTICO 
 
3.1. PROBLEMÁTICA DE LA CIUDAD INFORMAL EN BOGOTÁ 
Bogotá al igual que otras ciudades de América Latina, sufre cambios radicales en su la 
morfología a lo largo del siglo XX. Esta ciudad, que ha sido nodo de tensiones en la 
consolidación del modelo de desarrollo capitalista en Colombia, sigue sufriendo los efectos del 
conflicto armado y social interno, a la vez que de la migración masiva de habitantes de zonas 
rurales a los principales centros urbanos del país. Con todo esto, las ciudades colombianas y 
especialmente, Bogotá, experimentan los mismos rasgos que la mayoría de ciudades de América 
durante el siglo XX: desorden, segregación, deterioro –urbano y ambiental- y expansión no 
planificada en sus territorios, lo que conlleva, a su vez, dinámicas de inequidad, desigualdad, 
exclusión, marginalidad, desocupación y pobreza –miseria- urbana. 
 
3.1.1. ANTECEDENTES 
Según criterios de ordenamiento del territorio, que aún perviven en la ciudad, Bogotá nace 
a la luz de las ordenanzas coloniales del siglo XVI para la fundación de ciudades. La 
conformación de una malla reticular con calles y carreras, una plaza mayor con iglesia, solares y 
lotes que ocupaban la cuarta parte de una manzana y la plaza menor para las actividades de 
mercado, fueron normas para la diseño de la ciudad, que más adelante en el siglo XVII dieron 
paso a la conformación de los primeros cuarteles y barrios alrededor de la parroquia de la 
catedral. Con la república, la ciudad conservó su forma y diseño urbano compacto y de baja 
altura, rodeada por las haciendas destinadas para la explotación agrícola. Entre 1832 y 1907, la 
ciudad creció a un ritmo lento pasando de ocupar 170 a 306 hectáreas (Martínez, 2007, p. 10), y 
los sectores de población popular empezaban a definir dinámicas de asentamiento alrededor de 
inquilinatos o tiendas de habitación, que proveían alojamiento a familias enteras, en condiciones 
muy precarias de salubridad. Las tendencias de crecimiento en la ciudad para la segunda mitad 
del siglo XIX se orientaron hacia el sur oriente tomando como límite el río San Cristóbal, gracias 
a la tradición de oficios artesanales que allí se desarrollaba. Posteriormente, en este mismo 
periodo, serían Chapinero hacia el norte por la actual carrera séptima, y el predio de Paiba, hacia 
el occidente por la actual calle 13, los destinos de expansión de la ciudad. En estos sectores se 
establecerían los primeros “Barrios Obreros y de gente pobre” para cuya construcción la ciudad 
destinaria recursos a principios de siglo XX23. En términos normativos, las primeras ordenanzas 
                                                 
23
 A partir de los cambios producidos en Bogotá con la conformación de una clase trabajadora en una ciudad, 
incipientemente, industrial durante los primeros años del siglo XX, aparecen las primeras acciones de adaptación y 
asimilación de las problemáticas de pobreza urbana relacionadas con las clases migrantes del campo a la ciudad y la 
creciente clase obrera. Siguiendo a Noguera (1998) para principios de siglo XX en ciudades como Bogotá y 
Medellín, será el higienismo y la confianza en la capacidad transformadora de la educación, las estrategias que 
decantarán en el establecimiento de barrios obreros, como forma de adecuar el hábitat humano en función de 
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de la república para el ordenamiento de la ciudad datan de 1863, año en que se expide la Ley 
orgánica de la ciudad, que dividió el territorio en 4 distritos parroquiales, a saber: la Catedral, las 
Nieves, San Victorino y Santa Bárbara (Marínez, 2007, p. 14).  
Durante la primera mitad del siglo XX, la ciudad crecerá a un ritmo vertiginoso pasando 
de 306 hectáreas construidas en 1907 a 5000 hectáreas a finales de la década de los cuarenta 
(Marínez, 2007, p. 18 – 21),  marcando el paso acelerado de un modelo de organización social, 
política, económica y cultural en torno a lo rural, a uno, eminentemente, urbano. Esto demandó el 
desarrollo de procesos de planeación urbanística24 y de infraestructura en servicios Públicos y 
transporte. De esta misma década data el primer asentamiento popular-obrero, en el barrio 
“Antonio Ricaurte”. Siguiendo a Cardeño (2007),  la década de los años veinte del siglo pasado 
en Bogotá, sería una década decisiva en la conformación del espacio urbano moderno de la 
ciudad, puesto que tendrían lugar tres procesos, a saber:  
(1)“El rompimiento con el trazado de la ciudad colonial, que se manifiesta al observar la 
disposición y el área de las manzanas en los barrios más antiguos [...] mientras en los barrios 
más recientes están subdividas en varias unidades para aprovechar mejor el espacio, 
procurando una mayor aglomeración de unidades prediales con el fin de obtener una ganancia 
económica que beneficia a los agentes urbanizadores”;  
(2) La consolidación de la ideología urbana modernista propia del urbanismo inglés de la 
época a partir de la propuesta de los higienistas, que proponían para Bogotá la superación del 
caos de una ciudad carente de sistemas de saneamiento básico, a través de la transformación 
del espacio público urbano, en el cual “San Victorino –la oveja negra de los barrios 
bogotanos- es otra vez lo dantesco, lo apocalíptico, lo piramidal” parecía ser la encarnación de 
                                                                                                                                                              
condiciones de saneamiento e higiene tanto en el espacio urbano como en la higiene personal de los pobladores. Este 
proceso de higienización de las ciudades que tendría lugar en Europa desde el siglo XVIII, llega a Colombia y, 
particularmente, a Bogotá a finales de siglo XIX, y apuntó “al saneamiento de los sectores más pobres de la ciudad, 
su reacomodamiento (expulsión del centro de la ciudad y de ciertos lugares que se dedicarán a la construcción de 
parques, bulevares, avenidas, etc.) y la construcción de “barrios obreros” y “ciudades jardín” para empleados” (p. 
189). En su origen, la emergencia de enfermedades asociadas al desaseo y las bajísimas condiciones de bienestar en 
que habitaban sectores enteros de pobladores en asentamientos como el célebre Paseo de Bolívar, ubicado entre la 
Quinta de Bolívar y el Barrio Egipto, y que serían a su vez víctimas representativas de la peste de gripa que afectó a 
la ciudad en 1918, alarmaron a la sociedad del momento sobre la necesidad de enfrentar el problema del desaseo y la 
precariedad, comenzando por la vivienda de los obreros, artesanos, y demás miembros de la clase trabajadora y 
pobre de la época. La vivienda obrera, expresión de la aspiración modernista de la ciudad industrial naciente, debería 
brindar a la clase baja trabajadora una opción higiénica y estética, que exaltara el espíritu del trabajo y los valores de 
familia, en un ambiente de bienestar, lejos de los vicios y la promiscuidad, con lo cual la higienización no solo se 
surtiría sobre el espacio habitado, sino sobre la moral de las familias. Los primeros barrios obreros en Bogotá 
surgirían a partir de un ordenamiento uniforme y homogéneo en la configuración de espacios comunes y 
habitacionales, en que estarían bien representadas instituciones religiosas y políticas de las comunidades, que pronto 
darían paso al tradicional proceso de expansión de los mismos por técnicas de loteo y construcción informal. 
24
 En 1925 fue diseñado el “Plan Futuro” como primer Plan de Desarrollo Urbano para la ciudad, y con el objetivo de 
controlar el crecimiento urbano y dar forma a la ciudad.  Durante la década de los veinte, y a partir de la creación de 
la Secretaria de Obras Públicas Municipales y el Departamento de Urbanismo de Bogotá, adscrito a esta secretaría, 
se realizaron los primeros intentos por establecer un “Plan regulador” y un “Código Urbanístico”, para la ciudad. 
Bajo la influencia de personajes como Karl Bruner, Alfredo Bateman, Jorge Soto y Le Corbusier, además de la 
Sociedad Colombiana de Arquitectos, entre los años 1930 a 1960, la ciudad va a definir criterios de planeación 
urbana, además de las primeras estrategias de zonificación, diseño de vías y planes de valorización. 
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la ciudad colonial que no lograba contener la fuerza del proceso de urbanización del 
momento; y  
(3) Bogotá es receptora del avance tecnológico del momento representado en la llegada de los 
primeros automóviles, con esto la ampliación de las vías para el transporte que comunicaba la 
ciudad con la región, y la consolidación de un área de incipiente industrial sobre el occidente 
la ciudad.” (Cardeño, 2007, p. 28-29) 
Este proceso de modernización, rápidamente, se tornará en la instalación de medios de 
producción industriales que localizados  
“[...] en aquellos sitios que contaron con dinero suficiente, una red mediana de medios de 
comunicación, una mano de obra abundante y un sector de población moderno, educado y 
pujante [...] El desarrollo industrial de Bogotá durante los años treinta y cuarenta permite la 
creación de nuevas fuentes de empleo, el establecimiento de un sector de obreros industriales 
y una nueva dinámica económica.” (Cardeño, 2007, p. 29),  
con lo cual queda listo el escenario para el crecimiento acelerado de la ciudad después de 
la mitad del siglo XX.  
Para el final de los años cuarenta, ya se pueden apreciar los rasgos del proceso de 
poblamiento masivo de la ciudad en que los nuevos pobladores solucionan su necesidad de 
vivienda y sobrevivencia, sin consultar estándares de urbanismo ni normatividad para la 
ocupación del suelo25. Los esfuerzos en política por suplir la necesidad de vivienda en la ciudad 
fueron enfrentados a través de la creación de la Caja de Vivienda Popular (1942, en remplazo del 
Instituto de Acción Social) y la creación del Instituto de Crédito Territorial (1938), instancias a 
través de la cuales antes de empezar la segunda mitad del siglo, se inaugura en el país, una 
política de vivienda popular, cuyos esfuerzos no serían suficientes para poner orden al 
desbordado crecimiento de Bogotá en las décadas subsiguientes. 
Así las cosas, para mitad de siglo XX, el gobierno de la ciudad ya reconocía la existencia 
de desarrollos urbanos informales, como consecuencia de los profundos cambios sufridos por la 
ciudad en décadas anteriores. La masiva migración de población del campo a la ciudad debido, 
fundamentalmente, al proceso de industrialización en Colombia y la violencia política, hicieron 
que Bogotá sufriera cambios dramáticos en su composición demográfica y morfológica en menos 
de una década. Uno de esos principales cambios fue el surgimiento de nuevos asentamientos con 
rasgos de marginalidad, precariedad, ilegalidad y/o subnormalidad, -entre otras denominaciones-, 
ubicados en la periferia de la ciudad, producto de “[...] un gran crecimiento demográfico cuya 
consecuencia principal fue la creación e intensificación de tugurios, barrios clandestinos [...]”, y 
con graves rasgos de “[...] hacinamiento, promiscuidad, problemas de tránsito, de educación, de 
salud y por sobre todo [de] la necesidad urgente de vivienda para alojar a una gran masa humana” 
(Peña, 2008, p. 187). 
                                                 
25
 En el periodo 1928 a 1938, la construcción de viviendas populares solo representó el 28% del total de viviendas de 
Bogotá, situación que entre 1938 y 1951, cambia con el aumentó a un 54.10%. Para 1958, Bogotá aporta al déficit de 
vivienda en el país el 30.5% de 260.000 calculadas en total, es decir, cerca de 79.300 viviendas, por ello no es 
extraño que para el final de la década de los cincuenta empiece “a ser reiterativo en la prensa capitalina el hablar de 
“El drama de los barrios fantasmas, marginales o subnormales” (Martínez, 2007, p 29 – 30).  
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Durante los años cincuenta, las áreas desarrolladas con vivienda popular y gran parte de 
los asentamientos informales, profundizaron las tendencias de urbanización y se ubicaron al sur 
de la ciudad, extendiéndose por las faldas de los cerros orientales, especialmente, hacia San 
Cristobal al sur-oriente y al sur del Rio Tunjuelo. Hacia el norte la ciudad ya llegaba a la calle 95 
y el trazado de las calles 13 y 80, marcó la tendencia de expansión de la ciudad hacia el 
occidente. En 1954 se anexaron a la ciudad los municipios de Usme, Usaquén, Fontibón, Bosa, 
Engativá y Suba, integrándose, urbanísticamente, la periferia de estos municipios, que para 1970 
ya habían generado conurbación en los casos de Usaquén, Bosa y Engativá.  
 
3.1.2. LA TRANSFORMACIÓN RADICAL DE CIUDAD 
Así las cosas, siguiendo la tendencia del contexto de los países de América Latina, en 
Colombia la aparición y proliferación de asentamientos informales urbanos correspondió, 
principalmente, al proceso de urbanización masiva y explosiva vivida en el país a partir de la 
segunda mitad del siglo XX. Lo anterior, fue consecuencia de la transición rural – urbana, 
iniciada en la primera mitad del siglo XX, y el vertiginoso ascenso de las tasas de crecimiento 
poblacional, que se desarrollaron con mayor fuerza a partir de la década de los cincuenta. Entre 
1938 y 2005, Colombia pasó de tener un 29.1% de su población habitando en las ciudades, a un 
75%, con lo cual en menos de un siglo, Colombia pasó de ser un país rural a ser un país urbano 
(UEXCOL, 2007, p. 13).26  
Para el caso de Bogotá, la dinámica de crecimiento y expansión corresponden con la del 
país, además de estar determinada por la ascendencia e importancia política, económica y cultural 
de la ciudad desde la Colonia (Murad, 2003, p. 11). En este sentido, Bogotá fue una ciudad que a 
principios del siglo XX no superaba los 100.000 habitantes, que cincuenta años más tarde 
concentraba 715.250 habitantes pero que, según datos del DANE, para 2005 albergaba al 15.9% 
de la población del país equivalente a 6.840.116 de habitantes, con una tendencia, relativamente 
constante, en la próxima década (16,5% para 2020).27 Al observar la dinámica de la tasa de 
crecimiento total intercensal del siglo XX e inicios del siglo XXI se puede comprobar que, 
efectivamente, el periodo de mayor crecimiento poblacional de la ciudad es el trascurrido en el 
periodo intercensal 1951-1964 (Figura 2), lo cual corresponde con una dinámica de incorporación 
consolidación de suelo urbano en la ciudad, tendencia que tuvo como factor dinamizador al 
conflicto armado. Así mismo, la transformación demográfica causada por la reducción de las 
tasas de fecundidad y mortalidad, la migración de departamentos vecinos y la participación 
femenina en el mercado laboral, son factores que configuran el proceso de crecimiento 
poblacional acelerado de Bogotá a lo largo del siglo XX.  
                                                 
26
 Actualmente, la tasa de crecimiento poblacional ha descendido y su dinámica se explica en el crecimiento 
vegetativo más que en fenómenos de migración rural-urbana o entre ciudades. Igualmente, es relevante el nivel de 
crecimiento de la población urbana, según la cual en Colombia esta creció a una tasa media anual de 1,8% entre 1993 
y 2005, mientras que la población rural crece con tasas cercanas a cero (UEC, 2007, p. 26 -27). 
27
 Aun cuando habría que aclarar que el índice de primacía urbana de Bogotá (1,27 para 2005), es bajo si se le 
compara con ciudades como Buenos Aires, que para 2000 albergaba el 45.8% de la población de Argentina, o la 
Región Metropolitana de Santiago de Chile que para el mismo años contenía al 40,1% de la población del Chile 
(UEXCOL, 2007, p. 22).  
 47 
 
Figura 3 – Tasa de crecimiento total de población por periodos intercensales Bogotá D.C. 
 
 
Fuente: DANE, censos 1938, 1951, 1964, 1973, 1985, 1993 y 2005. 
 
 
Tabla 10 – Población censos Siglo XX – Bogotá 
 
Año Total  población 
1905 100.000 
1912 121.257 
1918 143.994 
1928 235421 
1938 330.312 
1951 715.250 
1964 1.697.311 
1973 2.861.913 
1985 4.236.490 
1993 5.484.224 
2005 6.840.116 
 
Fuente: DANE, censos 1938, 1951, 1964, 1973, 1985, 1993 y 2005 
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Figura 4 – Evolución de la ocupación del suelo urbano en la sabana de Bogotá 1943 a 1984 
 
1943 
Aprox 2.800 Has. 
1952 
Aprox 5.000 Has. 
1960 
Aprox 11.200 Has. 
 
1966 
----- 
1972 
Aprox 17.700 Has 
1984 
Aprox 23.000 Has 
 
Fuente: Ilustraciones Martínez (2007); Datos Torres, 2009, p. 112 
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Según datos de Torres (2009, p. 112), entre 1950 y 2000 la ciudad crecería en su suelo 
urbano en 22.574 hectáreas de las cuales 7.468 corresponderían a asentamientos informales, esto 
querría decir que el 33,1% del suelo urbanizado durante este periodo corresponde a suelo 
informal. Durante este periodo de tiempo la ciudad crecerá en extensión en mayor proporción en 
la década de los sesentas decreciendo paulatinamente hasta final de siglo. No obstante, esta 
evolución de los asentamientos informales en Bogotá, tuvo unas líneas de tendencia que marcan 
una participación creciente de los mismos en el total de suelo urbanizado en dicho periodo, por 
cuanto, durante la década de los cincuenta, el porcentaje de suelo urbanizado por procesos 
informales sería del 20,9%, mientras que para final del periodo, es decir, durante la década de los 
noventa, esta participación sería del 58.4%, superando por primera vez en cinco décadas el 
porcentaje de suelo formal.  
Tabla 11 – Extensión del suelo urbano formal e informal en Bogotá 1950 - 2000 
 
1950 - 1960 1960 - 1970 1970 - 1980 1980 - 1990 1990 - 2000 Total 
Crecimiento formal 
Has. 3.642 79,1% 4.983 76,7% 2.455 61,1% 2.514 65,7% 1.512 41,6% 15.106 66,9% 
Crecimiento informal 
Has. 960 20,9% 1.510 23,3% 1.564 38,9% 1.315 34,3% 2.119 58,4% 7.468 33,1% 
Crecimiento total 
Has. 4.602  6.493  4.019  3.829  3.631  22.574  
Fuente: Torres, 2009, p. 112 
Ahora bien, en relación con la ciudad informal, y su incidencia en la configuración de la 
Bogotá actual, tenemos que este esquema de segregación, palpable en la georreferenciación de 
estratos socio-económicos28, corresponde con las tendencias de localización de asentamientos 
urbanos informales en la ciudad. En efecto, las localidades que aportan la mayor cantidad de 
suelo incorporado a la ciudad a través del mercado informal de suelo para población pobre son 
Ciudad Bolívar, Bosa, Suba, San Cristóbal, Kennedy, Usme, Engativá, Rafael Uribe y Usaquén. 
En este sentido, y según datos de Torres (2009, p 112) cerca del 33,1% del total de suelo urbano 
de la ciudad habría sido incorporado a través de asentamientos informales, y en estos se 
concentraría el 29,9% de la población de la ciudad a 2011 (Datos SDP, Tabla 8). 
                                                 
28 Esto se puede profundizar en la Figura 5 ubicada más adelante en el apartado 3.1.3 
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Tabla 12 – Área de asentamientos de origen informal - 2011 
Localidad Nº Asentamientos Área Has Nº Lotes 
Población 
estimada 
Ciudad Bolívar 192 1308,64 75.335 406.809 
Bosa 279 922,54 55.820 301.428 
Suba 240 899,00 50.124 270.670 
San Cristóbal 161 873,83 34.197 184.664 
Kennedy 134 793,64 53.918 291.157 
Usme 180 763,82 43.460 234.684 
Engativá 98 550,58 30.778 166.201 
Rafael Uribe Uribe 125 434,32 28.271 152.663 
Usaquén 108 370,13 13.591 73.391 
Fontibón 65 219,12 11.568 62.467 
Chapinero 20 179,55 3.991 21.551 
Santa fe 24 160,45 5.884 31.774 
Tunjuelito 6 108,80 5.507 29.738 
Antonio Nariño 4 17,32 872 4.709 
Puente Aranda 9 16,63 401 2.165 
Barrios Unidos 2 0,77 77 416 
Teusaquillo 1 0,47 28 151 
Los Mártires 1 0,11 10 54 
Subtotales 1.649 7.619,72 413.832 2.234.693 
Fuente: SDP, Dirección de Legalización y Mejoramiento Integral de Barrios 
En el proceso de proliferación de asentamientos informales, ha sido determinante el papel 
de los urbanizadores informales, quienes se encargan del proceso de producción de ese suelo para 
el mercadeo a través del loteo localizado, generalmente, en las zonas de periferia de la ciudad, 
fuera de todo orden jurídico de regulación urbanística para su producción. Con esto, se genera un 
hábitat popular desarticulado y desintegrado al tejido urbano y desestructurado en su espacio 
público, que se constituye en el escenario perfecto y el caldo de cultivo para la reproducción de la 
pobreza urbana.  
Frente a esto, es relevante el nivel del déficit de vivienda en la ciudad, siempre que en 
Bogotá no ha habido una política sostenible de promoción de vivienda de interés social o 
prioritario, a lo cual se suma la falta de suelos para el desarrollo de macro-proyectos y la 
existencia de un mercado de precios de la vivienda demasiado altos por especulación en el 
mercado. Para el caso de Bogotá, según del censo de 2005 del DANE, el déficit de vivienda se 
acerca al 10% del déficit total del país, representado en 369.874 hogares en déficit de vivienda 
que a su vez corresponden al 19.2% del total de hogares de la ciudad, proporción que es superior 
en el caso de Colombia acercándose al 36,2% del número total de hogares del país. Por otro lado, 
del número de hogares en déficit de vivienda, el 76% presenta carencia de orden cuantitativo, 
relación que es inversa en el caso del país cuyo porcentaje de hogares con déficit cuantitativo de 
vivienda corresponde al 34.2%. Esto dejaría entrever la urgencia por dinamizar la oferta de 
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vivienda formal en Bogotá para población de escasos recursos, de modo que se intervenga 
directamente el mercado informal del suelo que suple la demanda generalizada por vivienda. 
Tabla 13 – Déficit de vivienda en hogares - Bogotá Censo 2005 
 
Total 
hogares 
Hogares en 
déficit % 
Hogares en 
déficit 
cuantitativo 
% 
Hogares en 
déficit 
cualitativo 
% 
Bogotá, 
D.C. 1.931.372 369.874 19,2% 282.678 76,4% 87.197 23,6% 
Colombia 10.570.899 3.828.055 36,2% 1.307.757 34,2% 2.520.298 65,8% 
Fuente: Datos DANE (COLOMBIA. Censo General 2005, Muestra Cocensal, Déficit de 
vivienda, Municipios) 
A propósito de esto, se corrobora la dinámica del déficit de vivienda en Bogotá, siempre que el 
análisis de hogares por tenencia de la tierra nos arroja una tendencia preponderante en respecto al 
arriendo o subarriendo, frente al cual la tenencia por Posesión sin título, propia de las prácticas de 
informalidad de los Hábitats Populares, pierde representatividad, y se deja entrever la 
reconversión del mercado de suelo urbano por su consolidación y compactación. 
Tabla 14 - Hogares por tenencia de la vivienda Bogotá 2008 
Bogotá Total hogares 
Propia 
totalmente 
pagada 
Propia la están 
pagando 
En arriendo o 
sub arriendo En usufructo 
Posesión sin 
título(ocupante 
de hecho) o 
propiedad 
colectiva 
Total % Total % Total % Total % Total % 
Total 2.108.649 805.712 38,2 226.283 10,7 891.070 42,3 156.356 7,4 29.227 1,4 
Fuente: DANE, Encuesta Nacional de Calidad de Vida – 2008, Cuadro 16. 
Ahora bien, entre otros factores que coadyuvan en la consolidación del mercado informal 
de suelo, son la dinámica competitiva de precios que puede ser ilustrada de la siguiente manera 
“[...] en los barrios de origen ilegal se están ofreciendo lotes con precios por M2 que oscilan entre 
$45.000 y $60.000 pesos, el área de los lotes está en un promedio de 72 M2 para un costo total 
que se encuentra en el rango de $3.240.000 a $4.320.000 pesos, la forma de pago generalmente es 
a 24 meses por lo tanto las cuotas no superan los $180.000 pesos,1/3 parte de un salario mínimo, 
convirtiéndose en un bien inmueble muy atractivo para cualquier persona de bajos recursos que 
quiere solucionar el problema de vivienda.” (Martínez, 2007, p 127). Frente a esto la oferta de 
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bienes inmuebles del mercado formal, plantea precios que redundan los 24.000.000 para 
residencias de entre 40 y 50 metros cuadrados29. 
 
3.1.3. INFORMALIDAD Y POBREZA URBANA EN BOGOTÁ 
Las tensiones de expansión de la ciudad originadas en las décadas de lo cuarentas a los 
setentas, y profundizadas por la expansión de la ciudad durante la segunda mitad del siglo XX, 
han dado como resultado la configuración de un espacio urbano claramente segregado, cuyos 
rasgos pueden ser seguidos en la georreferenciación reciente de barrios según estratificación de la 
ciudad, con lo cual, se encuentra una concentración de asentamientos de estratos 1 y 2 al sur de la 
ciudad, una alta concentración de estrato 3 en el centro-sur y centro-occidente de la ciudad, y 
estratos 4, 5 y 6 en dirección centro norte de la ciudad. Este patrón de segregación urbana y 
residencial en Bogotá determina un ordenamiento socio-espacial en que el cubrimiento en 
servicios públicos e infraestructura de la ciudad, la dotación de equipamientos comunitarios y de 
servicios, la accesibilidad y la calidad de la vivienda, mejoran según aumenta el estrato social del 
asentamiento. A lo anterior, hay que agregar que, en Bogotá el 84% de la población pertenece a 
los estratos 1,2 y 3 y solo los estratos l y 2 componen el 52% de la población de la ciudad, con lo 
cual y siguiendo la localización de estos estratos, se puede vislumbrar el alto nivel de densidad 
poblacional de estos asentamientos. 
Figura 5 – Estratificación socioeconómica Bogotá D.C. 2009 
 
Fuente: SDP, Dirección de estratificación   
                                                 
29
 Precios del momento del estudio del autor que al día de hoy han sufrido un aumento vertical. 
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Igualmente, es posible ubicar los índices de Necesidades básicas Insatisfechas según 
localidad de la ciudad, de manera que Santa Fe, San Cristóbal, Usme, Bosa, Kennedy, Suba, 
Rafael Uribe Uribe y Ciudad Bolívar son las localidades con mayor concentración de hogares al 
igual que personas con una o más Necesidades básicas insatisfechas (SDHT, 2011, p 22). En este 
sentido, en lo que tiene que ver con la lógica de localización de la pobreza urbana, se puede 
afirmar que la pobreza y las áreas de desarrollo informal coinciden con los patrones de 
localización de población y asentamientos más pobres según la Figura 4. Del mismo modo, es 
común a estos su localización, en los bordes de la ciudad, con lo cual queda abierta la posibilidad 
de expansión de estas localizaciones en un orden no planificado, profundizando las condiciones 
de exclusión y segregación socio espacial de los pobladores.  
En efecto, uno de los criterios de estimación de estas condiciones de segregación es el 
introducido por la encuesta de Movilidad de Bogotá, 2011, la relación entre tiempo promedio de 
viajes en Bogotá y el estrato social, de modo que es posible verificar como el promedio de viajes 
para una persona del estrato 1, es de 77,18 minutos, para el estrato 2, 64,98, para el estrato 3, 
57,99, para el estrato 4, 49,39, para el estrato 5, 46,05 y para el estrato 6, 40,08, con lo cual se 
verídica una dinámica decreciente en el tiempo de viajes en tanto aumenta el estrato social. 
Por otra parte, según datos del DANE (2012), el Índice de Pobreza Multidimensional- 
IPM30 como nueva metodología de cálculo, revela que para 2011 el 34,1% de las personas del 
país viven en condiciones de pobreza, siendo, sin embargo, en términos relativos menor el 
porcentaje de pobres que vive en las ciudades (30.3%) que el que vive en los sectores rurales 
(46.1%)31. En relación con la pobreza, el 10,6% de la población del país sufre esta condición, 
siendo, igualmente, mayor el porcentaje de pobres extremos en que habitan en el campo (22.1%, 
frente a un 7,0% que habitan en la ciudad). En relación con la desigualdad, el mismo informe 
establece que el índice de desigualdad en el país disminuye para 2011 en 1.2 puntos porcentuales, 
respecto al año anterior, ubicándose en un 54,8%, y es mayor la desigualdad en las ciudades 
(52.6%) que en ámbito rural (45.9%). 
El IPM para Bogotá, según un la Secretaría Distrital de Planeación (2011, p. 23) revela 
que en 2007, 432.883 hogares (21.8% del total) en Bogotá estaban en condición de pobreza. 
Según el mismo estudio, los resultados por dimensión estudiada reportan que el 67.7% de los 
hogares bogotanos presentan carencias de trabajo formal, el 37.7% en educación, el 25.9% en 
salud y el 6.5% en acceso a los servicios públicos domiciliarios y condiciones de vivienda, en el 
año 2007. Adicionalmente, cabe especificar que el 21.7% de los hogares de la ciudad presenta 
una condición de desempleo de larga duración, a la vez que el 5.5% de los hogares habita en 
hacinamiento crítico. Sin embargo, al revisar los datos de incidencia por dimensión, en relación 
con el subgrupo de hogares pobres, los porcentajes de incidencia aumentan, significativamente: 
para el caso del acceso al empleo formal se tiene que para 2007, el 96.1% de los hogares pobres 
adolecían de carencias en este aspecto. Los resultados del estudio de la SDP (2011) destacan 
                                                 
30
 Medida con base en 5 factores condiciones educativas del hogar, condiciones de la niñez y la juventud, salud, 
trabajo, y acceso a los servicios públicos domiciliarios y las condiciones de la vivienda. 
31
 Por supuesto en términos absolutos el comportamiento debe ser diferentes si se tiene en cuenta que según 
proyecciones del DANE, se estima que para 2011 el 75.8% de la población colombiana habita en ciudades. 
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como la dimensión de trabajo y sus indicadores son el factor más influyente en la pobreza de la 
ciudad, al igual que el consecuente incremento de la condición de informalidad que se agudiza en 
los hogares de la ciudad.   
Tabla 15 – Incidencia de privaciones por dimensión en porcentaje. Hogares pobres y total - 2007 
Dimensión Déficit Trabajo 
Déficit 
Educación 
Déficit 
Salud 
Déficit  
Condiciones de la 
niñez y la juventud 
Déficit  
Servicios públicos 
domiciliarios y 
condiciones de 
vivienda 
Total hogares 
pobres 96.1 84.7 63.7 73.9 20.8 
Total hogares 
Bogotá 67.7 36.6 25.9 37.0 6.5 
Fuente: Datos SDP, 2007, p. 37 
 
3.2. ANTECEDENTES Y CONTEXTO DE LA POLÍTICA DE 
MEJORAMIENTO BARRIAL Y URBANO 
Hasta la década de los 50, la visión marginalista de la pobreza urbana desadaptada y ávida 
de la redención modernista propia del barrio obrero, difícilmente, encontrará un lugar en los 
enfoques instrumentales de la arquitectura del diseño y un urbanismo funcionalista, en una ciudad 
regulada y organizada como unidad especializada con zonas según funciones y, por supuesto, 
según la delimitación del espacio que ocupa cada sector en la ciudad. El enfoque segregacionista 
de la ciudad funcional de la primera mitad del siglo XX, presentaba una ciudad reguladora de la 
vida de los ciudadanos en una sociedad divida según grupos sociales, y de la ciudad como reflejo 
de esa organización.32 A propósito de las áreas de desarrollo informal de la ciudad de aquel 
entonces, se puede entender siguiendo a Martínez (2007, p 35), que la configuración del diseño 
de ciudad propuesta por Le Corbusier, definió unos límites perimetrales para la ciudad que no 
contenían muchos de estos asentamientos y que revelan el enfoque marginal dado a los mismos, 
en cuanto se reconoce la necesidad de intervenir estos asentamientos en términos de servicios y 
obras sociales “para que aquellos núcleos de habitación tengan su vida propia sin interferir para 
nada en el desarrollo de la ciudad”. La problemática de ciudad representada en los asentamientos 
informales y la pobreza en ellos vivida, hasta allí es casi que vista como una realidad extramuros 
de una ciudad percibida dentro de la racionalidad de los planeadores de mitad de siglo. 
 
3.3.1. UNA CORTA TRAYECTORIA DE ERRADICACIÓN 
Avanzando en la década de los cincuenta, las problemáticas de la explosión urbana en 
América Latina, fueron vistas a la luz de los discursos de la posguerra sobre el desarrollo que se 
                                                 
32
 A propósito se puede consultar la experiencia de la Escuela de Ecología Urbana de Chicago. 
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encontraban en boga, y en los cuales el desarrollo urbano empezaba a ser entendido como parte 
fundamental del desarrollo económico del país. A la par, parece masificarse también el discurso 
mismo de la pobreza poniendo nombre y definiendo el fenómeno a partir de un estándar 
construido en el seno de la sociedad capitalista del primer mundo. A partir de este momento la 
sociedad aglomerada en las ciudades, no tendrá más causa que ir tras las conquista de la pobreza, 
a través de un desarrollo que se traduce en crecimiento económico y progreso en el contexto del 
mercado. Esto es lo que describe Escobar (2007, p. 48 - 49), como el momento en que los 
discursos bélicos de la primera mitad del siglo XX, superados con el comienzo de la distribución 
del mundo en dos polos político-económicos y la inauguración de la guerra fría, dan paso al 
surgimiento del campo social en el escenario del tercer mundo y los discursos de guerra contra la 
pobreza. 
A propósito de esto, el informe de la Misión Currie, Bases de un programa de fomento 
para Colombia (1951), puso en el centro del debate a las ciudades como base del proyecto de 
desarrollo económico y social del país. Así pues, la marginalidad, el crecimiento desbordado de 
las ciudades y la carencia de vivienda para la población inmigrante y emergente en las ciudades, 
se planteaban como una urgencia a resolver para lograr la evolución de la estructura socio-
económica de las ciudades en Colombia, sin la cual el desarrollo no sería posible. A la luz de 
estos postulados se registra un primer antecedente de acciones para el mejoramiento en Bogotá a 
partir del convenio firmado entre el Centro Interamericano de Vivienda y Planeamiento Urbano -
CINVA33- y el Instituto de Crédito Territorial en 1951. Bajo la lógica de planeación integral –
planeación urbana y económica-, y a la luz de las recomendaciones de organismos de 
cooperación estadounidense, el esquema de intervención planteado por el CINVA, propuso como 
objetivo la solución de los problemas urbanos y la promoción del desarrollo modernizador y 
progresista, a partir de un esquema de planeación que integraba la intervención de planificadores 
urbanos, comunidad y gobierno.  
La estrategia del convenio incluyó acciones para el mejoramiento y rehabilitación de 
Barrios, y la erradicación y prevención de tugurios, concentrando sus esfuerzos en lograr la 
superación del déficit de vivienda a través de la investigación en tecnología para la reducción de 
costos de producción y formación orientados a la autoconstrucción. A lo anterior, se sumaron 
acciones de un fuerte componente social que buscó fortalecer competencias en las comunidades 
para auto-gestionar su desarrollo a partir de la participación y acción comunal, y así garantizar y 
consolidar la inserción de esta población en las lógicas de progreso y de mercado. Siguiendo a 
Peña (2008, p. 189), se puede concluir a propósito de la importancia de la acción comunal en el 
proyecto de autoproducción de viviendas y desarrollo progresivo jalonados en Bogotá y 
Colombia por el CINVA que “la participación de las comunidades sería no solo un elemento a 
incluir en los programas sociales de gobierno, sino uno de los pivotes de producción de ciudad” 
en aquellas décadas.34  
                                                 
33
 Centro de formación de profesionales y técnicos nacido por la iniciativa de la Organización de Estados 
Americanos y su Programa de Cooperación Técnica, que opero con sede principal en Colombia desde 1952 hasta 
1974. Las acciones de esta alianza en Bogotá tuvieron lugar en barrios Quiroga, Inglés, Los Laches y Bello 
Horizonte, y en Cali en los barrios Periquillo y Siloé. 
34
 A propósito de esto es expedido el Estatuto Orgánico de la Acción Comunal en el Distrito Especial de Bogotá 
(Acuerdo No 4 de 1959) y en el cual se plasma la idea de la participación comunitaria, como motor de la 
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Con este recorrido, la erradicación de tugurios y la integración de la población al modo de 
vida industrial urbana, se posicionan como alternativa de intervención de los asentamientos 
precarios e informales. En Bogotá, las estrategias basadas en el traslado de población de tugurios 
a asentamientos modernos y adecuados, y la oferta de vivienda para sectores populares a precios 
asequibles, fueron estrategias que se agotaron en breve dado lo avasallador del fenómeno de 
urbanización de la ciudad durante los cincuentas y sesentas del siglo pasado. Acciones como la 
emprendida por el Alcalde de Bogotá, Virgilio Barco Vargas (1966-1969), en que se promueve la 
creación de vivienda popular para enfrentar la proliferación de invasiones y asentamientos 
ilegales, como estrategia de “sustitución de tugurios” a través del establecimiento de un fondo 
administrado por la Caja de Vivienda Popular o los esfuerzos realizados por el Instituto de 
Crédito Territorial son representativas de esta etapa.  
Así las cosas, ante la precaria oferta oficial de alternativas de vivienda social o popular, en 
términos de política, se produce una prolífica producción de marcos normativos para la 
legalización35 y regularización de nuevos asentamientos. Así pues, para finales de los sesentas, 
estaba claro que la realidad de la ciudad no daba espera, y eran necesarias acciones de ajuste y 
asimilación de los procesos en marcha, aun cuando estas se dieron sin una visión de fondo sobre 
la realidad de los territorios. Esta dinamización de los procesos de legalización de asentamientos 
desde los sesentas, fue una alternativa que, probablemente, profundizó la dinámica de migración 
marcando el rumbo de muchos otros pobladores que atraídos por el proceso de masiva 
legalización, se establecieron de modo informal en territorios dentro y fuera del perímetro de la 
ciudad.  
 
3.3.2. INTEGRACIÓN COMO PARADIGMA PARA LA CONFIGURACIÓN 
DEL ESPACIO URBANO EN BOGOTÁ 
En adelante, la integración de estos asentamientos y sus pobladores a la ciudad por vía de 
la legalización y regularización del espacio urbano por ellos conformado, será la principal, 
estrategia de abordaje de la problemática del surgimiento de ciudad informal a partir de tres 
acciones básicas de intervención, a saber: la habilitación, que contempló la dotación de servicios 
públicos mínimos, provisionales colectivos, a la par que vías, como elementos básicos para la 
subsistencia en el asentamiento y su integración a la ciudad; la legalización, que consolidó la 
existencia del asentamiento al reconocerlo como incorporado al suelo urbano de la ciudad; y la 
regularización que, finalmente, instala los elementos dotacionales, de servicios e infraestructura, 
con los cuales el asentamiento consolidará su carácter urbano36. A la luz del enfoque 
                                                                                                                                                              
rehabilitación social y física en el entorno barrial y urbano, partiendo del acceso a la vivienda digna como acción 
básica de mejoramiento. 
35
 Durante la década de los sesentas se expidieron normas de orden distrital para permitir la legalización, a través de 
la regularización, concepto que por primera vez aparece en una norma de ordenamiento urbano (Acuerdo Distrital 22 
de 1963) que se dirigía a asentamientos con carencias de legales de titularidad y elaboración de planos o, también 
llamados, Barrios de Desarrollo incompleto, lo cual generó en la ciudad un proceso de masiva regularización e 
integración de asentamientos, al arbitrio de los alcaldes y autoridades del momento. 
36
 La normativa que introdujo estas acciones fue el Acuerdo Distrital 21 de 1972, que introduciría el Plan de 
mejoramiento de áreas de Desarrollo Incompleto, como el primer plan para el manejo de asentamientos de origen 
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integracionista de la época aparecerán para entonces las primeras experiencias de mejoramiento 
barrial y urbano en Bogotá con el Programa Integrado de Desarrollo Urbano Zona Oriental de 
Bogotá D.E. –PIDUZOB- (1972), que será abordada más adelante, y que introduce acciones de 
intervención de infraestructura vial, redes de servicios públicos y equipamientos comunitarios y 
de servicios en los territorios de asentamientos del oriente de Bogotá. Esta línea de desarrollo 
urbano, que buscó la integración de asentamientos informales desde la intervención físico-
espacial, se replicará en la experiencia Programa Integral de Desarrollo Urbano - Ciudad Bolívar 
(1984), está vez, en esta zona del extremo sur de la ciudad. 
Así las cosas, a partir de la década de los setentas esta visión integracionista37 de las 
ciudades en Colombia, afrontará serias vicisitudes, en su ánimo por establecer un ordenamiento 
del territorio en el contexto de una ciudad, crecientemente, informal, si se tiene en cuenta que, 
aun cuando, a partir de 1970 el ritmo de crecimiento de la ciudad decrece, sucede lo inverso con 
la participación de los asentamientos informales, que entre 1990 y 2000 aportarían 58,4% del 
total del crecimiento en extensión de la ciudad (Tabla 11, p. 50). En efecto, el periodo compuesto 
por las tres últimas décadas del siglo XX en Bogotá, estará marcado por cambios trascendentales 
en el orden político, económico y social de la época. El primero de estos, será un caldeado 
panorama social en que para inicios de la década de los ochenta, Bogotá ya lograba buena parte 
de su proceso de expansión sobre la sábana de Bogotá y se consolidaba con la primera ciudad del 
país con más de 4 millones de habitantes. En esta, la llamada década pérdida, América Latina, y 
por supuesto Colombia, afrontarían cambios trascendentales de orden mundial. La caída del 
socialismo en Europa, la crisis del endeudamiento, el declive de las dictaduras y la incursión en la 
apertura económica internacional, de la mano de la instauración del neoliberalismo, y la 
liberalización de los mercados, serían cambios determinantes en los regímenes políticos y 
económicos de los países de la región. A la par, en Colombia, asciende el fenómeno de la lucha 
insurgente, que en lo político se traducirá en la persecución y eliminación de un amplio sector 
izquierda, en un escenario atizado por la consolidación del problema del narcotráfico que 
empezaba a sentar las bases del paramilitarismo, problemáticas que reafirmarían el carácter 
                                                                                                                                                              
informal en Bogotá. Estos conceptos posteriormente, serían recogido por el Acuerdo 7 de 1979 - Plan de Desarrollo 
Integrado de Bogotá. 
37
 En efecto, en la configuración de este enfoque quedarán plasmados, en su momento, los discursos de la Política de 
Hábitat, cuyos principales antecedentes se encuentran en las Conferencias Hábitat I, (Vancouver 1976) y Hábitat II, 
(Estambul en 1996). De ellas se deriva principalmente, el reconocimiento al Derecho a la Vivienda como ejercicio 
práctico para la realización del Derecho a una vida digna. En la declaración suscrita por Colombia en esta última 
conferencia, los países firmantes se comprometen con el enfoque de Política de Hábitat, en el sentido de implementar 
“[…]  planes de acción locales, nacionales, subregionales y regionales, y otras políticas, y programas elaborados y 
ejecutados en cooperación con la partes interesadas a todos los niveles y apoyados por la comunidad internacional, 
teniendo presente que el ser humano es el centro de interés de las cuestiones relativas al desarrollo sostenible, entre 
ellas la vivienda adecuada para todos y el desarrollo sostenible de los asentamientos humanos, y que tienen derecho a 
llevar una vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza.” En esta declaración, se definen las bases para el 
emprendimiento de acciones de política pública para la provisión de espacios físicos adecuados a la vez que para la 
provisión de condiciones que garanticen la vida productiva estable, equitativa y segura. En este sentido, la 
integración de los asentamientos humanos sostenibles debe incluir el acceso a servicios básicos e infraestructura, así 
como la promoción de alternativas productivas y el mejoramiento de asentamientos informales, como vía para la 
superación de las carencias de oferta y calidad de vivienda en el marco de la reivindicación de este derecho. 
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violento del país, que permearían todos los sectores de la sociedad colombiana, y por supuesto las 
ciudades.  
En un segundo nivel, se puede afirmar que el país se preparaba para los cambios que se 
consolidarían en la década de los noventa, cambios que en, materia de desarrollo urbano, son 
expresión de las reformas estructurales introducidas por la banca y organismos Internacionales, 
que como se planteó anteriormente, difunden una idea de gobernanza asociada al fracaso de un 
modelo de cooperación para el desarrollo, cuyo falla principal, según estos organismos, fuera la 
desadaptación institucional y gubernamental de los Estados. Estos cambios se basan en la 
necesidad de una arquitectura institucional y normativa que permita agilizar y hacer más 
eficientes los procesos burocráticos, descongestionando las instancias centrales del Estado y  
llevando el ejercicio gubernamental a la escala territorial, estimulando la participación activa de 
los ciudadanos como agentes de los procesos de desarrollo, y flexibilizando la regulación de 
Estado sobre el mercado. Estos postulados se traducen para el desarrollo urbano en dos temas 
fundamentales que empiezan a ser importantes a partir de esta década, que son: (1) la 
descentralización municipal, cuya vocación democrática propia del periodo de transición en 
América Latina, apela al fortalecimiento de municipios como estrategia de construcción de 
gobernabilidad a nivel local y acercamiento del gobierno a los ciudadanos, (2) la introducción de 
la reforma urbana, cuyo objetivo central será la reglamentación de la oferta de suelo en la ciudad, 
los mecanismos de expropiación y mecanismos de acceso a vivienda para población de bajos 
ingresos. 
En este sentido, y en un tercer nivel de factores, habría que añadir, sin embargo, que 
durante, el periodo trascurrido entre 1950 y 1980, la legislación nacional y distrital buscaría 
establecer regulaciones sólidas para el Ordenamiento del Territorio Urbano y la regulación del 
crecimiento urbano,  y desde la década de los sesenta se registran intentos fallidos por lograr una 
regulación para el desarrollo equilibrado que contenga y resuelva los problemas de las ciudades 
superpobladas, deterioradas, desordenadas y empobrecidas. Estos intentos, tal y como lo explica 
García (2008, p. 477), no tuvieron asidero por (1) las implicaciones político-ideológicas que en 
su momento traía introducir reformas semejantes a las vividas por Cuba en el mismo periodo, (2) 
la afectación de los intereses de terratenientes urbanos, especuladores y urbanizadores piratas, 
representados en altas esferas del poder legislativo y ejecutivo38, y (3) la inminencia de un 
conflicto socio-político derivado de la reforma urbana, en el momento de una frágil calma 
lograda tras los años de la violencia.  
                                                 
38
 En efecto, por ejemplo, durante la década de los ochenta se expedirán normas (Acuerdo No 1 de 1986) tendientes a 
acelerar los procesos de urbanización y legalización de zonas informales de la ciudad, bajo la lógica de una dinámica 
política de apadrinamiento por parte de miembros de Consejo de la ciudad que, a pesar de impulsar procesos de 
control y sanción a los urbanizadores piratas, estimulan los procesos de ocupación informal bajo la promesa de una 
pronta legalización de los territorios ocupados, por vía de acuerdos del mismo Consejo. Esto claramente, duplicó y 
usurpó las funciones de investigación y planeación atribuidas al Departamento Administrativo de Planeación 
Distrital en materia de urbanización de la ciudad, pero además desconoció las regulaciones establecidas por la 
Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá – EAAB- en relación con el perímetro de servicios de la ciudad. 
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Así pues, antecedentes normativos de ordenamiento urbano como el Acuerdo 7 de 1979 y 
el Acuerdo 6 de 1990, en realidad tendrían un alcance real muy limitado, orientándose a ordenar 
la ciudad según una zonificación clásica de planeación urbana funcionalista, pero en el cual se 
proyectó una idea de planeamiento económico en torno a un orden físico global en que la alianza 
público-privada sería el elemento dinamizador (Cortés, 2007, p. 165). Por supuesto, esto articuló 
muy bien con la dinámica de activación del mercado inmobiliario y la implantación del sistema 
de Unidad de Poder Adquisitivo Constante – UPAC, con la cual el mercado de vivienda queda 
definitivamente anclado en el sistema de capital financiero. Con la consolidación de este enfoque 
los “Tres actores sociales, siempre beneficiados por el desarrollo urbano, a partir de tal momento 
operarían sinérgicamente con el aval del gobierno colombiano como los actores principales del 
sistema de vivienda: constructores, propietarios y financieros, beneficiándose de la creciente 
demanda por el suelo y la vivienda” (Echevarría, 2003, p. 5). En relación con los asentamientos 
de población de bajos recursos, con este enfoque se instaura el impulso a las formas de 
financiación a una oferta organizada y estimulada por la autoconstrucción, en cuyo eje aparece el 
poblador como nuevo actor del desarrollo urbano, pero no necesariamente como beneficiario real 
en la distribución de la renta producida por la ciudad y el sector privado, como verdadero agente 
de las transformaciones, funcionaliza la participación de la mano de obra como factor de 
activación del mercado de la construcción. 
Así las cosas, la consolidación de la ciudad como espacio económico en este marco, 
estaría determinada por la clara diferenciación y especialización de roles entre el Estado y la 
iniciativa privada. Esta diferenciación se plasma, claramente, en el posicionamiento del 
paradigma de lo urbano como forma organización de la sociedad moderna por excelencia, con lo 
cual las preocupaciones del desarrollo urbana abordarán tomas de empleo, vivienda, desarrollo 
industrial y el desarrollo de la infraestructura urbana correspondiente, con lo cual estas 
preocupaciones se desplazarían del sector público al sector privado. Así las cosas la producción 
de ciudad se concentrará en la producción material de espacio urbano representado en las obras 
públicas y privadas, y la instauración de la lógica de merado que define usos y urbaniza espacio 
según las dinámica de oferta y demanda. Así las cosas, en materia de planeación, las tareas 
centrales en relación con la construcción de ciudad, serán la provisión de servicios públicos de la 
ciudad y la expansión de su cubrimiento, además de la construcción de un marco normativo que 
se ocupe de facilitar el proceso de urbanización del suelo de la sábana y la actividad constructora. 
No en vano, desde los setentas, el sector de la construcción será promovido como “el sector” 
jalonador de la economía. Según Cortés (2007)  
“El capítulo de instrumentación de la planificación integral en Bogotá, representada en el 
Acuerdo 7 de 1979, está caracterizado por conservar el raciocinio económico como base del 
planeamiento, pero en una versión casi autónoma respecto al modelo de desarrollo. Las 
consideraciones macroeconómicas (costos de urbanización, industria líder, etc.) son 
parcialmente sustituidas por un análisis de “la realidad” del proceso de construcción de la 
ciudad, es decir, por la aceptación tácita de un nuevo rol para la acción planificadora en un 
etapa caracterizada por la mercantilización del espacio urbano y por la industrialización de 
una fracción importante de su producción y de los procesos de su transformación. La 
planeación –y, en rigor, las decisiones de planeación- se fundamentó en las “leyes” del 
mercado inmobiliario, en la integración a los procesos de valorización y en la desintegración 
efectiva de sí misma, corroída por la expectativa del inversionista (privado o público) de 
obtener la máxima renta” [el] Acuerdo 6 de 1990, [es] presentado en su momento como “la 
 60 
 
continuidad lógica” del Acuerdo 7 de 1979 […] introdujo –dentro de la misma corriente de 
planificación- algunos elementos nuevos que caracterización un momento definitivo en la 
desregulación de la producción del espacio urbano y en la entrega sistemática de las “riendas” 
del desarrollo urbano al sector privado […] la reflexión urbanista, […] sumergida en un mar 
de regulaciones y preceptos jurídicos, y que le ha impedido percatarse de las nuevas 
condiciones que la industria de la construcción ha impuesto al proceso de crecimiento y 
transformación de la ciudad” (p. 168).  
 
3.3.3. ORDENAMIENTO TERRITORIAL PARA LA PRODUCCIÓN 
Estos cambios, determinan la última etapa de lo que Cortes (2007) define como la 
transición de una “planeación del espacio racional para la producción” propia de los enfoques del 
desarrollismo a finales de los sesentas y principios de los setentas, una “planeación de la 
producción del espacio”, en la que el suelo urbano es, propiamente, mercancia. En este sentido 
los Acuerdos 7 de 1979 y 6 de 1990, introducirán conceptos técnicos útiles que, 
fundamentalmente, procurarían regular y promover una oferta sostenible de suelo y stock 
inmobiliario con usos e intensidades específicas. Conceptos como tratamiento y área de actividad 
introducirán una racionalidad específica a la producción de espacio urbano al definir un estado de 
tránsito temporal, en el caso del tratamiento, para regular un tipo específico de intervención sobre 
una porción específica de espacio urbano, en función de la dinámica de valorización-
desvalorización que impusiera el mercado en razón de la expectativa de los agentes 
urbanizadores, productores o comercializadores a fin de producir innovación y dinamismo en las 
inversiones y la generación de rentas. Así las cosas, la ordenación temporal del tratamiento, 
procurará regular mínimamente, la potencialidad mercantil del espacio en relación con la 
oportunidad para la innovación y la producción de renta, como el mejor momento para que 
ciertas porciones de espacio urbano entren al mercado. Por su parte, la especialización de áreas de 
actividad y uso del suelo, mucho menos compleja en el momento, se desligó de su capacidad 
ordenadora clásica en la ciudad fordista, para, en el caso de Bogotá, generar durante los ochenta 
un ambiente de desregulación, en que los usos se limitaron a definir unas áreas de actividades 
específicas (vivienda, industria e institucional) y unas áreas de actividad múltiple, que tenían su 
eje en el centro tradicional de la ciudad y se desprendían hacía ejes de actividad, que en su 
momento se dirigieron hacia el norte y noroccidente de la ciudad, zonas en las cuales el 
desarrollo urbano redundó en la producción de suelo urbano para una demanda solvente (Cortés, 
2007, p. 195-1999). 
Con el Acuerdo 6 de 1990, la radicalizacíon de la lógica de planeación para la producción 
de espacio urbano, se radicalizará y la desregulación se producirá en torno a una norma jurídica 
urbana en que el criterio de ordenación funcional, redundará en criterios de zonificación, en que 
el espacio se organiza en torno a estructura urbanas de espacio público, entorno a su vocación 
rural, urbana o suburbana, y a unos usos o áreas de actividad, dinamizados a través del 
tratamiento asignado al suelo. Con esto queda planteado un marco básico de regulación que 
establece reglas para que se produzca el proceso de innovativo, en un contexto de menor 
incertidumbre, y cuyo agente será el emprendedor shumpeteriano, en palabras de Abramo (2006). 
En este sentido la regulación estatal obra como garante de los procesos de recreación de lo 
urbano a la vez que como árbitro frente a los descaros que pueden surgir de hacer 
diferenciaciones cada vez más radicales y odiosas. Sin embargo, interviene, también,  como 
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agente formador del espacio desde lo público. Piénsese en la construcción de una vía, un puerto, 
un colegio, un puente, y las consecuencias de las transformaciones en términos de las plusvalías 
generadas por la valorización de los territorios en los cuales se producen, réditos que rápidamente 
son introducidos a la disciplina fiscal del Estado por vía de la estructura tributaría que hoy en día 
incluye, por ejemplo, impuestos a la valorización. Con esto último, funge como agente facilitador 
de las condiciones de reproducción del capital urbano rentístico. 
 En este sentido, el espíritu de Ley 9 de 1989, de Reforma Urbana será el de una 
regulación en el nivel normativo, del ejercicio de la propiedad que ya está desregulada, en tanto 
es principio, es decir, el principio de producción del espacio urbano, es la libre confrontación de 
agentes tras la mayor posibilidad de obtener renta, no la racionalización en la producción de 
espacio urbano por el derecho que tienen los pobladores a la ciudad. En su momento, esta norma 
impondrá a cierto tipo de municipios la obligación de definir e implementar planes acordes con 
las normativas nacionales y departamentales, e instrumentos más precisos para el ordenamiento 
territorial, entre estos introduce conceptos y herramientas retomadas posteriormente en la 
legislación, tales como planes y reglamentos de usos del suelo, reserva de tierras urbanizables, 
manejo de inmuebles constitutivos del espacio público, reserva de zonas para protección 
ambiental, zonas de desarrollo diferido, progresivo, restringido y concertado, renovación y 
redesarrollo de zonas afectadas por procesos de deterioro económico, social y físico, 
rehabilitación de zonas de desarrollo incompleto o inadecuado, banco de tierras, subsidio para 
vivienda de interés social. En concepto de García (2008, p. 478), la Ley 9 de 1989 cumple con el 
objetivo de descentralizar responsabilidades en materia territorial hacia los municipios. 
Finalmente, la relevancia de esta norma consistió en formalizar el proceso de descentralización 
administrativa, que se venía adelantando, en relación con el ordenamiento territorial, 
profundizando el modelo en el nivel municipal por encima del departamental, aun cuando en la 
práctica fueron muy pocos los planes formulados según sus lineamientos. 
El tema de vivienda fue incluido en el artículo 44 de la misma Ley, definiendo la 
Vivienda de Interés Social –VIS-, como aquella cuyo precio al momento de la adquisición sea (a) 
Inferior o igual a cien (100) salarios mínimos legales mensuales en las ciudades en las cuales, 
según el último censo del DANE, cuenten con cien mil (100.000) habitantes o menos; (b) Inferior 
o igual a ciento veinte (120) salarios mínimos legales mensuales en las ciudades en las cuales, 
según el último censo del DANE, cuenten con más de cien mil (100.000) pero menos de 
quinientos mil (500.000) habitantes; y (c) Inferior o igual a ciento treinta y cinco (135) salarios 
mínimos legales mensuales en las ciudades en las cuales, según el último censo del DANE, 
cuenten con más de quinientos mil (500.000) habitantes. Esta norma introduce una 
reglamentación hasta entonces novedosa para los temas de vivienda de interés social, tales como 
instrumentos de enajenación voluntaria y expropiación, para destinarlos a la ejecución de planes 
vivienda de interés social, provisión de espacios públicos urbanos, legalización de títulos en 
asentamientos ilegales, y reubicación de asentamientos ubicados en zonas de riesgo y 
rehabilitación de inquilinatos. La norma estableció, por ejemplo, que los bienes fiscales de las 
entidades públicas ocupados ilegalmente, deberían ser escriturados a favor de sus ocupantes, 
estableciendo fecha límite para ello (28 de julio de 1988). La misma norma consagra el derecho 
de obtener servicios públicos con la sola prueba de habitación, con las correspondientes 
excepciones de imposibilidad técnica o de riesgos no mitigable, lo que obliga al distrito a asignar 
servicios públicos a toda área urbanizada aun en caso de informalidad o ilegalidad de la misma. 
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3.3.4. NUEVO ORDEN CONSTITUCIONAL Y CONSOLIDACIÓN DEL 
ENFOQUE DE ORDENAMIENTO 
Ahora bien, a partir de la década de los noventas, aparece en el contexto político nacional 
un hito indiscutible que consolida el proyecto político, económico y social modernizador iniciado 
décadas atrás, cual es la promulgación de la Constitución Política de 1991. Éste evento daría 
paso, sin embargo, a una década convulsa marcada por la profundización de un conflicto armado 
cuyas raíces se encuentran décadas atrás, en el cual la confrontación abierta entre guerrillas y 
autodefensas, potenciada por la participación de recursos provenientes del narcotráfico, que 
oscureció la aspiración democrática en el nacientes contexto político-jurídico del país. Estas 
circunstancias, sin embargo, no serían obstáculo para el avance de los cambios institucionales 
consagrados en la Constitución del 91, que darían tránsito a una estructura política, administrativa 
y fiscal estatal, bajo el precepto del unitarismo descentralizado,  que pone el acento en los 
municipios y los entes territoriales como agentes primarios de las políticas públicas en el país. La 
descentralización generó una dinámica de transferencia de decisiones y redistribución de 
responsabilidades a instancias y entes territoriales, que han puesto en primer plano la acción de 
los gobiernos locales, y su capacidad de atención a la ciudadanía.  
Derivado de estos procesos de descentralización, el ordenamiento del territorio aparece 
como mecanismo de apropiación, administración, gobierno y gestión del mismo. Ésta, para 
entonces, nueva actividad de los gobiernos locales encarna la necesidad de emitir regulaciones 
para dar forma a los proyectos de planificación del desarrollo local con una mirada “integral”, 
más allá de la mera cobertura en servicios públicos, programas sectoriales o infraestructura. La 
Constitución Política de 1991, definió un modelo de ordenamiento en que la unidad fundamental 
administrativa del Estado en el territorio es el municipio, dando a los departamentos funciones 
complementarias de las acciones municipales e intermediarias entre aquellos y el gobierno 
nacional, frente a lo cual, las regiones y provincias son alternativas de ordenamiento como 
formas de asociación en el territorio, fundamentalmente para favorecer el desarrollo social y 
económico del país. Las principales transformaciones introducidas en materia de gestión urbana 
que se derivan de los postulados de la Constitución Política de 1991, son: (a) la elección popular 
de alcaldes, vigente desde la década anterior, y que marca la instauración del modelo de 
descentralización, entregando a las municipalidades competencias en el liderazgo de la 
planeación del desarrollo en sus territorios; (b) la planeación municipal, a través no solo de los 
planes de desarrollo de los alcaldes, sino a través de los Planes de Ordenamiento Territorial –
POT-, y la articulación de estas dos herramientas; (c) implantación y difusión de los principios de 
privatización de lo público; y (d) la disciplina fiscal para la captación de recursos por parte del 
Estado, sin incluir el impulso a actividades productivas para la generación de empleo (Torres, 
2006, p, 111).  
En este contexto la Ley 388 de 1997, conocida como Ley de Ordenamiento Territorial que 
reforma la Ley 9 de 1989, será la encargada de definir el marco conceptual e instrumental para 
formular y ejecutar planes municipales y distritales de ordenamiento territorial, actualizando los 
contenidos de la Ley 9ª de 1989 y la Ley 3ª de 1991 en el actual contexto constitucional, 
armonizando los temas de ordenamiento con la normas del Plan de Desarrollo, de Áreas 
metropolitanas y del Sistema Nacional Ambiental. Esta norma tuvo como objetivo el 
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afianzamiento de los principios de la descentralización proclamada en la Constitución Política de 
1991, y por ende, del papel del municipio como ápice del actual modelo de desarrollo territorial. 
Así pues partiendo del principio de la “función social y ecológica de la propiedad” (Art. 58 C.P. 
1991), la “prevalencia del interés general sobre el particular” (Art. 1, Ibid.) y la distribución 
equitativa de cargas y beneficios (Art. 58, Ibid.), se establecieron estas normas básicas para el 
ordenamiento en cualquier municipio en Colombia.  Esta norma avanzó en el reconocimiento del 
territorio como un factor de desarrollo, e integró sectores físicos y ambientales en el marco 
político de la planeación, además de lograr ordenar las atribuciones otorgadas a los municipios 
para la formulación y ejecución de sus planes de ordenamiento territorial, y herramientas de 
gestión y financiación, a la luz de los modelos urbanos determinados, y propiciando el desarrollo 
más armónico de las diferentes dimensiones de los urbano.39 
Finalmente, hay que mencionar que más, recientemente, aparecen en el contexto nacional 
los Documentos CONPES 3305 de 2004 y 3604 de 2009 plasmarán la visión de estrategia de 
nacional para la intervención de asentamientos precarios y la consolidación de políticas de 
Mejoramientos Integral de Barrios. Entre la principales apuestas del gobierno nacional 
encontramos la titulación masiva de predios (CONPES 3305 de 2004) y la estrategia de Ciudades 
Amables de la Visión Colombia 2019 que se articulan con la meta de frenar el surgimiento de 
nuevos asentamientos informales y mejorar las condiciones de los hogares en estos 
asentamientos. La visión de desarrollo urbano de ésta estrategia propenderá por la consolidación 
de un espacio urbano compacto y sostenible que haga síntesis en un hábitat con vivienda 
saludable, y para ellos se plantean tres estrategias fundamentales: (1) El saneamiento para 
asentamientos y el Mejoramiento Integral de Barrios; (2) Macroproyectos de vivienda de interés 
social e infraestructura; (3) La Renovación y/o redensificación urbana. 
 
CONCLUSIONES 
El Mejoramiento Barrial en Bogotá tiene una trayectoria atada al ritmo de crecimiento de 
una ciudad determinada por su carácter de centralidad capital y lugar preponderante en la 
geografía regional y nacional desde la colonia. Se puede afirmar en el caso de Bogotá que sus 
tendencias de evolución se enmarcan diacrónicamente, en los ritmos de evolución de las ciudades 
del planeta y el tercer mundo, en tanto su crecimiento tiene lugar en el contexto de la segunda ola 
de urbanización propia de los países de América Latina, con una tendencia sostenida, 
profundizada por la ocurrencia de un conflicto armado cuyo escenario predominante –no 
exclusivo- ha sido el campo.  
                                                 
39
 Recientemente fue expedida la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Ley 1454 de 2011 en la cual el 
Congreso de la República cumple con su deber constitucional de regular en materia de “organización político 
administrativa del territorio colombiano; enmarcar en las mismas el ejercicio de la actividad legislativa en materia de 
normas y disposiciones de carácter orgánico relativas a la organización político administrativa del Estado en el 
territorio; establecer los principios rectores del ordenamiento; definir el marco institucional e instrumentos para el 
desarrollo territorial; definir competencias en materia de ordenamiento territorial entre la Nación, las entidades 
territoriales y las áreas metropolitanas y establecer las normas generales para la organización territorial” 
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En este contexto, se puede identificar una trayectoria de enfoques para el tratamiento de la 
pobreza urbana, cuyo principal antecedente puede ser identificado en el abordaje higienista de los 
barrios obreros durante la primera mitad del siglo XX. Posteriormente, y ante la explosión urbana 
de las década de los 50, las alternativas de intervención orientarán sus esfuerzos a la erradicación 
de los asentamientos precarios a través de la promoción de vivienda y soluciones de vivienda, 
esfuerzo que se quedaría corto, tanto por la dimensión del fenómeno de crecimiento poblacional 
urbano, como por la escasa voluntad política de puesta. A cambio de esto, a partir de la década de 
los 60, son implementadas diversas iniciativas normativas para la favorecer la legalización y 
regularización de estos asentamientos, estrategia que servirá de preludio a los primeros ejercicios 
de mejoramiento de los años 70, con un claro enfoque integracionista promovido por la Banca 
Internación (BM y BID). 
Sin embargo, y frente a la consolidación del paradigma integracionista, serán los cambios 
de la década de los 80, los que marcarán el rumbo y la naturaleza de las acciones de intervención 
en el espacio urbano informal por tanto la reforma urbana introducida a través de la importante 
producción normativa de la década, permitirá dar forma a un ordenamiento del territorio en 
función de la producción de rentas, a partir de la producción e intercambio de suelo y espacio 
urbano como mercancía, y generación de valorización. Las reformas de aquellos años dejan 
entrever lo que Cortes (2007) llamó una etapa de transición para la “planeación del espacio 
racional, para la producción”. Este enfoque que completa la trayectoria de las políticas de 
mejoramiento en las últimas dos décadas, queda plasmado en el Plan de Ordenamiento Territorial 
de Bogotá del año 2000 (compilado en 2004), en el cual los tratamientos y usos aplicados a las 
áreas objeto de mejoramiento integral, facilitan la inclusión de las mismas en la dinámica 
innovativa y de renovación del suelo urbano propia de la ciudad del capital. Y este último, será, 
precisamente, el carácter que cobra la política de Mejoramiento Integral en la última década. 
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CAPITULO 4 - TRAYECTORIA DEL MEJORAMIENTO 
BARRIAL Y URBANO 1972 – 2000  
El Mejoramiento Barrial se ha manifestado como estrategia de intervención de los 
espacios urbanos de la pobreza desde la década de los setenta del siglo XX, impulsado por 
agendas de política internacional que, desde diversos enfoques, han orientado el quehacer de los 
Estados en relación con la pobreza urbana y la integración físico-espacial y económica de las 
ciudades. Para el caso de Bogotá, la evolución de estas estrategias, se ha dado, a partir de una 
trayectoria de acciones y experiencias implementadas en la ciudad y el país, en las cuales se han 
plasmado diversos lineamientos y directrices de la Banca Internacional, Convenios y Pactos 
Internacionales suscritos por Colombia, en materia de desarrollo, vivienda y hábitat, con el 
objetivo de avanzar en la superación de la pobreza, que en su momento, logran un estadio de 
consolidación y síntesis en el Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá. En este instrumento 
queda consagrado el Mejoramiento Integral como subprograma del Programa de Vivienda de 
Interés Social, que tiene por objetivo “ orientar las acciones de complementación, reordenamiento 
o adecuación requeridas tanto en el espacio urbano como en las unidades de vivienda que 
conforman los asentamientos de origen ilegal ubicados en la periferia de la ciudad. Lo anterior 
para corregir las deficiencias físicas, ambientales y legales generadas por su origen fuera de las 
normas urbanas y permitir que sus habitantes accedan a la calidad de vida urbana definida para el 
conjunto de la ciudad” (Artículo 295, Decreto Distrital 190 de 2004). Este enfoque, puramente, 
integracionista, consagrará el mejoramiento como herramienta de gestión y planeación del suelo, 
y la adaptación de los asentamientos de origen informal a los flujos y circuitos económicos, 
sociales, políticos y culturales de una ciudad, eminentemente, capitalista. En este sentido, en el 
ámbito local, en la configuración de la política plasmada en el POT, se conjugarán, tanto los 
lineamientos de política que sustentan esa trayectoria a la vez que el enfoque de ordenamiento 
territorial que quedará consagrado en la Constitución Política de 1991, como la trayectoria las 
acciones e intervenciones implementadas desde la década de los setentas.  
En relación con la trayectoria de experiencias de mejoramiento, se debe comenzar por 
decir, que estas han allanado el camino de discusiones de trascendentales en relación con la 
configuración del hábitat popular. La primera de ellas, planteada en términos de la relación entre 
hábitat y vivienda y en la cual se entiende que ésta es parte integrante de aquel y, por tanto, su 
mejoramiento debe ser parte integrante del mejoramiento barrial40. En relación con la vivienda, se 
encuentra que ésta ha sido objeto de acciones de titulación, regularización y provisión de 
servicios públicos, entre otras acciones, que se han encargado de garantizar acceso a los hogares a 
los servicios básicos que brinda la ciudad. Y por otro lado, se tiene la apelación a un enfoque 
integral para el Mejoramiento, que se ha plasmado en las apuestas por una política pública 
nacional y distrital, que partan del reconocimiento de dos dimensiones integrantes del concepto: 
lo social y lo físico-espacial (o infraestructural). Esa visión ha dado, en efecto, una mirada 
detenida y más cercana a las problemáticas abordadas desde el mejoramiento, que se acercan con 
mayor certeza a la complejidad del hábitat popular.  
                                                 
40
 Aun cuando no asumimos aquí una equivalencia entre los conceptos de hábitat y barrio, se puede afirmar que el 
hábitat popular tiene como uno de sus escenarios el barrio. 
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Así pues, en cuanto a lo social, han saltado a la escena reciente la participación y la 
organización social y comunitaria, como elementos que consolidan, facilitan y dan forma a las 
acciones, aun cuando este recurso ha sido patrimonio de vieja data de los pobladores en los 
asentamientos populares de la ciudad en cada uno de los pasos el proceso de auto-gestión de su 
acceso al suelo urbano y mejoramiento de sus condiciones de vida, esto es, desde el momento en 
que se ocupa el suelo, hasta el momento en que se regulariza la propiedad, pasando por la 
provisión de servicios públicos básicos, la configuración de infraestructura de accesibilidad y la 
provisión de equipamientos importantes para la comunidad. Desde el punto de vista de lo físico-
espacial, ha sido evidente la importancia como componente de las diferentes experiencias de 
mejoramiento. Actualmente, los servicios públicos, la producción de espacio público, 
infraestructura vial, y equipamientos, hacen parte de los servicios básicos provistos por la ciudad 
a sus pobladores, que son prestados con una alta participación de agentes privados.  
Así queda planteado que el contexto de política internacional, los agentes externos de 
cooperación internacional, el contexto nacional de política pública de mejoramiento barrial, a la 
vez que el contexto social, político y económico del país, aparecen como factores claves para la 
consolidación actual de una política de hábitat y vivienda en Bogotá. Dicho esto partiremos de 
afirmar en relación con el concepto de Mejoramiento Integral que se ha desarrollado en Bogotá, 
que uno de sus rasgos principales es que éste ha sido adjetivado como integral partiendo de una 
comprensión compleja de hábitat, y que incluye estos dos enfoques que lo componen: el social y 
el físico-espacial, y desde este punto de vista ha sido abordado como 1) un instrumento de lucha 
contra pobreza urbana, 2) un instrumento de desarrollo urbano; y/o 3) como parte integrante de 
las políticas de hábitat y vivienda. 
 
4.1. LOS PROGRAMAS DE INTEGRACIÓN URBANA 
En el caso de Colombia, el Banco Interamericano de Desarrollo –BID-, aparecerá, como 
agente cooperante, a través de políticas de inversión –entre otros- en programas de vivienda y 
mejoramiento de calidad en vida en zonas de alta vulnerabilidad, en el contexto de años de fuerte 
tensión política por el triunfo de la revolución en Cuba. Sus principales estrategias estuvieron 
orientadas durante los setentas a la intervención de asentamientos humanos y ordenamiento del 
crecimiento urbano, al igual que, a la cooperación técnica y los programas integrales de 
desarrollo urbano, siendo estos últimos los proyectos piloto que integraran las estrategias 
planteadas en las demás esferas de política de la entidad. En su momento, estas líneas de apoyo se 
plasman en la estrategia anunciada por en el Consejo Interamericano de Desarrollo Económico y 
social –CIES- de enero de 1973, por el Embajador de Colombia en Washington en el  momento, 
y que planteó como un Programa Integrado de desarrollo urbana para la renovación de la parte 
oriental de la ciudad de Bogotá y que comprendería proyectos de vivienda, salud, centros de 
abastecimiento, recreación, sistemas viales, transporte colectivo y organización administrativa 
(Campo, 2011, p. 27). 
En efecto, PROGRAMA INTEGRADO DE DESARROLLO URBANO ZONA 
ORIENTAL DE BOGOTÁ D.E. –PIDUZOB-, del año 1972, será concebido como una estrategia 
para enfrentar el proceso de transformación y crecimiento constante de la ciudad, a través de 
modelos de planeamiento para la ciudad y de ordenamiento para el territorio. Para estos años fue 
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recurrente la participación de la banca y de organismos internacionales, interesados en regular la 
integración de los países en desarrollo a la dinámica de los mercados internacionales. Es así como 
durante los años setentas del siglo pasado se contratan y se cofinancian con organismos 
internacionales, diferentes estudios sobre la planeación inmediata de la ciudad. Todos estos 
estudios plantean, partiendo de discursos de desarrollo capitalista consolidados en casi todo el 
continente, modelos de país que encuentran en las ciudades su bastión.  
El PIDUZOB, se constituye en un referente en materia de política urbana en Colombia, 
que sirve para ilustrar el paso de los postulados de la planeación física, a la planeación económica 
del territorio bajo los lineamientos de propuestos por Lauchlin Currie, experto que dirigió en  
1961 la misión del gobierno norteamericano Operación Colombia: Un programa nacional de 
desarrollo económico y social, y que parte de resaltar que frente a la desactivación económica del 
sector agrícola que detiene la expansión industrial, es necesario intensificar la migración hacia las 
ciudades de modo que entre otros aspectos se reactive la industria de la construcción. Estos  
planteamientos y la implementación del PIDUZOB, inauguran una etapa en que la planeación de 
la ciudad es entendida desde su realidad socio-económica y física, sirviéndose de su 
ordenamiento territorial como herramienta para el ordenamiento de los factores, recursos y 
agentes del modelo económico de país y ciudad. 
 La formulación del Programa Integrado de Desarrollo Urbano Zona Oriental de Bogotá 
D.E. –PIDUZOB- (1972), surge en consonancia con los lineamientos del Plan de Desarrollo “Las 
cuatro estrategias” del entonces presidente Misael Pastrana Borrero41, y cuyos objetivos 
principales fueron el fomento a las exportaciones como motor de crecimiento económico, el 
aumento de la productividad agrícola para la competencia en los mercados internacionales, la 
instauración de impuestos progresivos para reducir la desigualdad en el ingreso, incentivar el 
consumo y las oportunidades, y el desarrollo urbano, a través del estímulo a la vivienda. En el 
marco de este plan se orientó la solución de problemas urbanos como el crecimiento acelerado y 
la inequidad, partiendo del fomento a la industria de la construcción.  
En desarrollo de estos postulados, aparecieron los lineamientos de política urbana que 
para Bogotá se denominaron Las ciudades dentro de la ciudad cuyas estrategias estarían 
encaminadas a mejorar el sistema vial de la ciudad, consolidar nuevos núcleos urbanos fuera del 
centro tradicional con usos diversos y densificar zonas urbanizadas para detener la expansión 
descontrolada. El compilado de estas políticas fue realizado por el entonces Departamento 
Administrativo de Planeación Distrital en un documento titulado Políticas de Desarrollo Urbano 
de 1972, que además de contener un estudio de base sobre diversos aspectos de la ciudad, es un 
documento de política dirigido a formular estrategias para contener el proceso de expansión de la 
ciudad sobre el área urbana de Bogotá. 
A propósito del análisis y abordaje de estas problemáticas urgentes para la ciudad para 
aquellos años, surge el PIDUZOB como estrategia para enfrentar las dinámicas de ocupación 
sobre la zona oriente de la ciudad y, el nacimiento y proliferación de asentamientos humanos 
informales en esta zona. Se entiende para entonces, que la ocupación de estas zonas es resultado 
                                                 
41
 Este plan de desarrollo no logro entrar en vigencia debido que no fue aprobado por el Congreso de la República, 
no obstante, servir como hoja de ruta para las acciones del gobierno del momento. 
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de procesos de migración por atracción y de expulsión de la ciudad formal hacia nuevos 
asentamientos. En este contexto, El PIDUZOB en su primera fase, se desarrolla en las zonas de 
Bogotá que se encuentran sobre los Cerros Orientales, ubicadas desde la avenida Caracas hacia el 
Oriente y que cuentan con criterios de priorización que incluyen la densidad poblacional, el 
aislamiento, la accesibilidad y los bajos recursos económicos, entre otros. El Programa consistía 
en la realización de nueve subprogramas entre los que se encuentran, esencialmente, la 
implementación de infraestructura faltante en las comunidades y su adecuación en cuanto a redes, 
capacitaciones y fortalecimiento, sumado al mejoramiento institucional. 
El PIDUZOB se configuró como un programa extenso en el cual se buscaba mejorar la 
calidad de vida de los habitantes de una zona que se encontraba parcialmente desconectada del 
resto de la ciudad, no contaba con redes de servicios públicos suficientes y las vías, viviendas, y 
espacios comunales eran deficientes. En este programa se invertirían US$ 89.380 millones 
financiados en un 49,2% por un préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo, y el otro 
50,8% a través de la administración local (Vargas & Aguilar, 1976, p. 56) representada a través 
de un grupo de instituciones participantes. Igualmente, en este Programa empiezan a perfilarse 
los componentes básicos de la intervención en mejoramiento: por una lado, resalta el fuerte 
volumen de acciones en materia de infraestructura urbana para la integración de esta zona de la 
ciudad; por otro, el componente de desarrollo institucional que plantea la conformación de un 
escenario de coordinación entre actores sectoriales para la intervención en el espacio. 
Tras la experiencia de PIDIZOB, sobreviene en los ochentas, la intervención de 
PROGRAMA INTEGRAL DE DESARROLLO URBANO CIUDAD BOLÍVAR –PIDUCB- 
establecido en el Decreto 890 de 1984, y que se desarrollaría entre los años 1984 a 1994. Las 
localidades de Ciudad Bolívar, Usme, Rafael Uribe Uribe, Tunjuelito, Bosa y Kennedy, 
conformarían el área de la ciudad en la cual se implementarían acciones del programa de 
desarrollo urbano, en el que se construyeron barrios y se dotó de infraestructura y servicios a 
zonas de origen informal, que para entonces se encontraban habitadas, en su gran mayoría, por 
comunidades en pésimas condiciones de infraestructura vial, de servicios públicos, sociales e 
institucionales. La mayoría de programas de este proyecto, se relacionan con la construcción de 
infraestructura en vías y servicios públicos, salvo en el caso del programa No. 7, Denominado 
Definición y Planes Complementarios éste introduce la elaboración de los estudios de 
planificación de la ocupación del suelo y revisión de los límites de las áreas urbanizadas 
informalmente para prever mecanismos de control y la reglamentación integral del desarrollo 
urbano. Igualmente, introduce la norma en el numeral 7.4 del mismo programa, la estrategia de 
Legalización Masiva de Barrios, para lo cual se prevé el levantamiento de planos topográficos 
para cerca de 700 hectáreas en la zona y la legalización de la situación urbanística de los 
desarrollos ilegales existentes. PIDUCB II funciona bajo el mismo esquema de priorización de la 
primera fase, y contó, igualmente, con financiamiento internacional en concurrencia con el 
distrito. Para estos efectos el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), desembolsó un 
empréstito por $US 115.000.000.oo, y la ejecución de los programas estuvo a cargo de diferentes 
entidades de la administración distrital.  
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Figura 6. Territorialización del Programa Integrado de Desarrollo Urbano Zona Oriental de 
Bogotá D.E. PIDUZOB Fase I  y II 
                       
Fuente: www.habitatbogota.gov.co 
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Tabla 16 – Contextualización Programas de Integración Urbana 
 
EXPERIENCIA DISCURSO ACTOR INTERNACIONAL 
CONTENIDO 
OBJETIVO Componentes 
1973 
Programa Integrado 
de Desarrollo Urbano 
Zona Oriental de 
Bogotá D.E. 
PIDUZOB Fase I.  
• Desactivación 
económica del sector 
agrícola que detiene la 
expansión industrial, es 
necesario intensificar la 
migración hacia las 
ciudades de modo que entre 
otros aspectos se reactive la 
industria de la construcción. 
• "Ciudades dentro 
de la ciudad" 
• Mejorar el sistema 
vial de la ciudad, consolidar 
nuevos núcleos urbanos 
fuera del centro tradicional 
con usos diversos y 
densificar zonas 
urbanizadas para detener la 
expansión descontrolada. 
• Implementación de 
políticas tendientes a 
atenuar tensiones 
socioeconómicas y 
políticas, en un contexto de 
preparación de las ciudades 
para la apertura a los 
mercados internacionales. 
• Dictaduras en 
América Latina 
BANCO 
INTERAMERICANO 
DE DESARROLLO 
Realizar una acción prioritaria en 
un sector donde existe la necesidad 
de efectuar operaciones amplias de 
integración urbana, tales como 
mejoramiento de servicios 
públicos, equipamiento 
habitacional e integración vial, con 
una visión metropolitana, para el 
mejoramiento de la calidad de vida 
de los habitantes de las zonas 
intervenidas. 
F
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o
 
-
 
E
s
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a
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a
l
 
Construcción de equipamientos y servicios, 
en especial de salud y complementación y 
pavimentación de vías. 
Otros: Centros comunales, equipamientos 
Educativos, alcantarillado, energía 
I
n
s
t
i
t
u
c
i
o
n
a
l
 
Mejoramiento institucional 
1983- 1994 
Programa Integrado 
de Desarrollo Urbano 
Zona Oriental de 
Bogotá D.E. 
PIDUZOB Fase II o 
Programa Integral de 
Desarrollo Urbano 
Ciudad Bolívar  
BANCO 
INTERAMERICANO 
DE DESARROLLO 
Realizar una acción prioritaria en 
un sector donde existe la necesidad 
de efectuar operaciones amplias de 
integración urbana, tales como 
mejoramiento de servicios 
públicos, equipamiento 
habitacional e integración vial, con 
una visión metropolitana.  
S
o
c
i
a
l
 Programas y proyectos de desarrollo 
económico y social 
Programas y proyectos de recreación 
F
í
s
i
c
o
 
-
 
E
s
p
a
c
i
a
l
 
Construcción, rectificación y 
pavimentación de vías 
Acueducto y alcantarillado 
Rehabilitación de barrios: lotes con 
servicios, créditos para apoyo a desarrollo 
progresivo de la vivienda, centro de 
materiales 
Construcción y dotación de equipamientos: 
salud, educación  y centros comunitarios 
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4.2. LAS ESTRATEGIAS SOCIALES: LA PARTICIPACIÓN 
COMUNITARIA 
Antes hemos mencionado como el enfoque integracionista, acarrea un cambio de enfoque 
sobre los asuntos de producción de ciudad y el protagonismo ganado por el sector privado y las 
comunidades en este ámbito. Esa sí como encontramos como en Hábitat I (Vancouver, 1976) se 
introduce en el debate sobre el hábitat urbano y la vivienda la exaltación del papel del poblador 
como gestor de su hábitat. Partiendo de los planteamientos de Turner que ya hemos mencionado, 
se reconoce al actor comunitario como motor en la construcción de ciudad, y con esto se 
posiciona la importancia de la autoconstrucción como alternativa, postura que conlleva una 
transferencia de responsabilidad al ciudadano poblador y desplaza la responsabilidad Estado en la 
provisión de soluciones a las problemáticas de la informalidad en las ciudades. Así pues, y bajo 
las premisas de la erradicación de la pobreza, el Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo en países de América Latina, buscó articular los procesos en este sentido entre los 
países de la región de manera que se lograran trabajos conjuntos entre Estados. La alianza entre 
las comunidades y las entidades distritales  buscaban la construcción y consolidación de nuevos 
aprendizajes donde se tuviera la posibilidad de innovar en prácticas de gestión en lo público 
desde la participación y la concurrencia de los diferentes actores in situ. 
Bajo esta orientación, surgiría el PROYECTO ACCIONES INTEGRADAS PARA EL 
MEJORAMIENTO DE LA CALIDAD DE VIDA EN ASENTAMIENTOS POPULARES 
URBANOS, proyecto implementado con el apoyo técnico y financiero de Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo –PNUD-. El proyecto fue establecido a través del Decreto 
Distrital 1191 de 1985 y apuntó a promover en el Distrito Especial la realización de un conjunto 
de acciones integradas para el mejoramiento de las condiciones de vida en algunos asentamientos 
populares y evaluar la eficiencia de tales acciones, con el apoyo institucional del Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo. Para el diseño de este proyecto se definió al asentamiento 
popular como aquel cuyos habitantes se encontraban dentro de la línea de pobreza – LP-42 en las 
localidades de Suba, Santa Fe y Ciudad Bolívar. El proyecto se desarrolló en torno al concepto de 
gérmenes de ciudad que, en el marco de la integración de acciones comunitarias e institucionales 
para el mejoramiento, partió de dos escenarios básicos para la implementación de acciones: (1)  
la construcción del espacio físico y (2) la articulación de los procesos de gestión, ejecución y 
apropiación de estos espacios por parte de la comunidad. Para tal fin, se propusieron tres tipos de 
acciones focales: 
                                                 
42
 Criterio que de conformidad con la definición realizada por la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y por 
el SIJU (Sistema Nacional de Información sobre la Situación y Prospectiva de la Infancia y la Juventud en 
Colombia), representa el ingreso mínimo necesario para comprar una canasta básica de bienes y servicios. Para las 
zonas urbanas en Colombia, la LP se ha estimado como dos veces la Línea de Indigencia (2LI). Y la Línea de 
Indigencia (LI) representa el valor de una canasta familiar que permita satisfacer las necesidades básicas de 
alimentación, es decir, los requerimientos mínimos de calorías, proteínas y otros nutrientes (estimados según la 
metodología de FAO, OMS y ONU) en un momento y en un lugar que debe poseer un hogar para no ser considerado 
como extremadamente pobre. 
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− Producción integrada de infraestructura, espacio público y equipamiento comunal a escala 
zonal: el cual planteó un esquema para la integración física entre barrios y equipamientos 
comunitarios y que además facilitara el acceso del servicio de transporte público. En general se 
desarrolla una red que integra equipamientos, red vial y espacio público, favoreciendo de esta 
manera el mejoramiento de los barrios y el desarrollo de actividades propias de la comunidad. 
− Prestación coordinada de servicios básicos en las zonas: que incluyó servicios públicos y 
sociales haciendo énfasis en los que se relacionaban con la atención de la población más 
vulnerable, especialmente en la atención al menor y los programas de salud pública, contando 
con fuerte participación de la comunidad. 
− Acciones semilla: con las cuales se buscó la coparticipación entidades-comunidad en la 
ejecución de proyectos y programas que inicien actividades productivas desde la actividad 
microempresarial de carácter grupal, el diseño y promoción de sistemas de contratación de obras 
con la comunidad, y el montaje de pequeños sistemas de cultivos hidropónicos. Esta estrategia, 
también, apuntó al acercamiento de la zona a centrales de abastecimiento y creación de esquemas 
de distribución que prestaran un servicio más eficiente y por ende menos costoso para el 
consumidor en la zona 
La implementación de esta experiencia marcó la aparición de los procesos de 
participación y organización comunitaria como escenarios de gestión del desarrollo en estos 
sectores En efecto, la alianza de la administración distrital y las comunidades de las zonas 
intervenidas, fue la base a partir de la cual se estructuró este proyecto, que a su vez sirvió como 
piloto para la aplicación de metodologías de coordinación de agentes institucionales y 
comunitarios en el territorio, y de nuevas estrategias de planeación, programación, ejecución y 
seguimiento de los proyectos de inversión, en materias como la construcción de infraestructura y 
servicios públicos. Con este proyecto, se introduce, claramente, el componente social o de 
participación ciudadana en las experiencias de mejoramiento barrial. 
 
Figura 7. Territorialización Proyecto Acciones 
Integradas para el Mejoramiento de la Calidad de 
vida en asentamientos populares urbanos 
 
Fuente: www.habitatbogota.gov.co 
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Tabla 17 – Contextualización programas con énfasis en estrategias sociales y de participación 
 
EXPERIENCIA DISCURSO ACTOR INTERNACIONAL 
CONTENIDO 
OBJETIVO Componentes 
1985 
Acciones 
Integradas para el 
Mejoramiento de la 
Calidad de Vida en 
los Asentamientos 
Populares Urbanos 
PNUD 
• Crisis económica 
internacional 
• Proliferación de 
discursos neoliberales.  
• La cooperación 
condicionada  a la 
implementación de los planes de 
ajuste estructural en los países en 
desarrollo. 
• Consenso de 
Washington (1989). 
• Postulados: disciplina 
fiscal rigurosa; reordenamiento 
de las prioridades del gasto 
público; reforma fiscal; 
liberalización de los tipos de 
interés; tipo de cambio 
competitivo; liberalización del 
comercio internacional y de las 
inversiones extranjeras; 
privatización; desregulación; 
fortalecimiento de la defensa de 
los derechos de propiedad. 
• Emergencia de la 
ciudadanía como categoría de 
identificación a una comunidad 
política. 
PROGRAMA DE LAS 
NACIONES UNIDAS 
PARA EL 
DESARROLLO - PNUD 
-Aportar elementos para mejorar la calidad de 
vida de los asentamientos populares urbano.  
Mediante: la contribución al fortalecimiento 
de la gestión de la Administración Distrital en 
las instancias de planeación, programación, 
ejecución y funcionamiento de acciones 
referidas a la escala zonal. 
 
- Establecer precedentes de organización 
administrativa, de ejecución de proyectos de 
inversión y de funcionamiento de programas 
y de prestación de servicios, conforme a la 
política descentralizada del gobierno distrital. 
 
- Fomentar el desarrollo de las actividades 
propias de las comunidades populares en la 
construcción de su espacio habitable y la 
producción de bienes y servicios. 
 
- Promover la vinculación de la población a la 
construcción del espacio público y el 
equipamiento colectivo, así como a la 
prestación de servicios comunitarios. 
 
- Demostrar formas de coparticipación entre 
las entidades y la comunidad, para la 
realización de acciones y eventos tendientes a 
crear elementos de ciudad y promover el 
ejercicio de la vida ciudadana 
S
o
c
i
a
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Participación de la 
población en actividades 
productivas, en la 
construcción de espacios 
habitables privados y 
públicos 
F
í
s
i
c
o
 
-
 
E
s
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a
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i
a
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Gérmenes de ciudad 
Realización del fondo 
del proyecto, de 
acciones semillas 
I
n
s
t
i
t
u
c
i
o
n
a
l
 
Articulación a escala 
zonal de las acciones de 
las entidades distritales 
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4.3. EL PRELUDIO DEL MEJORAMIENTO INTEGRAL 
Ahora bien, para Bogotá el contexto de los años noventa traería consigo la consolidación 
de un modelo de ciudad basado en los postulados de gestión urbana introducidos en Estambul 
(Habitat II, 1996), como base de la implantación del modelo de desarrollo económico para las 
ciudades, que se plasmarán en un proyecto de ciudad signado por dos lógicas fundamentales para 
la planeación, que según Echeverría (2003), son la estratégica y la competitiva. La primera, 
asociada al interés por “democratizar la planeación mediante el fortalecimiento de las redes 
sociales (con dos tendencias: su conveniencia para el capital – en cuyo caso las redes son vistas 
como capital social– y su conveniencia para el movimiento social –en cuyo caso se ven como 
tejido social–) que permitiesen dirigirse a líneas estratégicas de desarrollo movilizando alianzas 
entre actores (así mismo con dos tendencias: la conveniencia de la alianza público-privada –vista 
como Estado/capital– y la conveniencia de la alianza público-civil –vista como 
Estado/organizaciones sociales–)”. La competitividad como eje ideológico del capitalismo global 
redunda en la idea de convertir a la ciudad como actor competitivo “con las cualidades exigidas 
para cumplir un adecuado papel dentro de la economía internacional, ligado a factores 
funcionales que creasen condiciones para los nuevos procesos y formas de organización de la 
producción y los servicios, [produciendo cambios] en las vocaciones de las ciudades [y] en la 
concepción del espacio urbano”. (p, 18). 
En este contexto, los gobiernos de Antanas Mockus,  con sus Planes de Desarrollo 
“Formar ciudad – 1995 - 1997” y “Todos del mismo lado (2001-2003)”,  y el gobierno de 
Enrique Peñalosa y su Plan de Desarrollo “Por la Bogotá que queremos, 1998 - 2001”, definirán 
la implementación de estos postulados y los primeros esfuerzos por consolidar la ciudad a través 
de la integración de espacios informales y formales como partes de un mismo conjunto urbano. 
En este sentido, empieza a hablarse de Mejoramiento Urbano Integral, al mismo tiempo que es 
incluido en el Plan de Ordenamiento de la ciudad como parte del Programa de Vivienda de 
Interés social. El Mejoramiento Integral fue concebido como una estrategia de planeación urbana 
y de vivienda que, parte de la coordinación institucional y la participación de la comunidad para 
la concertación de acciones de desarrollo Urbano, partiendo de la intervención físico-espacial y la 
promoción de acciones de convivencia y seguridad ciudadana para la transformación de prácticas 
socio-culturales de uso y disfrute de los entornos vecinales, barriales, urbanos y de la ciudad en 
su conjunto. La inclusión del programa de convivencia en este Plan de Desarrollo, definirá un 
enfoque para las acciones de este gobierno y posicionará este tema, que en adelante será incluido 
en los Planes de Desarrollo de los gobiernos de la cuidad. 
Así pues, para mediados de los noventas surgirá el PROYECTO DE MEJORAMIENTO 
DE BARRIOS SUR CON BOGOTÁ como iniciativa del Departamento Administrativo de 
Planeación Distrital –DAPD- y la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá EAAB, con 
el fin de aportar en la legalización de barrios. Este proyecto tuvo claros sus ámbitos de acción al 
plantear, por un lado, la implementación de una acción efectiva en el territorio como acción de 
mejoramiento sostenible de la calidad de vida de población en condiciones de pobreza, partiendo 
de esquemas de concurrencia y coordinación de acciones institucionales, comunitarias y de 
carácter privado; y por otro lado, estuvo el logro de un objetivo superior, a saber, la 
institucionalización a nivel distrital de un modelo replicable de mejoramiento en zonas con 
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barrios en desarrollo progresivo a través de una planeación y gestión coordinada y la 
participación comunitaria organizada. El proyecto tuvo en su denominación, una referencia al 
territorio distrital objeto de intervención. SUR que refiere a la sigla de San Cristobal, Usme y 
Rafael Uribe y Uribe como los territorios locales (41 barrios) aledaños al Parque Entrenubes y 
que para entonces tenían 83.000 habitantes de los estratos 1 y 2 y en la zona en la cual se 
realizaría la intervención.  
La problemática central que se buscó enfrentar el Proyecto SUR fue la baja calidad de 
vida de los habitantes de estos asentamientos, especialmente, en lo que tenía que ver con la 
precariedad del entorno urbano en cuanto a servicios públicos, accesibilidad, equipamientos y 
espacios públicos, además del déficit de vivienda, y bajos niveles de coberturas en educación, 
salud y nutrición. En relación con las problemáticas de convivencia, la evidencia de entornos 
violentos, fueron relacionados con las deficiencias en los procesos de participación y 
representación, así como los problemas de cubrimiento institucional de la ciudad, con el 
deficiente nivel de planeamiento, gestión y ejecución de los recursos de una manera concertada y 
coordinada.  
Las actuaciones del proyecto se han desarrollado hasta la actualidad en cuatro fases a 
saber: (1) Consolidación de los esquemas de cooperación internacional y primera fase de 
ejecución de obras del Proyecto “Sur con Bogotá” (1997 – 2002),  (2) Fase de transición entre 
Proyecto SUR con Bogotá, y Programa SUR de Convivencia (2005), (3) Programa SUR de 
Convivencia (2004 – 2006), y (4) Segunda Fase SUR de Convivencia (2009 – 2012). Aquí nos 
referiremos a la primera etapa por estar ésta enmarcada en el momento de antecedentes previos al 
Plan de Ordenamiento Territorial que dará forma al Mejoramiento Integral como apuesta de 
política pública y que revisaremos más adelante. 
El principal enfoque del proyecto desde su inicio fue el de la promoción de la cooperación 
internacional y fortalecimiento de la capacidad de gestión del desarrollo a nivel local, a través de 
la elaboración de metodologías participativas de trabajo, la facilitación de la toma de decisiones, 
la generación de herramientas para la negociación, la concertación de proyectos, el uso efectivo 
de la información y la participación y control ciudadanos para la organización, ejecución y 
administración (Torres, Rincón & Vargas, 2009, p. 2.14 - 215).  
Sus principales logros fueron:  
• La transferencia del método de aplicación de SUR con Bogotá al programa de 
Mejoramiento Integral del POT. 
• Establecimiento del SUMI (Sistema Único de Información y Monitoreo) 
• Mejoramiento de la accesibilidad. 
• Mayor cobertura en redes de alcantarillado y acueducto (98%) 
• Construcción de 3 Jardines Sociales. 
• 3 Colegios con 6000 cupos. 
• Creación de 27 parques de barrio. 
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• Legalización de 22 desarrollos. 
Finalmente, el proyecto introdujo un esquema de cooperación financiera para su 
realización, particular, según el cual, la administración distrital, las comunidades y la cooperación 
internacional concurrieron. El proyecto hasta su Fase II tuvo un costo de $73.542.119 millones de 
pesos de los cuales el 81,06% sería aportado por el Distrito, el 2.03% por la alcaldías locales, el 
4.26% por la comunidad y el 12.54% por la Cooperación Alemana.  
Las problemáticas de convivencia dentro del proyecto fueron planteadas a partir del 
diagnóstico participativo realizado en el marco del Proyecto SUR con Bogotá en 2001 y la 
experiencia de gestión social integral implementada en el distrito a partir de 2004. A partir de 
esto, fue formulada entre 2005 y 2006 la primera versión del PROGRAMA SUR DE 
CONVIVENCIA, que posteriormente sería actualizada en 2009. En su versión más reciente, 
Programa fue denominado  “Programa de Mejoramiento Integral de Barrios «Sur de 
Convivencia»” (2010), e introduce en su componente de convivencia y seguridad, el enfoque de 
seguridad humana promovido por Naciones Unidas, en sus elementos esenciales, participación y 
corresponsabilidad, respeto a los derechos fundamentales y humanos y un trabajo coordinado y 
concertado para generar respuestas integrales. Hasta 2011, el programa estuvo adscrito al 
Distrito, bajo el objetivo de promover una cultura de manejo pacífico de conflictos a través de 
programas sociales e inversiones en infraestructura comunitaria en las zonas de intervención del 
Programa. 
Por otra parte, aparecería el proyecto de Desmarginalización (1998 y 2001), cuyo objetivo 
fuera el mejoramiento de las condiciones de vida de población de bajos ingresos desde la 
provisión de infraestructura y servicios en espacios públicos comunitarios, y el ordenamiento del 
crecimiento de la ciudad como proceso de urbanización y renovación urbana, “propiciando 
soluciones de vivienda digna en ambientes amables”. En este sentido, la Desmarginalización, de 
una parte, propuso dar solución al déficit cualitativo de los asentamientos de población de más 
bajos ingresos en la ciudad, a partir de la participación y concurrencia de actores públicos, 
privados y comunitarios en la gestión de las soluciones de sus territorios. Este esquema de 
intervención fue orientado, principalmente, al mejoramiento y ampliación de (1) infraestructuras 
viales, de espacio público y de servicios públicos, (2) de equipamientos de salud, educación, 
bienestar social, culturales y recreo-deportivos; y (3) de fachadas como elemento integrante del 
espacio público. Igualmente, se previó la intervención para la adecuación de zonas de riesgo y la 
atención de familias en tal situación, y la implementación de acciones para la legalización de 
barrios y titulación de predios. El Programa de Desmarginalización fue un proyecto que apuntó a 
mejorar la calidad de vida de los estratos 1 y 2 en 12 localidades periféricas de la ciudad, de 
manera que se dinamizara el sentido de apropiación y gestión de los territorios por parte de las 
comunidades. De los componentes que maneja, el más fuerte consistía en la adecuación de zonas 
en riesgo y la ejecución de obras en servicios públicos, redes viales y equipamientos. 
Del mismo periodo, data el PROGRAMA DE DESARROLLO INSTITUCIONAL Y 
COMUNITARIO DE CIUDAD BOLÍVAR, DIC-CB (1998 – 2000), el cual surge en el marco de 
la firma del convenio de cooperación técnica y financiera entre la Unión Europea y el gobierno 
de Colombia, y que tuvo como finalidad afectar positivamente, las condiciones de vida de los 
grupos poblacionales más desfavorecidos de la localidad de Ciudad Bolívar, haciendo énfasis en 
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mujeres y jóvenes, y la provisión de servicios básicos en el territorio. los objetivos del programa 
fueron, principalmente, el fortalecimiento del proceso de descentralización institucional y al 
mejoramiento de la calidad de vida, particularmente de la población vulnerable, y se realizaron a 
través de 4 componentes básicos (subprogramas), a saber: (1) Apoyo a la pequeña empresa – 
microempresarios; (2) Fortalecimiento al esquema de coordinación institucional; (3) 
Mejoramiento de la vivienda para grupos sociales de renta baja; y (4) Apoyo a la promoción de la 
mujer y los jóvenes. En relación con los esquemas de coordinación, cabe agregar que, la 
descentralización administrativa impuso al programa, la necesidad de intervenir en el territorio 
bajo un esquema de concurrencia de diversas instituciones que desde lo sectorial y, bajo el 
compromiso de aportar soporte institucional y recursos financiero y humano, aportaran al 
desarrollo del mismo programa. las secretarías de gobierno, general y de hacienda, el 
departamento administrativo de acción comunal, el departamento administrativo de bienestar 
social, el departamento administrativo de planeación distrital, el instituto distrital para la 
recreación y el deporte, la caja de vivienda popular y la alcaldía local fueron las instituciones que 
intervinieron en las diferentes etapas del programa (Torres, Rincón y Vargas, 2009, p.234 y 235). 
Finalmente, y en materia de acciones de mejoramiento, es importante mencionar las 
ESTRATEGIAS PARA LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA que complementarían los 
esquemas de intervención de las experiencias. Estas estrategias aparecen de la mano con los 
lineamientos de política que buscan la promoción de la participación comunitaria en el marco de 
los procesos de planeación, coordinación e implementación directa de acciones de mejoramiento 
en los territorios priorizados. A través de estas estrategias buscarían en su momento el 
fortalecimiento de  las relaciones entre la comunidad, los individuos, el Estado y las entidades 
públicas. Estas estrategias fueron:  
(1) OBRAS CON SALDO PEDAGÓGICO (1996-2006), con las cuales se buscó un 
reforzamiento de las actividades organizativas de la comunidad para una participación activa en 
la la intervención de espacios públicos, a través de proyectos, y acciones de planeación, 
administración y ejecución de recursos, para lo cual las organizaciones comunales vecinales 
recibían capacitación técnica, asesorías y financiamiento por parte del distrito, de manera que se 
fortalecieran redes sociales y se ejecutarán obras en beneficio de la comunidad;  
(2) ACCIONES PARA LA CONVIVENCIA (1998-2000), implementadas a partir de un 
esquema de participación para la planeación, gestión y ejecución de proyecto alrededor de temas 
culturales, deportivos, recreativos, de seguridad y convivencia, de acuerdo a la priorización que 
diera la misma comunidad; y 
(3) ECOBARRIOS (2001), iniciativa que surgió como fusión entre las obras con saldo 
pedagógico y las acciones para convivencia, y propende por la participación de la comunidad en 
proyectos que impacten integralmente las dimensiones humanas, económicas, sociales y 
ambientales a través de transformaciones físico-espaciales y de convivencia, implementando un 
modelo de ciudad sostenible y ecológico. 
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Tabla 18 – Contextualización acciones previas al PMI 
 
EXPERIENCIA DISCURSO 
ACTOR 
INTERNACION
AL 
CONTENIDO 
OBJETIVO Componentes 
1998-2001 
Programa de 
Desarrollo 
institucional y 
Comunitario 
Ciudad Bolívar 
Desarrollo humano y 
democratización.  
 
Transición democrática en 
América Latina. 
 
Reforma institucional 
 
Apertura económica 
 
Descentralización 
 
Consolidación de la 
urbanización planetaria.  
 
Liberalización de mercados a 
nivel mundial. 
 
Definitiva caída de la Unión 
Soviética, y fin de la guerra 
fría. 
Unión Europea 
Contribuir al fortalecimiento del proceso 
de descentralización institucional y al 
mejoramiento de la calidad de vida, 
particularmente de la población 
vulnerable 
S
o
c
i
a
l
 
- Apoyo a la pequeña  empresa y 
microempresarios. 
- Mejoramiento de la  vivienda para 
grupos sociales de renta baja. 
- Apoyo a la promoción de la mujer 
y los jóvenes. 
F
í
s
i
c
o
 
-
 
E
s
p
a
c
i
a
l
 
Mejoramiento de vivienda para 
grupos sociales de renta baja 
I
n
s
t
i
t
u
c
i
o
n
a
l
 
Fortalecimiento Institucional y 
coordinación institucional 
1998-2001 
Programa de 
Desmarginalización 
de Barrios  
 
Elevar la calidad de vida de la población 
residente en barrios con deficiencia en 
infraestructura y servicios sociales, a 
través de la intervención sobre aquellos 
aspectos que permitieran superar dichas 
insuficiencias y dinamizar en la 
comunidad la apropiación de la 
construcción de su propio destino, 
cambiando el papel de la comunidad , de 
receptora de la política a gestora, 
aportante y garante de esta, mediante: 
S
o
c
i
a
l
 
Promoción de la participación 
Seguridad y convivencia 
F
í
s
i
c
o
 
-
 
E
s
p
a
c
i
a
l
 
-Ampliación y mejoramiento de 
infraestructura vial, servicios 
públicos, y equipamientos de 
recreación y deporte, educativos, 
salud y bienestar social 
-Adecuación de zonas de riesgo 
Legalización de barrios 
I
n
s
t
i
t
u
c
i
o
n
a
l
 
-Fortalecimientos de la gestión 
comunitaria e institucional 
-Eficiencia institucional 
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EXPERIENCIA DISCURSO 
ACTOR 
INTERNACION
AL 
CONTENIDO 
OBJETIVO Componentes 
1996-2006 
Proyecto de 
Mejoramiento 
Integral de Barrios 
"SUR con Bogotá" 
KFW – 
Kreditanstalt fur 
Wiederaufbau 
(Corporación de 
Crédito para la 
Reconstrucción) de 
la República 
Federal Alemana 
 
Banco Mundial 
Institucionalización a nivel distrital de un 
modelo replicable de Mejoramiento 
Integral en zonas con barrios en desarrollo 
progresivo a través de una planeación y 
gestión coordinada entre las entidades 
distritales y la participación comunitaria 
organizada 
S
o
c
i
a
l
 
Planeación participativa 
Fortalecimiento de la organización 
comunitaria  
Convivencia y seguridad 
F
í
s
i
c
o
 
-
 
E
s
p
a
c
i
a
l
 
Manejo de aguas 
Accesibilidad 
Protección ambiental 
Equipamiento comunitario 
Vivienda 
I
n
s
t
i
t
u
c
i
o
n
a
l
 
Gestión 
Planeación y gestión del proyecto 
Coordinación interinstitucional 
Gestión de la planeación local 
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CAPITULO 5 - PROGRAMA DE MEJORAMIENTO INTEGRAL 
–PMI- EN BOGOTÁ 
El Mejoramiento Integral, aparece como parte integrante del Plan de Ordenamiento 
Territorial de Bogotá43, el cual, busca ser un instrumento de gestión pública que más allá de los 
códigos urbanísticos, aborde el territorio como elemento central del desarrollo urbano. En este 
sentido, procura que el uso y usufructo del territorio se equilibren en función de, entre otros, 
factores la reducción de la pobreza y la vulnerabilidad, la cohesión social y espacial, y la 
reducción de la degradación ambiental. Igualmente, sirve como insumo base en el diseño de los 
planes de desarrollo al definir una planeación a corto, mediano y largo plazo en temas tales como 
vías, servicios públicos, equipamientos, transporte, vivienda, renovación urbana y mejoramiento 
barrial. 
En materia del tratamiento de asentamientos humanos informales y de bajos ingresos, el 
POT define lineamientos partiendo de objetivos y políticas para el mejoramiento de las 
condiciones de vida en la ciudad tales como44: 
• El control de la expansión urbana en Bogotá y su periferia a través de mecanismos para el 
uso eficiente del suelo disponible, tiendo en cuenta la protección de las áreas de la estructura 
ecológica principal y la ruralidad de la ciudad, previniendo la urbanización indiscriminada del 
suelo;  
• La producción de hábitat sostenible, que integre las dimensiones ambientales, y las 
sociales, culturales y económicas en los procesos de desarrollo urbano;  
• El desarrollo equilibrado y equitativo del suelo urbano en consideración de las 
condiciones de desarrollo humano y social de la población de más bajos recursos y mayor 
vulnerabilidad en la ciudad, su acceso a la oferta de bienes y servicios de la ciudad, y el 
reconocimiento de su participación en la construcción del territorio urbano; 
• La promoción del control de la expansión del suelo urbano y la conurbación con 
municipios vecinos, a través de la protección, recuperación y mantenimiento de los bordes de la 
ciudad, el control a la urbanización ilegal, la consolidación de las zonas urbanas, la definición de 
sus usos del suelo en las periferia y la definición de estrategias de integración de la red de 
ciudades de la región, en términos de conectividad, provisión equilibrada de servicios, vivienda y 
equipamientos; 
• Una política de hábitat y seguridad humana, según la cual el desarrollo urbano debe 
integrar la producción de asentamientos humanos a la provisión de condiciones básicas de bienes 
y servicios de la ciudad tales como movilidad, espacio público, equipamientos dotacionales de 
                                                 
43
 Establecido en el Decreto 190 de 2004 “Por medio del cual se compilan las disposiciones contenidas en los 
Decretos Distritales 619 de 2000 y 469 de 2003”. 
44
 Decreto 190 de 2004, Artículo 1, Numerales 4, 6 y 8, Artículo 6, 9, 11, y 13. 
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salud, educación, recreación, seguridad, justicia, movilidad local y servicios públicos 
domiciliarios, y a partir de la co-producción entre actores privados, públicos y comunitarios, de 
un adecuada gestión del suelo, la urbanización legal, la seguridad jurídica, el mejoramiento 
barrial y urbano, la protección de patrimonio ambiental y la prevención de riesgos por 
construcción en zonas no hábiles para la urbanización; 
• El fortalecimiento de la estructura urbana de equipamientos, en relación con el centro y 
las centralidades urbanas y las áreas estratégicas de integración regional, para la provisión de 
servicios urbanos y su distribución equitativa en el territorio de la ciudad, en consideración de las 
necesidades y demandas de los habitantes, apoyando por esta vía acciones de mejoramiento 
integral de barrios, mediante la localización de equipamientos de carácter zonal y vecinal que 
atiendan no solo necesidades de servicios, sino que sirvan como elementos de integración 
comunitaria; y 
• La recuperación y manejo del espacio público a través del aumento de zonas verdes por 
habitante, el área de tránsito libre y su aprovechamiento económico a partir del respeto del 
espacio público, el reconocimiento de la importancia de la recuperación, mejoramiento y 
adecuación de estos espacios en la convivencia, la integración comunitaria, el ejercicio de los 
derechos y el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes de ciudad. 
En este contexto, es planteado en el POT el Programa de Mejoramiento Integral, como 
aquella estrategia que prioriza la intervención en 26 UPZ (Unidades de Planeamiento Zonal) de 
tipo 1, caracterizadas como de uso Residencial de Urbanización Incompleta, que serán 
catalogadas así por presentar condiciones críticas de pobreza y hacinamiento, que en adelante 
serán UPZ con tratamiento de Mejoramiento, partiendo de recoger la experiencia del Programa 
de Desmarginalizacion y, principalmente, la del Proyecto SUR con Bogotá. 
Según esto el tratamiento de Mejoramiento Integral asignado a estas zonas se refiere a las 
actuaciones de “regularización de asentamientos de origen informal, para su conveniente 
integración a la estructura de la ciudad” (Artículo 385, Decreto 190 de 2004), que tendrán dos 
modalidades principales de aplicación propias de la intervención sobre espacios informales 
consolidados, y que marcarán una diferenciación con los elementos de regulación propios de los 
asentamientos de desarrollo incompleto de las décadas de los sesentas y sesentas a saber: 
− De intervención reestructurante: Sectores que requieren generar condiciones de accesibilidad, 
dotación de equipamientos e infraestructuras de escala urbana o zonal, mediante proyectos 
específicos que integren varias intervenciones y acciones sectoriales. 
− De intervención complementaria: Sectores que requieren completar y/o corregir las 
deficiencias urbanísticas, mediante la continuación de procesos ya iniciados que apuntan a 
construir y cualificar el espacio público, las dotaciones y las infraestructuras locales. 
Desde el punto de vista urbanístico, el tratamiento de Mejoramiento Integral definido por 
el POT se concentrará en las siguientes áreas Artículo 387 (Decreto 190 de 2004) : 
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Generación de 
espacio público 
 
Las intervenciones se dirigen a la recuperación e incorporación de los 
siguientes elementos: 
− Estructura ecológica principal y áreas de riesgo no mitigable. 
− Sistemas generales: malla vial arterial e infraestructuras de servicios 
públicos. 
− Malla vial intermedia y local articulada con el sistema vial principal. 
− Cesiones públicas para parques y equipamientos Para la recuperación 
e incorporación antes enunciados se realizarán las siguientes 
actuaciones: 
− Estructuración de ejes ambientales articulando áreas de parques y 
equipamientos existentes. 
− Localización de sitios estratégicos para la conformación de espacios 
públicos, equipamientos e infraestructura de escala zonal, mediante el 
empleo de los instrumentos de gestión adoptados en el POT. 
− Diseño de corredores ambientales de oxigenación incorporando para 
tal fin las zonas de alto riesgo no mitigable, de altas pendientes, o 
zonas inundables. 
− Estructuración de circuitos viales y de transporte público interbarrial. 
Normas para 
las viviendas 
Alturas máximas 
 
Iluminación y ventilación 
  
Estacionamientos 
Fichas 
normativas 
Con el objeto de establecer las intervenciones respectivas y reglamentar 
urbanísticamente las situaciones existentes, se adoptarán fichas normativas 
para cada uno de los subsectores resultantes del planeamiento definido en las 
UPZ de tipo 1, tratando de consolidar áreas homogéneas en los siguientes 
aspectos: Morfología de la zona, relación con sistemas y operaciones 
estructurantes, usos predominantes, condiciones topográficas y grado de 
consolidación. 
El enfoque de la política habitacional, en la cual se enmarca el Mejoramiento Integral, se 
encuentra en el Artículo 158 de la norma, dejando claros los elementos de estructuración del 
enfoque recogidos de las experiencias implementadas durante la década de los noventas, así: 
“[...] con el objeto de atender el déficit cualitativo y cuantitativo de las familias pobres del 
Distrito, se hace necesario desarrollar un conjunto articulado de conceptos, objetivos y 
acciones de carácter integral que posibiliten una relación idónea entre la población, el proceso 
de asentamiento y el entorno ambiental de la ciudad, para hacer efectivos los derechos a la 
vida, a una vivienda digna y a un ambiente sano” 
“Mejoramiento integral y optimización del inventario inmobiliario en áreas de origen ilegal: 
El Programa de Mejoramiento Integral de Barrios, desarrollará sus acciones a partir de dos 
dimensiones: la social y la territorial, bajo dos estrategias transversales: la primera, de 
participación ciudadana que busca aumentar la capacidad de gestión colectiva, la cultura 
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democrática y el capital social en el territorio y la segunda, de coordinación interinstitucional 
y fortalecimiento de la gestión local. Se promoverá el mejoramiento de las viviendas 
existentes con el fin de atender el déficit cualitativo asociado a condiciones estructurales, de 
hacinamiento, deficiencias en infraestructura y condiciones de habitabilidad de las viviendas”. 
Figura 8 – Distribución de UPZ de mejoramiento en Bogotá45 
 
Fuente: SDHT, 2011, p. 30 
La implementación de la política a partir de 2000 tendrá dos momentos: uno en el cual se 
delega su dirección a la Caja de Vivienda Popular (2002 – 2006), y un segundo momento, 
definido por la reestructuración administrativa del distrito con la cual se creará la Secretaría 
Distrital del Hábitat en 2007, y será está instancia la encargada de la dirección de la política en un 
esquema institucional conformado por Secretarías de despacho, instancias de diseño y 
formulación de política, que se apoyan en sus instituciones adscritas y vinculas para la ejecución 
de las mismas. En efecto, el Sector Hábitat quedará conformado a partir de su creación así: 
SECRETARÍA DISTRITAL DE HÁBITAT (cabeza de sector). 
Entidades adscritas: 
Caja de Vivienda Popular 
Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos 
                                                 
45
 La priorización de UPZ consultó los principios de ordenamiento del POT,  la distribución de población vulnerable 
según el SISBEN, la población según UPZ, las áreas en situación de ilegalidad, la continuidad de intervenciones de 
experiencias de mejoramiento anteriores y la ubicación del zonas de alto riesgo, con lo cual, la georeferenciación 
presentada en la ilustración, para estar siguiendo el mapa de la pobreza urbana en Bogotá. 
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Entidades vinculadas: 
Empresa de Renovación Urbana – ERU 
METROVIVIENDA 
Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá - EAAB –ESP 
Entidades con vinculación especial: 
Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá S.A.-ETB-ESP 
Empresa de Energía de Bogotá S.A. - EEB - ESP  
A partir de esta estructura de gestión, la Política de Mejoramiento Integral se 
implementará bajo el liderazgo de la SDHT, que será la encargada dar forma a un esquema de 
intervención en el cual aún participaba la KfW a través de SUR de Convivencia, programa que 
deriva del Proyecto SUR con Bogotá, y entraría a ser parte de la tercera fase de implementación 
del mismo proyecto. 
 
5.1. CAJA DE VIVIENDA POPULAR - CVP 
Durante el segundo período de gobierno de Antanas Mockus (Bogotá para vivir todos del 
mismo lado - 2001-2004), fue otorgada a la Caja de Vivienda de Popular del Distrito –que para 
entonces fungía como una institución del distrito de orden descentralizado—, la coordinación del 
Programa de Mejoramiento Integral creado por el POT,  partiendo de un esquema de gestión en el 
cual de verían claros los componentes y estrategias decantados en la trayectoria de varias décadas 
de mejoramiento, que tienen un momento culmen en la década de los noventas y la 
institucionalización de la experiencia en el POT – 2000.  
Figura 9 – Esquema de intervención Programa de Mejoramiento Integral 
 
Fuente: SDHT, 2007, p. 11 
En efecto, en esta estrategia aparecen los componentes territorial, en tanto, intervención 
para la configuración del ordenamiento espacial mediante obras, conexiones e interacción 
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comunitaria; y social, como la estrategia de acercamiento e inclusión de la población en 
consideración a la reconfiguración del contexto socio-económico y ambiental, a través de la 
generación de apropiación del hábitat. La participación ciudadana se convertirá entonces, en una 
forma de enriquecer el esquema de gestión del proyecto desde las herramientas de la Cultura 
ciudadana, el fortalecimiento a las redes y organizaciones sociales y la Convivencia y Seguridad 
Ciudadanas. Por supuesto, que la coordinación institucional continuará siendo un reto para llevar 
a cabo una política pública efectiva, con lo cual el componente Coordinación institucional se 
tornará en adelante en estrategia transversal, que junto a la participación, buscarán escenarios de 
concurrencia para la producción de gobernabilidad en el territorio. 
 De otra parte, hay un escenario de recambio que plantea en la etapa inicial el PMI 
del POT 2000. Esto tiene que ver con la ordenación de acciones de intervención en la escala 
barrial que considerando la naturaleza del PMI en cuanto esquema de gestión del suelo en donde 
la construcción de espacio metropolitano cobra importancia. En este sentido, es importante tener 
en cuenta el papel de la cooperación internacional cuyas agendas de inversión cambian en lo 
urbano y se orienta a los temas de seguridad y convivencia, como reto para la construcción de 
gobernabilidad, y la movilidad como elemento estructurador del hábitat urbano. En esta etapa, es 
obvio que las prioridades de inversión tengan que ver con la construcción de grandes autopistas 
sistemas de transporte masivo, la renovación de áreas urbanas para adecuarlas a las demandas de 
suelo urbano.  
Con la llegada de Luis Eduardo Garzón a la Alcaldía de Bogotá (2004 - 2007) la 
estrategia de participación cobra un papel central como elemento transversal y estructurador de 
las acciones, a través de una estrategia de elaboración participativa de planes zonales, 
identificando y priorizando sus necesidades, con el objetivo de fortalecer la organización social y 
y promover la construcción de capital social. Para entonces aparecerán los Núcleos de 
Participación Ciudadana, como espacios de interlocución entre los diferentes actores y, las Obras 
con Participación Ciudadana, en las cuales las entidades públicas y privadas, concurren con 
actores comunitarios en la construcción de obras gestionadas y priorizadas por la misma 
comunidad. Por otra parte, el Fondo de Desarrollo Comunitario, serviría como facilitador de la 
gestión financiera para apoyar proyectos de participación comunitaria y desarrollo social de las 
zonas. Durante esta etapa, convenios con la KfW y el Banco Mundial, apareciendo como agentes 
en los esquemas de coordinación con alto grado de incidencia en el diseño, planeación, 
monitoreo, evaluación y ajuste de las acciones de política. Igualmente, aparecen como agentes las 
alcaldías locales. 
Luego entre 2004 y 2006, el PMIB todavía a cargo de la CVP tuvo una reestructuración al 
incorporar y articular el proyecto SUR, planteándose ahora como SUR de Convivencia.  Así, el 
fortalecimiento institucional pasa de ser una estrategia transversal a ser una dimensión, al igual 
que la territorial y la social.  Además se definen objetivos y líneas de acción para cada una de las 
dimensiones 
Las principales estrategias de intervención en este periodo fueron: 
OBRAS CON PARTICIPACIÓN CIUDADANA (2003-2011), que responden a la 
clasificación de 26 UPZ catalogadas de mejoramiento y buscan fortalecer la gestión y ejecución 
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compartida de obras (instituciones-comunidad). El mejoramiento en las capacidades colectivas de 
las organizaciones buscaba la superación en las condiciones del lugar y la calidad de vida. Fueron 
un esquema de fortalecimiento de las organizaciones comunitarias en que estas realizan sus 
propios proyectos de desarrollo en el territorio, en asocio con las instituciones del distrito  
NÚCLEOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA, espacios de interlocución institucional 
y comunitaria para la articulación y gestión, sobre el ordenamiento urbano a escala zonal y el 
control social. 
FONDO DE DESARROLLO COMUNITARIO. Instrumento del Proyecto Sur para la 
financiación de proyecto de participación comunitaria. 
COORDINACIÓN INSTITUCIONAL. Construcción de espacios de coordinación 
interinstitucional que articula acciones a diferentes escalas en relación a las problemáticas 
identificadas y priorizadas en los núcleos de participación ciudadana. 
OBRAS MENORES DE ESPACIO PÚBLICO, intervenciones orientadas a mejorar las 
condiciones de vida de la población, a partir de acciones integrales y una estrategia de 
coordinación, concertación y gestión de los diferentes actores de la administración distrital, las 
alcaldías locales, el sector privado y las comunidades organizadas, mediante la planificación y 
dotación de servicios urbanos 
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Tabla 19 – Contextualización Programa SUR de Convivencia 
 
EXPERIENCIA DISCURSO ACTOR INTERNACIONAL 
CONTENIDO 
OBJETIVO Componentes 
2004-2007 
Programa "SUR de 
Convivencia" 
FASE I 
Objetivos de desarrollo del 
milenio 
 
Cohesión social y desarrollo 
territorial 
 
Desarrollo de municipios y 
territorios, y desarrollo 
sostenible. 
 
Seguridad y convivencia ciudad 
 
Seguridad Humana 
KFW – Kreditanstalt fur 
Wiederaufbau 
(Corporación de Crédito 
para la Reconstrucción) 
de la República Federal 
Alemana 
 
Banco Mundial 
Institucionalización a nivel 
distrital de un modelo replicable 
de Mejoramiento Integral en zonas 
con barrios en desarrollo 
progresivo a través de una 
planeación y gestión coordinada 
entre las entidades distritales y la 
participación comunitaria 
organizada 
 
Mejorar las condiciones de 
convivencia a través de la 
promoción de una cultura de 
manejo pacífico de conflictos e 
inversiones en infraestructura 
comunitaria 
S
o
c
i
a
l
 
Mejoramiento en el manejo del 
conflicto: Pactos de convivencia 
para el uso y mantenimiento del 
espacio público, capacitación 
Atención y prevención de la 
violencia intrafamiliar 
Calificación y vinculación de la 
comunidad a las obras físicas 
2009 - 2012 
Programa "SUR de 
Convivencia" 
FASE II 
F
í
s
i
c
o
 
–
 
E
s
p
a
c
i
a
l
 Mejoramiento de los espacios 
públicos con alto conflicto social: 
construcción de alumbrado 
público, construcción y 
mejoramiento de parques y zonas 
verdes, vías peatonales y 
alamedas, escaleras 
I
n
s
t
i
t
u
c
i
o
n
a
l
 Mejoramiento de la coordinación 
institucional en materia de 
convivencia 
Administración y Gestión (DACD 
y KfW) 
 
 88 
 
5.2. SECRETARÍA DISTRITAL DE HÁBITAT 
Como ya se ha mencionado, a partir de 2007, se inaugura un segundo período en el PMI. 
La aparición de la Secretaría Distrital de Hábitat, produce rápidamente un remezón en la 
organización esquemática que se había propuesto en la etapa de coordinación de la Caja de 
Vivienda Popular, tensión que se radicaliza con la llegada a la administración de Samuel Moreno 
(Bogotá positiva, 2008 – 2011) como Alcalde Mayor. Será en este momento que, la participación 
del Banco Mundial cese, y la KfW se abstraiga de igual manera, de participar en el proceso. Esta 
administración decide escindir la instancia de dirección política de la instancia operativa, de 
modo que, la primera queda a cargo de la Secretaría, directamente,  y la segunda se radicará en la 
CVP. Sin embargo, en la percepción de los actores que fueron testigos del proceso que el sin 
sabor de una pérdida durante este periodo, dada la desintegración de una política robusta desde la 
instancia de coordinación de la CVP, que a partir de ese momento será la encargada de 
operativizar el Programa desde un escenario de incertidumbre institucional sobre su destino. La 
reactivación del Proyecto SUR, esta vez en su forma de Programa de Sur con Convivencia es 
síntesis de esos cambios tanto en la estructura institucional como de agenda temática de la 
política pública. A partir de entonces,  son retomadas las acciones en los territorios del Proyecto 
SUR ampliándolas a 70 barrios más, para un total 115. Sin embargo, dados los retos del escenario 
ya vistos, se toma la decisión de focalizar aún más la intervención, y en su momento de las 26 
UPZ´s, 14 serán objeto de intervención durante ese periodo en un ejercicio priorización en Zonas 
de Intervención Estrategia, y Áreas prioritarias de intervención.  
Este modelo de intervención, quedará plasmado en los lineamientos de política 
producidos por la SDHT (2011) en los cuales se plantea la complejización de esos territorios 
zonales (UPZ) que plantea el POT bajo el tratamiento de mejoramiento, en términos de priorizar 
para la intervención aquellos territorios con bajo grado de consolidación y alta vulnerabilidad en 
tres escalas diferentes de intervención. Para ello se han considerado dos escenarios de 
intervención: la focalización y la priorización. 
Que se podrá realizar en función de tres tipos de espacios de intervención en 
consideración de la realidad del hábitat popular que se aborde, desde el punto de vista 
urbanístico, y podrán ser: 
1. Espacios estratégicos que “son áreas de primer nivel de actuación identificadas en las UPZ 
de Mejoramiento Integral”, definidas en con ese mismo tratamiento, dependen de su grado de 
consolidación, vulnerabilidad de su población, y tendencia a profundizar su estado de 
precariedad y deterioro físico y social. La intervención en estas áreas corresponderán a 
programas y proyectos de intervención puntual en escalas y tiempos en el marco de las 
directrices del POT (SDHT, 2011, p 63). 
2. Áreas de segundo nivel de actuación refieren a una diferenciación espacial al interior de la 
UPZ, en relación con aquellas áreas que de menor grado de vulnerabilidad física y social, que 
presentan, principalmente, deficiencias de vías, servicios, equipamientos y espacio público, y 
mayor grado de consolidación urbanística y habitacional. Las acciones a este nivel 
corresponden intervenciones a menor escala y de impacto zonal, susceptibles de incorporarse 
en proyectos de vivienda nueva tipo VIS o VIP (SDHT, 2011, p 64). 
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3. Áreas de tercer nivel de actuación que son aquellas áreas  con el mayor grado de 
consolidación urbanística y habitacional, y que serán objetivo de intervención a través de 
proyectos puntuales que buscan la consolidación urbanística en esa zona de la UPZ, con lo 
cual serían las primeras áreas potenciales para superar el tratamiento de Mejoramiento 
Integral (SDHT, 2011, p 65). 
Ahora bien la priorización de zonas para intervención estará dada en función de la 
organización temporal de las acciones (corto, mediano y largo plazo), y podrá darse en a través 
de: 
1) Proyectos integrales, los cuales proponen intervenciones que involucran la mayoría de los 
componentes del mejoramiento integral, en el marco de coordinación de agentes institucionales 
del distrito. Se agrega en el documento de Lineamientos de la SDHT (2011) “Este proyecto 
integral debe definirse en función de la vocación identificada para la UPZ y debe responder 
igualmente al componente o los componentes más deficitarios de la zona” (p. 66) 
2) Área Prioritaria de Intervención (API), la cual refiere a un sector específico al interior de 
los Espacios Estratégicos de las UPZ de mejoramiento integral, en el marco de un Proyecto 
Integral. Este espacio está caracterizado por presentar las necesidades más sentidas de la 
comunidad (demanda) y  un alto grado de concurrencia de programas y proyectos del sector 
Hábitat y de las demás entidades distritales del nivel central y local (SDHT, 2011, p. 67) 
3) Operaciones Urbanas Integrales, que se constituyen en intervenciones urbanas de gran 
escala dada la complejidad de las acciones y la escala de operación de los componentes. Al 
respecto los lineamientos de la SDHT plantean que “por su dinamismo pueden desbordar la 
zonificación realizada con las Unidades de Actuación, actuando a lo largo de estas con el fin de 
jalonar las áreas más deficitarias por medio de la extensión de redes de la malla vial arterial, 
grandes equipamientos urbanos, centros de empleo, operaciones estratégicas y centralidades que 
deben actuar de manera articulada y en función de la inserción de la población a la vocación de la 
operación.” Estas podrán ser de dos tipos: 
• Renovación Urbana en la ciudad Informal, con lo cual se produce un 
aprovechamiento en segmentos de espacio urbano de origen informal a través de 
esta metodología de intervención. 
• Desarrollo en la ciudad informal, con los cuales el urbanizador formal se anticipa 
al urbanizador informal en la compra y urbanización de suelo que sea susceptible  
de ser ocupado en la dinámica informal. 
Ambas estrategias funcionan en la lógica del potencial estratégico propio de los territorios 
informales de la ciudad, lo cual las convierte en áreas de oportunidad en un escenario de 
promoción de la participación y la gestión público privada. 
4) Intervenciones Integrales Complementarias las cuales intervienen áreas de Tercer Nivel 
de Intervención pero no exclusivamente en ellas. Esas son intervenciones de menor escala, en que 
los componentes del mejoramiento operan a escala barrial, atendiendo demandas y deficiencias 
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físico-urbanísticas para la consolidación del espacio urbano, la superación del tratamiento de 
mejoramiento integral (SDHT, 2011, p.69). 
Así las cosas en esta etapa de consolidación de la estrategia integral para el mejoramiento 
barrial y urbano, consagrada en el POT y en el fortalecimiento de un enfoque de Hábitat 
ordenado en torno a la configuración de una ciudad compacta y estética, se podría concluir que 
muchos de los elementos encontrados en el estudio de la trayectoria del mejoramiento en décadas 
anteriores, hacen síntesis en la forma actual de la política. En este sentido, el carácter 
intregracionista del mejoramiento, actualiza los elementos de la tradicional regularización, 
trayendo al estado actual de una ciudad con ciertos niveles de compactación, una lógica de 
ordenación en torno a la oportunidad temporal de generar una innovación y la producción de 
suelo urbano renovado bajo la lógica de la reproducción de las rentas. El tratamiento de 
Mejoramiento no es más la ordenación de esa oportunidad bajo la égida integracionista del 
sistema urbano actual, lo cual aparece una focalización de acciones en la escala zonal y barrial, 
unos instrumentos de integración urbana de áreas consolidadas en los conceptos de renovación y 
desarrollo en la ciudad informal. 
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CONCLUSIONES 
Al iniciar la reflexión sobre el Mejoramiento Integral en Bogotá, ha surgido un constante 
cuestionamiento sobre la pertinencia de unos instrumentos de política que tienden a atender ex 
post problemáticas sociales cuya ocurrencia son por momentos previsibles, es decir, nos hemos 
preguntado, ingenuamente, por qué surge una política para combatir una problemática que debió 
resolverse en su origen, en tanto, en Colombia debimos tener una política de asentamientos o de 
producción de espacio urbano, antes que una política que hiciera síntesis después del caos. La 
pregunta queda resuelta, cuando se advierte que la ciudad no solo es mercantil, sino que es 
mercancía, y ha sido espacio privilegiado para la producción capitalista, pero además objeto de 
esa producción. Según esto, la producción de espacio urbano corresponderá a una lógica 
desrregulada, a una racionalidad depredadora y cooptante.  
Así las cosas, la naturaleza, que nos pareciera, “paliativa” del mejoramiento, se tornó en 
sospecha. Siguiendo a De Soto, las medidas de mejoramiento y regularización cobran verdadero 
sentido en un esquema de pensamiento estratégico capitalista práctico, respecto a la oportunidad 
de la integración de la pobreza al sistema económico urbano. En este sentido la marginalidad e 
precariedad de los negocios y emprendimientos de los pobres son vistos como activos 
económicos que deben ser revitalizados por el sistema legal oficial y convertidos en un capital 
líquido. El acceso al crédito formal y la posibilidad de invertir en sus viviendas y negocios, y de 
esa manera fortalecer la economía como un todo, aparecerán como estrategias integradoras a un 
sistema financiero sobre el cual se fundamenta la posibilidad de desarrollo económico de los más 
pobres. Así las cosas, los pobres poseen activos para hacer un éxito el capitalismo, sin embargo, 
su posesión carece de un título de dominio perfecto y acabado y por tanto no pueden respaldarse 
en su propiedad para crear más capital y generar plusvalía, y en tanto las personas se encuentran 
seguras de su estado de dominio invierten en mejoras a sus propiedades, acceden al crédito, y se 
integran al mercado financiero, lo cual a su vez genera plusvalía a otros sectores. La idea de De 
Soto reafirma la necesidad de establecer vínculos de propiedad que hagan a los pobres sujetos del 
mercado financiero, que a su vez les faciliten las condiciones óptimas para su desarrollo 
económico personal y de la superación de la pobreza. En este sentido las medidas de legalización 
de la propiedad y de mejoramiento integral, encajan en el estrategias de integración del suelo 
urbano informal y pobre a los flujos económicos de las ciudades y, finalmente, al stock 
inmobiliario y por esa vía al mercado financiero, en el cual, al autor plantea el suelo urbano de 
los pobres en términos de capital muerto. 
Doblemente sólido parece este planteamiento si se piensa en lo propuesto por Giraldo, 
García, Ferrari & Bateman (2009), respecto a los procesos de poblamiento masivo de las 
ciudades en los últimos 70 años en América Latina. La “Urbanización para el desarrollo humano: 
políticas para un mundo de ciudades”, estudio que contiene planteamientos de demostración en 
que la calidad de vida en las ciudades tiende a ascender siempre que, (1) las personas viven más, 
gracias a las buenas condiciones de salubridad presentes en la ciudad, con lo cual se disminuye el 
índice de mortalidad temprana; (2) se tiene acceso efectivo a la educación y la cultura, siempre 
que la prestación de estos servicios en la ciudad genera mejores niveles de alfabetización y 
acceso a las comunicaciones; y (3) se amplía la posibilidad de una vida digna, debido al acceso a 
recursos económicos generales, que según lo muestra el PIB per capita, tienden a aumentar 
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cuando se habita la ciudad. Desde este punto de vista, el discurso justificativo de la causalidad 
entre mejoramiento físico-espacial y calidad de vida, encontrará asidero en cuanto la integración 
físico espacial determine un medio básico a través del cual acceder a recursos monetarios para 
garantizarse una existencia digna.  
Así las cosas aparecen en nuestra reflexión inicial los elementos que para Boltanski & 
Chiapelo (2002) constituyen ese nuevo espíritu del capitalismo que se configura a partir de entre 
varios rasgos, la necesidad de tener un discurso justificativo que apalee esos efectos negativos de 
difusión e instauración del mercado como lógica de coordinación predominante en la sociedad 
moderna. En este sentido, aparece un discurso bondadoso pletórico de ventajas y bienestar, en 
cuya esencia está la realidad de un juego desigual, lleno de incertidumbre, y en el que las ventajas 
son ostentadas por aquellos jugadores que dirigen el juego de especulación y disponen del 
mercado, y en que el poblador pobre aparece como un actor latente: está presente como mano de 
obra disponible, en el esquema de la ciudad fordista, pero además, funge como agente en la 
producción de suelo urbano que desde la informalidad dispone de una reserva de stock 
inmobiliario, que deberá ser integrado en el momento justo. Y por otra parte, aparece ese discurso 
justificativo que basado en un enfoque de desarrollo planteará como única y mejor posibilidad, la 
vida urbana, puesto que en la ciudad están las condiciones para acceder al escenario de desarrollo 
“humano”. 
Sin embargo, y desde la sospecha, estos elementos empiezan a ser develados. Para 
comenzar, porque esa posibilidad integradora del mercado, se amplió al comprender siguiendo a 
Abramo (2006; 2012), que en relación con el fenómeno de producción del espacio urbano la 
mirada no puede ser tan simplista siempre que las lógicas del mercado que permean el orden del 
hábitat popular no solo parten de la lógica de la necesidad que reina en aquel contexto, sino que 
dialogan con la dinámica del mercado formal, en tanto, campo de especulación y reino del 
emprendedor shumpeteriano, es decir, que el hábitat popular puede ser parte del proceso de 
innovación urbana, y por tanto, integrarse perfectamente, a los ciclos de reproducción del suelo 
urbano. Y esta evidencia queda clara, al percatarnos del carácter instrumental que cobra la forma 
reciente de la política de mejoramiento integral, en el contexto de una racionalidad ordenadora 
del territorio basada en la clásica lógica del Estado Neoliberal que establece reglas básicas de 
juego y condiciones que faciliten el mismo. Y en efecto, al seguir las trayectorias del 
mejoramiento, se puede apreciar como la lógica de los instrumentos de planeación del suelo 
urbano, permea y finalmente, se presenta en el Programa de Mejoramiento Integral. En este 
escenario es diseñado un esquema de intervención, que vendría a ser el triunfo de la cooperación 
alemana (KfW en el Proyecto SUR) en su búsqueda constante de un esquema de coordinación 
institucional. Esto no es otra cosa que establecer la base para que la intervención desde la lógica 
de planeación del suelo, que racionaliza, organiza, jerarquiza, diferencia, el espacio urbano, 
permee el hábitat popular según las diferentes funciones que impone el mercado al suelo urbano. 
En este sentido, el componente de fortalecimiento institucional, ha sido la herramienta a través de 
la cual los agentes internacionales de cooperación (en este caso la KfW), han logrado la 
institucionalización de los esquemas de acción por ellos propuestos. 
Esta tecnocratización de los instrumentos de la política de Mejoramiento Integral tiene 
que ver, por ejemplo, con la inclusión de estrategias como las Operaciones Urbanas Integrales 
tales como la Renovación Urbana o los Desarrollos de ciudad informal, en los cuales son los 
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agentes urbanizadores del sector privado formal, quienes generan ejercicios de mejoramiento a 
partir la herramienta de la renovación o se adelantan a los urbanizadores informales en la 
captación de suelo vulnerable a la urbanización a través de la compra para su posterior 
urbanización ordenada. Esa lógica que describe Abramo de la “Ciudad com-fusa” y del ciclo 
entre los difuso y los compacto, se puede apreciar en este escenario en el que se actualizan los 
mecanismos y es el agente urbano privado formal, quien produce suelo urbano para los sectores 
de bajos ingresos, en el sentido, de que será el urbanizador privado formal quien produzca esa 
difusión y compactación cíclicamente en el suelo, porque en este escenario siempre habrá la 
posibilidad de que exista un suelo que pueda ser urbanizado. 
Por otro lado, la relación causal entre urbanización y calidad de vida es relativa siempre 
que, por un lado, el indicador del PIB per capita no consulta los índices de distribución de la 
riqueza en las ciudades. Igualmente, se puede afirmar que diversos factores configuran hoy una 
realidad en las ciudades que se ilustra en las tasas de homicidios en el país, y la dimensión 
aportada por las ciudades, que entre 2003 y 2006 ascendía al 66% de los homicidios totales 
producidos en el país (Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH, 
2009, p. 69). En efecto, se encontrarán diversos indicadores que relativicen la evaluación de 
calidad de vida en una ciudad, sin embargo, el argumento económico por la vía del acceso a 
ingresos para la sostener una vida digna continuará determinando el debate en el contexto de “las 
economías de mercado [en que] los pobres eran definidos como carentes de aquello que los ricos 
tenían en términos de dinero y posesiones materiales, [y] si el problema era de ingreso 
insuficiente, la solución era, evidentemente, el crecimiento económico” (Escobar, 2007,p. 51). En 
este sentido, la pobreza y las carencias, y su correlato en el concepto de calidad de vida, en la 
ciudad, estarán definidas por una relación de comparación que se funda en el sistema capitalista 
desde el statu quo de quienes más recursos logran acumular, lo cual se expresa en una jerarquía 
urbana del espacio y en un orden segregado, sistémico y autoreferente.  
En este sentido, en relación con los elementos de la esencia del Mejoramiento, y 
siguiendo su trayectoria, retomaremos, en esta reflexión final dos aspectos adicionales. El 
primero de ellos, la relación causal que se establece entre intervención físico espacial y 
mejoramiento de la calidad de vida y la superación de la pobreza como objetivo central de los 
programas de mejoramiento, que en nuestro concepto entrañan la naturaleza justificativa referida 
en tanto, la intervención físico espacial entraña en esencia un mecanismo de producción de suelo 
y renta urbanos. 
Así pues, el componente físico-espacial ha sido parte de la totalidad de las experiencias de 
mejoramiento presentadas. En todos los casos está planteada la relación causal entre el 
mejoramiento físico-espacial, y el mejoramiento de la calidad de vida y en algunos casos la 
superación de la pobreza. Esta relación está planteada en términos de la implementación de unas 
acciones de intervención físico-espacial que generarán condiciones materiales favorables para la 
producción de un hábitat popular digno, seguro y habitable. Con este argumento, y los 
planteamientos de Giraldo, García, Ferrari & Bateman (2009), en relación con los procesos de 
urbanización y el ascenso de los indicadores de desarrollo humano, la evidencia de los efectos 
socio-culturales positivos de la intervención físico-espacial, resultan casi irrefutables.  
 94 
 
Sin embargo, lo que se plantea aquí es que, en este contexto de profunda radicalización 
del mercado, el mejoramiento se torna en un instrumento de transformación que juega un papel 
importante dentro de los movimientos mercantiles del suelo en la lógica presentada por De Soto. 
La propiedad como base del ciclo de producción capitalista, genera un efecto de producción de 
renta sobre el suelo, por el solo hecho de poseerlo, y el suelo urbano no regularizado se encuentra 
fuera del ciclo de producción de rentas, hasta no ser legalizado. Por tanto, la legalización es la 
primera intervención que facilita la producción de rentas. En un segundo nivel, el mejoramiento 
barrial, es útil para la provisión de servicios públicos básicos a las viviendas, aun cuando en 
Colombia, dado el régimen garantista de derechos fundamentales, no es requisito indispensable 
para acceder a los servicios públicos la legalización del título de propiedad del inmueble y el 
reconocimiento legal del asentamiento. Por esta vía, la provisión de servicios básicos se convierte 
en un paso fundamental dentro de las acciones de mejoramiento barrial y segundo nivel de 
regularización de la propiedad. Finalmente, en el ciclo de producción de espacio urbano 
capitalista, se produce un proceso de adecuación de entornos urbanos que producen procesos de 
diferenciación de segmentos de espacio urbano. De este modo, el mejoramiento de espacio 
público (vías, andenes, parques entre otros tipos de espacio público) y la dotación de 
equipamientos para la prestación de servicios de salud, educación o recreación, se convierten en 
objeto de mejoramiento de modo que se integre el asentamiento funcionalmente a la ciudad. 
Todos estos aspectos por supuesto representan externalidades positivas en la óptica de los 
pobladores de los hábitats mejorados desde la intervención físico-espacial, en tanto, la 
diferenciación se convierte en ventajas. La lógica del mercado en las ciudades contemporáneas es 
tan integradora en este sentido, que aun cuando los mejoramientos son agenciados por actores 
comunitarios o barriales, herederos de sus dinámicas de asentamiento forzado, ilegal, marginal, 
que dan lugar a la ciudad informal, y sus luchas por condiciones de vivienda digna y de acceso a 
los servicios urbanos, el espacio antes informal, ahora regularizado y mejorado, es fácilmente 
incorporado al stock de bienes inmobiliarios de la ciudad.  
En este sentido el mejoramiento, la lógica de ascenso social y la difusión generalizada de 
la ideología de mercado y competencia en la ciudad, convierten a los individuos-ciudadanos en 
agentes del mercado una vez superada la etapa de consolidación de sus territorios. Esta 
adaptación por supuesto enfrenta las vicisitudes propias de los desequilibrios e inequidades 
económicas, a las que son especialmente sensibles los sectores de más bajos ingresos. Esto 
corrientemente, produce resistencias a la adaptación formal desde la lógica de la necesidad en las 
que el ciudadano se convierte en cliente de los servicios de la ciudad, y las obligaciones 
pecuniarias de esta relación son insostenibles para muchos si se piensa en que la valorización 
produce aumento del valor de los servicios públicos, generación de obligaciones tributarias y 
encarecimiento de los costos de alquiler, entre otros. 
El ciclo reiniciado en este punto nos muestra la realidad de comunidades enteras que son 
expulsadas o desplazadas por necesidad o por conveniencia a la búsqueda de nuevos lugares en 
los que asentarse, bien sea desde la informalidad o desde el abaratamiento de los costos de los 
servicios produciéndose el fenómeno de la expulsión. Así la trayectoria de expansión de los 
límites urbanos difícilmente será contenida, en contextos urbanos en los que el mejoramiento 
urbano no garantiza un mejoramiento paralelo de los campos laborales, educativos y/o culturales. 
En este sentido, Abramo da un lugar especial, junto a los cambios económicos en los que se 
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aprovecha de las innovaciones espaciales para hacer diferenciaciones en valor y sacar provecho 
de eso, a los factores de solidaridad, convivencia, lazos de vecindad que son fuertes en barrios, en 
especial de origen informal y que en ocasiones se ven sometidos a cambios espaciales, como 
convenciones sociales urbanas que se sostienen en algunos sectores del espacio urbano 
mercantilizado. 
En esta misma perspectiva y, también apelando a los elementos aportados por Abramo, se 
puede afirmar que el mejoramiento produce un círculo vicioso de informalidad que se explica en 
los efectos de la expectativa de regularización en tanto mayores posibilidades existen en un 
futuro de que un área sea regularizada, más alto es el sobreprecio del terreno en cuestión y, en 
consecuencia, mayor demanda de terrenos más baratos en otras ubicaciones. Esta es la ilustración 
de cómo funciona el efecto del mercado informal de suelo en la producción de ciudad com-fusa 
en Bogotá. La profundización de la segregación por esta vía más que detener el proceso de 
proliferación de asentamientos informales y pobreza urbana, por un lado, genera especulación 
sobre el valor de suelo y la vivienda regularizada, y por otro, ha estimulado la búsqueda de 
nuevos suelos ocupados bajo la lógica de incorporación para el mercado, por la expectativa de la 
inminente regularización. Esto lejos de desestimular la ocupación ilegal e informal del suelo, y su 
consecuente urbanización, ha generado nuevos procesos de desplazamiento intra-urbano y 
expulsión, si se piensa en la realidad de familias y propietarios que a pesar de lograr la 
legalización y el perfeccionamiento de sus títulos de propiedad, no logran un ingreso mensual que 
les permita solventar las obligaciones tributarias y el sostenimiento del inmueble y su  
mejoramiento. 
 Hay que recordar que la privatización de los servicios públicos en las ciudades ha 
definido la relación de usuario-cliente del ciudadano respecto a los servicios de la ciudad, lo cual 
hace que medie un tipo de relación de consumo propia del mercado que determina el acceso y 
goce efectivo del derecho a los servicios públicos, lo cual deja suspendida la posibilidad de ese 
goce a la capacidad de pago, y esto a su vez depende de las dinámicas propias del sistema 
económico que no resulta en todos los casos muy equitativo. Los gastos propios en que incurre 
un poblador para respaldar la propiedad, la precaridad del ingreso y la expectativa de nuevas 
regularizaciones, ha hecho del suelo urbano el escenario de propicio de la especulación y la 
depredación que desafía los límites y la sostenibilidad ambiental de las ciudades.  
El segundo aspecto a resaltar en relación con los elementos esenciales del mejoramiento, 
es el que tiene que ver con la participación y organización comunitarias como ápice de las 
transformaciones sociales derivadas del mejoramiento barrial, que además de fungir como 
discursos justificativos de la dinámica de mercado que integra al poblador desde esa alegoría a su 
capacidad transformadora y autónoma como agente constructor de su hábitat, facilita y refuerza 
la difusión de la racionalidad de la planeación, al integrar al poblador en tanto ciudadano, con el 
derecho y el deber de participar en los procesos de desarrollo de ciudad. 
Los planteamientos presentados en Vancouver - 1976, y que de algún modo desde la 
experiencia del CINVA, se venían proyectando sobre la participación comunitaria como eje y 
motor del mejoramiento del hábitat popular, y la incorporación de la iniciativa y creatividad 
popular como solución a los problemas de la pobreza, ilustran esta visión. Al respecto resulta 
elocuente el relato de Davis (2006) quien expone cómo Robert McNamara (estratega de la guerra 
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de Vietnam) junto a John Turner (anarquista inglés), patrocinados por el Banco Mundial, 
diseñaron una  
“amalgama de anarquismo y neoliberalismo [que] se ha convertido en una nueva ortodoxia 
que “formula un abandono radical de la vivienda pública a favor de proyectos de 
“urbanización y servicios” y una reforma de las áreas hiperdegradadas in situ”. […] Elogiar 
las habilidades de los pobres se convirtió en una cortina de humo para renegar de las 
obligaciones históricas del Estado en relación con la pobreza y la falta de vivienda. Como dice 
Jeremy Seabrook, “ensalzar interesadamente la habilidad, el coraje y la capacidad de 
autoayuda de la población preparó el camino para acabar con la intervención y el apoyo de los 
gobiernos estatales locales” (Davis, p. 102-103). 
De lo antes planteado, se puede concluir que esta revelación del lugar del poblador en la 
construcción de su hábitat, y su participación en la construcción de espacio urbano, decanta en 
una mirada sobre la participación como un discurso encubierto o soterrado en el cual se plantea 
una completa apología al papel del poblador, pero en la medida que éste y su capacidad de 
gestionar las soluciones para la construcción de hábitat, será quien desembarace al Estado de esa 
incomoda tarea de producir vivienda para los más pobres de la ciudad. Y de este punto, en la 
estructuración de la problemática que nos ocupa, nos referimos a la ciudad del capital y su 
capacidad de tecnocratizar y cooptar la capacidad de los pobladores a través del concepto de 
ciudadanía, y la herramienta de la planeación participativa, en el marco de la ciudad proyectos, 
Boltanski &  Chiapelo (2002). En este sentido, de la síntesis de las experiencias, el contenido del 
componente social marca una línea de evolución, en la cual éste aparece como esquema de 
promoción de programas y proyectos de desarrollo económico y social que convierte a los 
pobladores en autogestores de soluciones productivas en su propio hábitat. Posteriormente, 
aparecerá el componente de seguridad y convivencia, como elemento nuevo que es la 
construcción de territorios gobernables. La seguridad y convivencia surgen de la mano de la 
participación como escenario de involucramiento de los pobladores como agentes comunitarios 
en la generación y en la autogestión de condiciones de seguridad en su territorio en la 
reproducción de orden público para el resto de la ciudad. 
Finalmente, se puede sintetizar en cuanto a las trayectorias del mejoramiento, que la 
informalidad en las ciudades de América Latina, como producto de la transformación económica 
de la región, su radicalización y la evidente relativa tolerancia con que es asumida, se pasa de 
paradigmas higienistas, y la profilaxis física y moral del estilo de vida urbano, a políticas 
erradicación y desalojo forzado de asentamientos y, posteriormente, a un proceso de 
reconocimiento e integración de los mismos. El peso de las crecientes movilizaciones sociales, 
una administración pública superada por la dinámica de crecimiento urbano, la voluntad política 
probablemente amañada de los legisladores de los diferentes países de América Latina y el 
direccionamiento de políticas desde la banca y las organizaciones internacionales, dieron paso a 
programas de mejoramiento y regularización cuyo objetivo en principio, fue el de modernizar las 
áreas informales, integrarlas a la dinámica de la ciudad y reconocer los derechos al suelo y a la 
vivienda de sus ocupantes, a través de la legalización de las tenencias, de modo que se lograra 
ofrecer un oportunidad de incorporación al orden urbano en la perspectiva de hacer efectivo el 
derecho a la ciudad en tanto posibilidad de participar de los beneficios de lo público urbano. Sin 
embargo, estas estrategias, plateadas desde un discurso justificativo, muestran un definitivo 
fracaso en cuanto al control del crecimiento urbano, por tanto la tasa de desarrollo de los nuevos 
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asentamientos informales ha mantenido un sostenido avance y ascenso en casi todas las ciudades 
de América Latina, mostrando el sentido y naturaleza de estas acciones. 
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